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Por este conducto, me permito comunicar a usted, que el pasante ORTIZ
GUTIÉRREZ RICARDO, bajo la supervisión de este Seminario, elaboró la tesis
intitulada "LOS DELITOS GRAVES EN LA CONSTITUCiÓN POlÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS"

Con fundamento en los articulos 8" fracción V del Reglamento de Seminarios, 19 y
20 del Reglamento General de Exámenes de la Universidad Nacional Autónoma de
México, por haberse realizado conforme a las exigencias correspondientes. se aprueba la
nombrada tesis, que además de las opiniones que cita, contiene las que son de exclusiva
responsabilidad de su autor. En consecuencia. se autoriza su presentación al Jurado
respectivo.

" El interesado deberá iniciar el trám ite para su titulación dentro de los seis meses
siguientes (contados de dia a día) a aquél en que le sea entregado el presente
oficio, en el entendido de que transcurrido dicho lapso si n haberlo hecho, caducará
la autorización que ahora se le concede para someter su tesis a examen
profesional, misma autorización que no podrá otorgarse nuevamente, sino en el
caso de que el trabajo recepcional conserve su actualidad y siempre que la
oportuna Iniciación del trámite para la celebración del examen haya sido Impedida
por circunstancia grave, todo lo cual calificará la Secretaría General de la Facultad".

ATENTAMENTE
" POR MI RAZ~AB~ EL ESPIRITU "

DIRECT~~,o.E:~ ,F.rINARIO

\~" ~~');}~J.
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Dr. Edmundo Elias Mussi
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Facultad deDerecho
U.N.A.M.
Presente.

Estimado Maestro:

Por la presente el que suscribe comunica a Usted, atentamente
que en mi concepto el alumno Ricardo Ortiz Gutiérrez ha concluido su
trabajo de tesis "Los Delitos Graves en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos" el alumno de referencia tiene número de
cuenta en nuestra Universidad 8612214-2.

Agradeceré se sirva ordenar, si a bien lo tiene, se lleve a cabo la
revisión que proceda al trabajo académico señalado.

Agradezco de antemano la atención se sirva da la presente y
aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo

Por mi raza, hablará el Espíritu.
Ciudad Universit ria 13 e.·jUñio.~el20 .

'AJ.U({!p '
--4~~'f(--"'"

errero Martínez.
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A mi padre Raúl Ortiz Rojas
(q.e.p.d.) ejemplo de fortal eza e
integridad; porque siempre te
) levaré conmigo, en mi ment e y
en mi corazón.

A mi Patri a y a la Universidad
Naciona l Autónoma de México, a
quienes siempre serviré leal y
fervient emente.

Al Doctor Eduardo Alfonso Guerrero
Martínez, con admiración y respeto ;
por su probidad y rectitud, por su
apoyo incond icional y sus sabios
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INTRODUCCiÓN

La responsabilidad de los servidores públicos es un signo distintivo del

Estado democrático. En todos los estados que bajo esa forma de gobierno se han

constituido, se han implementado inst itucion es jurídicas que lo prevén y lo

regulan. Dicha responsab ilidad, ta mbién se ha exigido a los funcionarios

secundarios en los sistem as monár quicos absolutistas, en los que sólo el rey es

irresponsable ante súbditos y únicamente responsable ante Dios por sus actos. Este

principio, conocido como legihus solutus, impid e que el rey sea responsable en el

ejercicio del poder del Estado. Sin embargo no impide que el rey sujete a

responsabilidad a los func iona rios púb licos, a los que delega ciertas funciones, que

originalm ente le correspondían en virt ud de su alta invest idura. Un ejemplo de ello

es el denomin ado juicio de residencia a que se sornetia a los virreyes españoles y al

que ni el mism o Hernán Cortés pudo sustraerse, cuyo juicio importa un nítido

antecedente jurídico novo-hispánico del juicio político o juicio de responsabil idad

de los funcionari os públicos, asi como el impeacltlllent del derecho anglosajón.

Como sabemos, el mencionado juicio procedía no sólo para la averiguación y

pesquisa de las acciones del virrey, oidores y demás mini stros de las audiencias de

las Ind ias y de otros que en ellas hubiesen tenid o car gos de administración de

justicia o hacienda real, sino también cuando por cualquier modo dejaban los

oficios y eran prom ovidos a otros mayores, agregando que con ese freno estarán

más atentos a cumplir con sus obligaciones y se moderarán los excesos e

insolencias que en provincias tan remotas puede y suele ocasionar la mano

poderosa de los que se hallan tan lejos de la real.

Por su parte, el constitucionalismo del México Independiente, en los

distintos códigos fund amentales provenientes de las corrientes tanto federalistas

como centralistas, siempre reputó a los funcionarios públicos como servidores de la

nacióu y los sujetó a responsabilidades juridicas por delitos comunes u oficiales y a

jurisdicciones especiales para hacerlas efectivas, sin que ésta tendencia hayan

rehuido los estatutos monarqu istas.
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Por considerar que el Presidente de la República deb e responder por los

delitos graves que comete, fue que nuestro tema lo denomina mos "LOS DELITOS

GRAVES EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS", mismo que para su exposición y estudio lo dividirnos en cuatro

capítulos los cuales a continuación detallamos.

En el primer capítulo, se analiza la fun ción de la Procu raduría General de la

República en la investigación y persecución de los delitos graves y no graves, asi

como un estud io de los mismos dent ro de la Constítución Politica de los Estados

Unidos Mexicanos.

En el segundo capítulo, haremos un breve esbozo sobre el

constituciona lismo mexícano, es decir, analizamos la Carta Magna de 1814. 1824.

1836, así como el proyecto de 184 2 y las bases orgánicas de 1843. la Constitució n de

1857, las leyes de reforma y por último la Constitución de 1917.

En el tercer capítulo tratamos el tema de los delitos graves en el texto

vigente de la Constitución Politica, en sus art ículos 16, 20, 22 Y108.

En el cuarto y último capítulo. abordamos sobre los delitos graves y la

responsabilid ad presidencial, analizando al sujeto, alcances y perspectiva de los

delitos graves en el orden constitucional y finalmente el procedimi ento del juicio

político.
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CAPíTULO I

LA FUNCIÓN DE LA PROCURADURíA GENERAL DE LA REPÚBLICA

EN LA INVESTIGACIÓN Y PERSECUCIÓN DE LOS DELITOS

Desde la aparición de los hombres en la Tierra, se han presentado las más

diversas form as de acto s lesivos de unos contra otros. Al surgir las primeras

sociedades y prohibirse ciertas conductas estableciendo su corr espondiente castigo,

se creó el binomio delin cuent e-hombre de la ley, perdurand o hasta hoy día un

combate ent re ellos.

Ningun a sociedad humana puede prescindir de un sistema jurídico que

reprima las conductas considerada s como delictivas. En ese tenor, la pena es una

amarga realidad a la que toda sociedad parece condenada, dada la imperfección

humana, pero que resulta indispensable para garantizar la convivencia y la vida

gregaria.

Por lo que hace a las conductas delictivas unas han desapa recido , otras

persisten, y algunas nu evas modalidades son tipificadas como delitos por uno s

Estados, mientras otros estiman inocuas esas mismas modalidad es, dependiendo la

calificación de los ideales valorativos de cada sociedad. Lo que es lícito en ciertos

países se prohíbe estricta mente en otros .

"No obsta nte, en la discusión científica tienden a distinguirse los fines de la

pena de los fines del Derecho penal, estableciéndose en una ordenación jerár quica

de medios a fines. Así, expresán dolo genér icamente y siguiendo a la mayoría de la

doctrina, puede decirse que el fin de la pena es la prevenc ión de acciones, pero este

fin sólo es, a su vez, medio para un fin ulterior, el del Derecho penal, consist ent e en

la protección de bienes jurídicos."!

Asi, la humanidad ha llegado a las postrimerías del siglo XX en un

enfrentamiento entre sus miembros: los hombres de la ley investi gan , con base en

pruebas act úan, pro cesan y aplican variadas penas a los delincu entes, quienes

I Al.cACER GUI RAO. Rafael. Los Fines del Derecho Pen.1.Editorial Ad hoc. Argentina. 200 1. p. 19
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siguen desarrollando sus ilícitas actividad es, violando las leyes qu e califican sus

actos como delictivos. Respecto de algunos delitos, como los relacionados con el

narcotráfico, la organización delictiva llega a niveles inquietantes.

¿Llegará el día en qu e los hombres de la ley venzan a los delincu ent es?

Para poder contesta r tal pregunta sería preciso adentra rnos en cuestiones

filosóficas, como son: la facultad del Estado para definir qué acciones deben ser

consideradas delitos y la potestad del mismo para aplicar penas a los infractores de

la ley.

Pero independientemente de examin ar tales temas, lo ciert o es que vivimos

en una sociedad que considera delictivas determinada s conductas y estima

necesario aplicar a los delincuentes ciertas penas.

Vivimos en un país dotad o de instituciones dedicad as a la procuración de

justicia, las cuales tienen, en tre otros objetivos, la de investigar los de litos,

perseguir a los hombres que los cometen y solicitar a los órganos judiciales, la

aplicación de las penas previstas en la ley.

Debemos participar en la prevención de los delitos, atacand o las causas que

los producen. Sin emba rgo, una parte considerable de la socieda d parece estimar

que ello no le corresponde, y que incumbe sólo a las autoridades.

La falta de prevención de los delitos trae como consecuencia la realización de

conductas ofensi vas, que en su caso deben ser rep rimidas, como consecuencia

ju rídica del delito.

"Ahora bien, la sanción penal no equivale a la imp osición de cualquier

privación o rest ricción de derechos, sino que consti tuye una privación o rest ricción
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de bienes jurídicos controlada legalmente y revestida de inq uebrantables garantías

penales y procesales.'"

En cuanto a la persecución de los delitos, mientras no nos afecten

directamente, pensamos que ello es tarea del Estado y no de los hab itantes de este

país. A pesar de haber sido testigos de un delito, tratam os a toda costa de evi tar ser

llamados a rendir declaración; queremos tener un magnifico cuerp o de policía,

pero nos molesta que dependencia s de la Procuraduría se establezcan cerca de

nuest ra casa o lugar de trabajo; y como los ante riores, podrí amos seguir

mencionando múltiples ejemplos.

Para tener una mejor comp rensión sobre el tema, será oportuno precisa r lo

siguiente.

A) La Procuraduría General de la República

Las atribuciones de la Procuraduría General de la República en la

investigació n y persecución de los delitos, se regulan en la Ley Orgánica de ésta

dependencia, donde se establece que dicha ley tien e por obje to, organ izar la

Procuraduría General de la República, ubicada en el ámbito del Poder Ejecutivo

Federal, para el despacho de los asuntos que al Ministerio Públi co de la Federación

yal Procurador General de la Repú blica le at ribuyen la Cons titución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, este ordenamiento y demás disposiciones aplicables.

La certeza, legalidad, objetividad, imp arcialidad y profesionalismo será n

principios rectores en el eje rcicio de las funciones y accio nes en materia de

procuració n de justicia.

Al frente de la Procuraduría General de la Repúbli ca estará el Procurador

General de la República, quien presidirá al Ministerio Público de la Federación, el

cual es designado por el Presidente de la República, con ratificación del Sena do.

1 POLAINO NAVARRETE, Miguel. Fundamentos Dogmaticos del :\-fodemo Derecho Penal . Editorial
Porrúa, S.A., México. 200 1. p. 94 .
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El Procurador General de la República intervendrá por sí o por conducto de

agentes del Minist erio Público de la Federación en el eje rcicio de las atribuciones

conferidas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por la Ley

Orgánica de dicha dependencia y demás disposiciones aplicables .

Acorde a lo dispuesto por la Ley Orgánica de la Procuraduría Gen eral de la

República , corresponde al Ministerio Público de la Federación:

1. Investi gar y perseguir los delitos del orden federal. El ejercicio de

esta atrib ución comprende:

A) En la averiguación previa:

a) Recibir denun cias o quere llas sobre acciones u omisiones que

pueden constituir delito;

b) Investigar los delitos del ord en fed eral, as í como los delitos

del fuero comú n respecto de los cua les ejercite la facult ad de

atracción, conforme a las normas aplicables con la ayuda de

los auxiliares a que se refiere el articulo 20 de esta Ley, y

otras autor idades, tanto fede rales como del Distrito Federal y

de los Estados integrantes de la Federac ión, en los térm inos

de las disposiciones aplicables y de los conveni os de

colaboración e instrumentos que al efecto se celebren;

e) Practicar las diligencias necesarías para la acred itació n del

cuerpo del delito y la probabl e responsabilidad del indiciado,

así como para la reparación de los daños y perju icios

causados;

d) Ord enar la detención y, en su caso, retener a los probables

responsables de la comisión de delitos, en los términos

previstos por el artículo 16 de la Constitución Politica de los

Estados Unidos Mexican os;
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e) Realizar el aseguramiento de bienes de conformidad con las

disposiciones aplicables;

O Restituir provisiona lmente al ofendido en el goce de sus

derechos, en los térmi nos del Código Federal de

Procedimientos Penales y demás disposiciones aplicables;

g) Conceder la libertad provisional a los indic iados en los

términos previstos por el artículo 20, apartado A, fracción 1,

y último párrafo, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos ;

h) Solicitar al órgano jurisd iccional las órdenes de cateo, las

medidas precautorias de arr aigo, el aseguramiento o el

embargo precautorio de bien es que resulten ind ispensables

para los fines de la averiguación previ a, así como, en su caso

y oportunidad, para el debido cumplimiento de la sentencia

que se dicte;

i) En aquellos casos en que la ley Jo permita, el Minister io

Público de la Federación propiciará conciliar los int ereses en

conflicto, proponiendo vías de soluci ón que logren la

avenencia.

j) Determinar la incompetencia y remitir el asunto a la

autoridad que deba conocer, asi como la acumulación de las

averiguaciones previas cuando sea procedente;

k) Determ inar la reserva de la averigua ción previa, conforme a

las disposiciones aplicables;

1) Determinar el no ejercicio de la acción penal, cuando:

Los hechos de que conozca no sean constitutivos de

delito;

2 Una vez agotadas todas las diligencias y los medios de

prueba correspondientes, no se acred ite el cuerpo del

delito o la probable responsabilidad del indiciado;
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3 La acción penal se hubiese extinguido en los términos de

las normas aplicables;

4 De las diligencias practicadas se desprenda plenamente la

existencia de una causa de exclusión del delito, en los

términos que establecen las normas aplicables;

5 Resulte imposible la pru eba de la existencia de los hechos

constitutivos de delito por obstáculo material

insuperable , y

6 En los demás casos que determinen las normas

aplicables.

m) Poner a disposición de la autoridad competente a los

menores de edad que hubieren incur rido en acciones u

omisiones correspondientes a ilícitos tipificados por las leyes

penales federales;

n) Poner a los inim putables mayores de edad a disposición del

órgano jurisdiccional, cuando se deban aplicar medid as de

segur idad, ejerciendo las acciones correspondientes en los

términos establecidos en las normas aplicables, y

ñ) Las demás que determinen las normas aplicables.

Cuando el Ministerio Público de la Federación tenga conocimiento por si o

por conducto de sus auxiliares de la probable comisión de un delito cuya

pers ecuci ón dependa de querella o de cualquier otro acto equivalente, que dcha

formular alguna autoridad , lo comunicará por escrito y de inmediato a la auto ridad

competente, a fin de que resuelva con el debido conocimiento de los hechos lo que

a sus facultad es o atribuciones corresponda. Las autoridades harán saber por

escrito al Ministerio Público de la Fed eraci ón la determinación que adopten.

En los casos de detenciones en delito flagrante, en los que se IIJICle

averiguación previa con detenido, el Agente del Ministerio Público de la Federación

solicitará por escrito y de inmediato a la autorida d competente que presente la
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querella o cumpla el requisito equivalente, dent ro del plazo de retención que

establece el artículo 16, párrafo séptimo de la Constitución Políti ca de los Estados

Unidos Mexicanos.

R) Ante los órganos ju risd iccionales :

a) Ejercer la acción penal ante el órgano jurisdiccional

competente por los delitos del orden federal cuando exista

denuncia o querella, esté acred itado el cuerpo del deli to de que

se trate y la probable responsabilidad de quien o quienes en él

hubieren intervenido, solicitando las órdenes de aprehensión o

de comparecencia, en su caso;

h) Solicitar al órgano juris diccional las órdenes de cateo, las

med idas precaut orias de arraigo, de asegura miento o emba rgo

precautorio de bienes, los exhortos o la constitución de

garantías para los efectos de la reparación de los daños y

perjuicios , salvo que el inculpad o los hubiese garantizado

previamente;

e) Poner a disp osición de la autoridad jud icial a las personas

detenid as y aprehendidas dentro de los plazos establecidos por

la ley.

d) Aportar las pruebas y promover las diligenci as conducentes

para la debida comprobació n de la existencia del delito, las

circunstancias en que hubiese sido cometido y las peculiares

del inculpado, de la respons abil idad penal, de la existencia de

los daños y perju icios asi como para la fijación del monto de su

reparación ;

e) Formu lar las conclusiones en los t érminos señalados por la Icy

y solicitar la imposición de las penas y medidas de seguridad

qu e correspo nda n y el pago de la reparación de los daños y

perjuicios o, en su caso, plantear las causas de exclusión del

delito o las que extinguen la acció n penal;
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f) Impugnar , en los términos previstos por la ley, las resoluciones

judiciales, y

g) En general, promover lo conducente al desarroll o de los

procesos y realizar las demás atribuciones qu e le señalen las

normas aplicables.

C) En mater ia de atención a la víctima o el ofend ido por algún delito:

a) Proporcionar asesoría jurídica a la víctima u ofendido e

infor marle de los derechos que en su favor esta blece la

Constitución Política de los Esta dos Unido s Mexicanos y,

cuando lo solicite, sobre el desarrollo del procedimiento

penal;

b) Recibir todos los elementos de prueba qu e la víctima u

ofend ido le aporte en ejercicio de su derecho de

coadyuvancia, para la comprobación del cue rpo del delito y la

probable responsabilidad del inculpado, asi como para

determinar, en su caso, la procedencia y monto de la

reparación del daño. Cuando el Ministerio Público de la

Federación considere que no es necesario el desahogo de la

diligen cia, deberá fundar y motivar su negativa;

e) Otorgar las facilidades para identificar al probable

res ponsable y, en los casos de delitos contra la libertad y el

normal desarrollo psicosexual, privación ilegal de la libert ad,

o cuando así lo cons idere procedent e, dictar todas las

medid as necesarias para evitar que se ponga en peligro la

int egridad física y psicológica de la víctima u ofendido;

d) Informar a la víctima u ofendido que desee otorgar el perdón

en los casos procedentes, el significado y trascen dencia

jurídica de dicho acto;

e) Dictar las medida s necesarias y que estén a su a\cance para

que la vícti ma u ofendido reciba atención médica y
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psicológica de urgencia. Cuando el Minist erio Público de la

Federaci ón lo estime necesario, tomará las medidas

conducentes para que la atención médi ca y psicológica se

haga extensiva a otras personas;

O Solicitar a la autoridad judicial, en los casos en que sea

procedente, la reparación del daño, y

g) Informar a la víctima o al ofendido menor de edad, que no

está obligado a carea rse con el inculpado cuando se trate de

los delitos de violación o secuestro . En estos casos, las

declaraci ones respectivas se efectuarán conforme lo

establezcan las disposiciones aplicabl es.

Il . Vigilar la observancia de la constitucionalida d y legalidad en el

ámbito de su competencia, sin perjuicio de las atribuciones que

legalmente correspondan a otras autoridades jurisdiccionales o

administrati vas. En ejercicio de esta at ribución el Ministerio

Público de la Federación deberá:

a) Intervenir como parte en el juicio de amparo, en los términos

previstos por el artícu lo 10 7 constitucional y en los demás

casos en que la Ley de Amparo, Reglam ent arias de los artículos

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, dispon ga o autorice esa intervención ;

b) Int erven ir como represent ant e de la Fed eraci ón en todos los

negocios en que ésta sea parte o tenga int erés jurídico. Est a

atribución comprende las actu acion es necesarias para el

ejerci cio de las facultades que confiere al Procurador General

de la República la fracción III del artículo 105 de la

Constitución Politica de los Estados Unid os Mexicanos.

Tratánd ose de asuntos que revistan interés y trascend encia para la

Federación, el Procurador General de la Repúbli ca mantendrá inform ado al
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Presidente de la República de los casos relevantes, y requerirá de su acuerdo por

escrito para el desistimiento;

c) Intervenir como coadyuvante en los negocios en que las

entidades paraestatal es de la Adm inistración Pública Federal

sea n parte o tengan interés juridico, a solicitud del

coordinador de sector correspondiente. El Procurador General

de la República acord ar á lo pertinente tomando en cuenta la

importancia que el asunto revista para el interés público.

Los coordinad ores de sector y, por acue rdo de éstos las entidades

paraestatales, confor me a lo que establezca la ley respectiva, por conducto de los

órganos que determine su régimen de gobierno, deberán hacer del conocimiento de

la 1nstitución los casos en que dichas entidades figuren como partes o como

coadyuvantes, o de cualquier otra forma que comp rometa sus fun ciones o su

patrimonio ante órganos extranjeros dotados de at ribuciones jurisdiccionales. En

estos casos la Inst itución se mantendrá al tan to de los proced imientos respectivos y

requerir á la informacióu corres pondiente. Si a jui cio del Procurador General de la

Repúbli ca el asunto reviste importancia para el int erés pú blico, formulará las

observaciones o sugerencias que estime conven ientes, y

d) Intervenir en las controversias en que sea n parte los

dipl omáticos y los cónsules generales, pr ecisamente en virtud

de esta calidad. Cuand o se trate de un procedimiento penal y

no ap arezcan inmunidades qu e respetar , el Ministerio Público

de la Federación pro cederá en cumplimient o estricto de sus

obligaciones legales, observando las d isposiciones contenidas

en los tra tados internacionales en que los Estados Unidos

Mexicanos sea part e.

IIJ . Intervenir en la extradición o entrega de ind iciados, procesados,

sent enciados, en los términos de las disp osiciones aplicables, así
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como en el cumplimiento de los tratados internacionales en que los

Estados Unidos Mexicanos sea parte;

IV. Requerir informes, documentos, opiniones y elementos de prueba

en general a las dependencia s y entida des de la Admini stración

Pública Federal, a las correspondientes al Distrito Federal, y a los

Estados integrantes de la Federación, y a ot ras au toridades y

personas que pued an suministrar elementos para el debido ejercicio

de dichas atribuciones.

Es obligatorio proporcionar los informes que solicite el Ministerio Público de

la Federación en ejercicio de sus funciones. El incumplimiento a los requerimientos

que formule el Ministerio Público de la Federación se rá causa de responsabil idad

en térm inos de la legislación aplicable;

V. Promover la pronta, expedita y debid a procuración e imparti ción de

justicia, y

VI. Las demás que las leyes determinen .

B) Artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos

En primer término no omito mencionar que el texto primitivo del art ículo

102 constitucional, sólo comprend ía, Jo que en la actualida d, ha pasado a ser el

apartado "A" de dicho precepto, por lo que en este punto solo nos referiremos a

este apartado, en virtud de que el adicionado párrafo "B" se refiere a los

organismos protectores de der echos humanos, que se inspiran en el modeJo

escandinavo del ombudsman.

El apartado "A" del artículo 102 Constitucional establece que:

"La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos funcionarios

serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de acue rdo con la ley respectiva. El
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Ministerio Público de la Federación estará presidido por un Procu rador Gencral de

la República, designado por el titular del Ejecutivo Federal con ratificación del

Senado o, en sus recesos, de la Comisión Permanente . Para se r Procurador se

requiere: ser ciudadano mexicano por nacimiento; tener cuando menos treinta y

cinco años cumplidos el día de la designación; contar con antigüedad mínima de

diez años , con título profesíonal de licenciado en derecho; gozar de buena

reputación, y no haber sido condenado por delito doloso. El Procurador podrá ser

removido libremente por el Ejecutivo."

"Incumbe al Ministerio Público de la Federac ión, la persecución, ante los

tribunales, de todos los delitos del orden federal; y, por lo mismo, a él le

corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y

presentar las pruebas que acrediten la respon sabilidad de éstos ; hacer que los

juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea

pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas e intervenir en todos los

negocios que la ley determine."

"El Procurador General de la República, intervendrá personalmente en las

controversias y acciones a que se refiere el artículo 105 de esta Constitución."

"En todos los negocios en que la Federación fuese parte, en los casos de los

diplomáticos y los cónsu les generales y en los demás en que deba intervenir el

Ministerio Público de la Federación, el Procurador General lo hará por sí o por

medio de sus agentes."

"El Procurador General de la República y sus agentes, serán respon sables de

toda falta , omis ión o violación a la ley en que íncurran con motivo de sus

funciones."

"La función de consejero jurídico del Gobierno, estará a cargo de la

dependencia del Ejecutivo Federal que, para lal efecto, establezca la ley."
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"Como se advierte, este precepto fue redactad o en forma y términos que

dejan mucho que desear; a mi ju icio, es imposible qu e la ley organice el Ministerio

Público de la Federación, porqu e la ley es un ente abstracto y, por ende, con

imposibilidad absoluta de llevar a cabo ese cometido; los funcionarios, tampoco

pueden ser nombrad os y removidos por "El Ejecutivo", de acuerdo con la ley

respectiva, seguramente quiso decirse que los funcionarios serán nombrados y

removidos por quien esté al frente del llamado "Poder Ejecutivo", de acuerdo con lo

establecido por el legislad or en la ley respectiva ".a

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repúbli ca en vigor,

reglamentaria del artículo 102 Constituci onal, Apartado "A", fue expedida el día 26

de diciembre de 2002 y publicada en el Diari o Oficial de la Federación, el d ía 2 7 del

mismo mes y año, durant e la presente administrac ión, misma que abrogó la

anterior Ley Orgán ica publicada en dicho diar io el día 10 de mayo de 1996.

Del conten ido de los textos de ambos ordena mientos , concluyo que,

fundamentalmen te el Ministerio Público Federal, de acuerd o a su com petencia,

tiene asignadas las funci ones siguientes: a) Invest igar y perseguir a los probables

autores de los delitos del orden federal, tanto en la averiguación previa como ante

los órganos jurisdiccionales, asesorando a la victima u ofend ido por algún delito ,

solicitando en su caso la reparación del daño; b) vigilar la observancia de la

constitucionalidad y legalidad en el ámbito de su competencia, interviniendo como

part e en el jui cio de amparo, represent and o a la federación en todos los negocios en

que ésta sea parte y como coadyuvante en los negocios en los que las entidades

paraestatales de la Adm inistración Pública Federal sean parte o tengan interés

jurídico, interviniend o en las controversias en que sean parte los diplomáticos y

cónsules generales; y e) intervenir en la extradición o entrega de indiciados,

procesados, sentenciados, en los términos de las dispos iciones aplicables,

) COLIN SANCHEZ, Guillerm o. Derecho Mexicano de Procedimientos Penales. Si edición . Editorial Porrú e.
S.A., México, 1995. p. 144
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El artículo 21 de la Cons titución Política de los Estados Unidos Mexican os,

establece que la investi gación y persecución de los delitos correspon de única y

exclusivamente al Ministeri o Público; la actividad del Mini sterio Público en la

averiguación previa es de carác ter investigatorio y tendiente a decidir sobre el

ejercicio o abstención de la acción pen al y se inicia a partir del mom en to en que la

representación social tiene conocimiento de un hecho delictuoso, a través de una

denuncia, acusación o querella.

Sin emba rgo el titular del Minist erio Público Federal, tiene atrib uciones ya

ordenadas por la Cons titución, o por las leyes orgánicas o reglamentarias, que son

inde legables: tal es el caso de las mencionadas en el art ículo 6° de la Ley Orgánica

de la Procuraduría General de la Repú blica , entre las que se encuentran la facultad

de den uncia r an te la Suprema Corte de Justicia de la Nación la sus tentación de

tesis que estime contradictorias, con motivo de los jui cios de amparo de la

competencia de las Salas de dicha Corte y la de intervenir en las controvers ias y

acciones a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos .

Por ello concluyo que no siemp re el Minister io Públi co Federal tiene

funciones que si le corresponde a su jefe o Titula r.

El art ículo 10 2 de la Constitución de 1917 además de enco menda r la función

de persecución e investigación de los delitos, as í como la defen sa de los inter eses de

la Federación ante los tri bunales, segrega ndo a la Procuraduría del Poder Judicial,

le at ribuyó a su Titu lar la función de asesor ía ju r ídica del gobiern o fede ral,

inspirándose en el Attomey General de los Estados Unidos de América .

La función preponder ante de la procur aduría consisten te en la actividad

persecutor ia e investigadora de los delitos dieron lugar a la famo sa controversia

suscitada en 1932 ent re Luis Cabrera y Emilio Portes Gil, este último en su carác te r

de Procurador General de la República, que se plan teó en el Congreso J ur ídico

Mexicano sobre la conse rvación de la estructura actual de la procuraduría o la
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pretensi ón consistente en que existieran dos distintos funcionarios, uno que tuviera

las funciones de Fiscal General como el litigante a nombre de la sociedad ofendid a

y un Procurador General de la Repúbli ca como Abogado de la Nación y Consejero

,Juridico.

Sin embargo esta facultad nun ca se realizó adecuadamente, conforme al

texto de la ley; empero de cierta manera el Procurador debía emitir consejo y

orientación jurídica en todos los asuntos de competencia de titular del Poder

Ejecutivo.

A ese respecto se dicho: "La experiencia ha demostrado que la función

consultiva a cargo del Procurad or, no se ha desenvuelto en la form a deseable,

puesto que se encuentra circunscr ito a los casos en que el consejo sea requerido por

el Presidente de la República, o solicitado por las Secretar ias de Estado y jefes de

Departa mentos Adminis trativos, y huelga aclarar, que existen además,

innum erahles asuntos en que se hace necesar io proteger a los individuos contra los

excesos del poder p úblico.?-

En la última reforma al articulo 102 de la Constitución en cita, como se

advierte del nuevo texto , ya no está a cargo del Procurador Gen eral de la República

ejercer la función del Consejero .Jur ídico del Gobierno .

C) Delitos graves y no graves

El Código de Procedimientos Penales para el Dist rito Federal establece que,

para todos los efectos legales, son graves los delitos sancionados con pena de

prisión cuyo término medio aritmético exceda de cinco años . Respecto de estos

delitos no se otorgará el beneficio de la libertad provisional bajo caución previsto

en la fracción 1 del ar ticulo 20 de la Consti tución Politica de los Estados Unidos

Mexicanos; el término medio aritmético es el cociente que se obtiene el e sumar la

4 Cit. por. COU N SÁN CHEZ, Guillermo. Derecho Mexicano de Procedimientos Penales. ;. edición,
Editorial POITÚa, S.A.• México, 1995. p. 1 ~ 5 .
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pena mínima y la máxima del delito de que se trate y dividirlo entre dos; la

tentativa punibl e de los ilícitos antes mencionados también se considerar á delito

grave si el térm ino medio ari tmético de las dos terceras par tes de la pena de prisión

que se debiera imp oner de haber se consumado el delito excede de cinco años; para

calcular el término medio ari tmético de la pena de prisión se deben tomar en

consideración las circunstancia s modificativas de la penalidad del delito de que se

trate; cuando se señalen penas en proporción a las previstas para el delito doloso

consumado, la Punibilidad aplicable es, para todos los efectos legales, la que res ulte

de la elevación o disminu ción, según corresponda , de los términos mínim o y

máximo de la pena prevista para aquél (artículo 268) .

Cabe record ar en esta part e que el Código Federal de Procedimientos

Penales, en su ar ticulo 194 , enlista los delitos graves, señalando que lo son, por

afectar de manera imp ortante valores fundament ales de la sociedad, los previ stos

en los ordena mientos legales siguientes:

I. De] Código Penal Federal, los delitos siguientes:

1) Homicidio por culpa grave, previsto en el articulo 60 ,

párrafo tercero ;

2) Traición a la patria, previsto en los articu los 123, 124, 125 Y

126;

3) Espionaje, previ sto en los artículos 127 y 128;

4) Terrorismo, previsto en el artículo 139, pár rafo prim ero;

5) Sabotaje, previsto en el ar tículo 140, párrafo primero;

6) Los previ stos en los articulos 142, párrafo segundo y 145;

7) Pirateria, previsto en los artículos 146 y 147;

8) Genocidio, previ sto en el artículo 149-Bis;

9) Evasión de presos, previ sto en los artículos 150 y 152;

10) Ataques a las vías de comunicación, previsto en los artículos

168 y 170;

Neevia docConverter 5.1



17

11) Uso ilícito de instalaciones destín ad as al tr án sito aéreo,

previ sto en el ar tículo 172-Bis, pár rafo tercero;

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, pár rafo

primero , 195-Bis, excepto cuando se trate de los casos

previstos en las dos primeras líneas horizontales de las

tablas contenidas en el ap énd ice 1, 196- Bis, 196-Ter , 197,

párrafo primero y 198, parte prim era del párrafo tercero;

13) Corru pción de menores o incapaces , previsto en el articulo

20 1;y pornografía ínfantil, prevísto en el artícu lo 20 1-Ris;

14) Los previstos en el artículo 205, seg undo párrafo;

15) Explotación del cuer po de un menor de eda d por medio del

comercio carnal, previsto en el articulo 208;

16) Falsificación y alteración de moneda, previ sto en los

artículos 234, 236 Y237;

17) Falsificación y util iza ci ón indebida de docum en tos relati vos

al créd íto, previsto en el art ículo 240-Bís, salvo la fracción

III ;

18) Contra el consumo y riqueza nacionales, pre visto en el

articulo 254, fracción VII, párrafo seg undo;

19) Violación, previsto en los artículos 265 , 266 Y266-Bis;

20) Asalto en carreteras o cam inos, previsto en el artículo 286 ,

segundo párrafo;

21) Lesiones , previ sto en los artículos 291, 292 Y293 , cuando se

cometa en cualqu iera de las circuns ta ncias previstas en los

ar tícu los 315 y 315-Bis;

22) Hom icidio, previsto en los ar ticulos 302 con relació n al

307,313,315, 315-Bis, 320 y 323;

23) Secuestro, previ sto en el artículo 366, salvo los dos párrafos

últimos, y tráfico de menores, pre visto en el ar tículo 366 

Ter ;

24) Robo calificado, previsto en el ar tículo 367 cuando se

realice en cualquiera de las circunstancias señaladas en los
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artículos 372 Y38 1, fracc iones VII, VIII, IX, X, XI, XIII , XV

yXVI;

25) Robo calificado, previsto en el artículo 367, en relación con

el 370 párrafos segundo y ter cero, cuando se realice en

cualquiera dc las circuns tanc ias señalad as en el ar tículo

381-Bis;

26) Comercialización ha bitual de objetos robados, previsto en

el artículo 368-Ter ;

27) Sus tracción o aprovechamiento indebido de hidrocarburos

o sus derivados, previ sto en el artículo 368-Quá ter, párrafo

segundo;

28) Robo, previsto en el ar tículo 371, párrafo últ imo;

29) Robo de vehículo, previsto en el articulo 376-Bis ;

30 ) Los previstos en el artícnlo 377;

31) Extorsión , previsto en el artículo 390;

32) Operaciones con recursos de proced encia ilícita, pr evisto en

el artículo 400-Bis;

32) BIS. Contra el ambiente, en su comisión dolosa, previsto en los

artículos 414, párrafos primero y tercer o, 415, pá rrafo

último, 416, párrafo último y 418, fracción 11, cuando el

volumen del derribo, de la ext racción o de la tala, exceda de

dos metros cúbicos de madera, o se trat e de la cond ucta

prevista en el párrafo últ imo de l artículo 419 y 420, párrafo

últ imo;

33) En materia de derechos de au tor, previsto cn el art ículo

424-Bis ; y

34) Desaparición forzada de personas previsto en el articulo

215-A;

JI. De la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, el previsto en

el artículo 2°.;

III . De la Ley Federa l de Armas de Fuego y Explosivos, los delitos

siguientes :
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1) Port ación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada o

Fuerza Aérea, previst o en el artícu lo 83, fracción III ;

2) Los previstos en el articulo 83 -Bis, salvo en el caso del

inciso i) del articulo 11;

3) Posesión de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada o

Fuerza Aérea, en el caso previst o en el artí culo 83-Ter,

fracción III;

4) Los previstos en el artículo 84; y

5) Introducción clan destina de armas de fuego que no están

reservadas al uso exclusivo del Ejérc ito, Armada o Fuerza

Aérea, previ sto en el artículo 84 -Bis, párrafo primero;

IV. De la Ley Federal para Preveni r y Sanciona r la Tor tura , el delito de

tortura, previsto en los artículos 3° y 5° .;

V. De la Ley General de Población, el delito de tráfico de

ind ocum entados, previsto en el artículo 138 ;

VI. Del Código Fiscal de la Federación , los delitos siguientes :

1) Contrabando y su equiparable, previstos en los art ículos

102 y 105 fracciones I a la IV, cuando les correspondan las

sanciones previstas en las fraccion es JI o 111, segundo

párrafo del artículo 104; y

2) Defraudación fiscal y su equipa rable, previstos en los

artículos 108 y 109, cuando el monto de 10 defraudado se

ubique en los rangos a que se refieren las fracciones JI o 111

del arti culo 108, exclusivame nte cuando sean calificados;

VII . De la Ley de la Propiedad Industr ial, los delitos previstos en el

ar tículo 223, fracciones II y I1I;

VIII. De la Ley de Inst ituciones de Crédito, los previ stos en los artículos

111, 112, en el supu esto del cuarto párrafo, excepto la fracción V, y

113-Bis, en el supuesto del cuarto pár rafo del artículo 112;
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IX. De la Ley Genera l de Organizaciones y Actividades Auxiliares del

Crédito, los previstos en los ar tículos 98, en el supuestos del cuarto

pár rafo, excepto las fracciones IV y V Y101;

X. De la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, los previstos en los

artículos 112-Bis; 112-Bis-2 , en el supuesto del cua rto párrafo; 112

Bis-g, fracciones I y IV, en el supuesto del cua rto pá rrafo; 112-Bis

4, fracción 1, en el supuesto del cuarto párrafo del art iculo 112-Bis

3, y 112-Bis-6, fracciones 11 , IV Y VII, en el supuesto del cuarto

párrafo;

XI. De la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de

Seguros, los previstos en los ar tículos 141, fracción 1; 145 en el

supuesto del cuarto párrafo, excepto las fracciones I1, IV Y V; 146

fracciones I1, IV Y VII, en el supuesto del cua rto párrafo, y 147,

fracción II inciso b), en el supuesto del cua rto párrafo del artí culo

146;

XII. De la Ley del Mercado de Valores, los previstos en los artículos 52,

y 52 Bis cua ndo el monto de la disposición de los fondos o de los

valores, títu los de crédito o doc umentos a que se refiere el articu lo

3° . de dicha ley, exceda de trescient os cincue nta mil dias de salario

mínimo general vigente en el Distri to Federal;

XIII. De la Ley de los Sistema s de Ahorro para el Reti ro , los previstos en

los artículos 103, y 104 cuando el mont o de la disposición de los

fondos, valores o documentos que man ejen de los trabajadores con

motivo de su objeto, exceda de trescientos cincuenta mil días de

salario mín imo general vigente en el Dis tr ito Federal; y

XIV. De la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, los previstos en el

ar tículo 96 .

La tentativa pun ible de los ilícitos penales men cionados en las fracciones

anteriores, también se califica como delito grave.
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De lo anterior infiero qu e los delitos graves, de conformidad al catálogo

previsto en el art iculo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, son

aquellos delitos sancionados, con una pena de prisión cuyo término medio

aritmético exceda de cinco años.

Por exclusión preciso que los delitos graves, son aquellos diversos a los que

se consideran como no graves .

D) ¿Qué son los delitos graves?

En orden al tema propuesto, se impone reflexionar ante todo cuál es la

utilid ad de este concepto dentro de la ciencia penal y a quién beneficia dicha figura

j urídica. De ante mano es preciso aclara r que , sin duda el "ius puni endi " es la más

drástica de las herramient as con que cuenta el Estado para conse rvar el orden

social y sin dud a, el delito en cua lquiera de sus formas y modalidad es, result a de la

agresión del individuo, a las forma s esenciales de convivencia y por ende el rechazo

a dicho pacto social, por ello será en todos los casos una ofensa grave .

"La pnsion preventiva y su contrapartida, la libertad provi sional, figuran

entre los temas mas descollantes del procedimiento pen al. En principio, parece

injusto que un individuo cuya respons abilidad delictuosa no se ha demost rado,

quede, sin em bargo privado de la libertad. Este hecho, un iversalmente conocido,

milita directam ente en contra de la idea de que se presume que una persona es

inocente hasta que se demuestre su culpabilidad. Si tan elevado principi o del

derecho pen al fuese verdaderamente at endido, no habría -no podría haber- cárcel

preventiva, que es, como se dijo un clásico, una pena que se anticip a a la

sentencia ."»

El concepto de delito grave se encuentra intimamente ligado al concepto de

la libertad provisional bajo caución. En la consti tución el concepto de delito grave

s GARCiA RAMíR EZ, Sergio . Proceso Penal y Derechos Humanos. 28 edición. Editoria l Porrúa, S.A.,
México, 1993. p. 103.
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se pretende relacionar con las gara nt ías del inculpado , por cuanto hace al derecho

de éste , para obtener la libertad provisional bajo caución, ta l y como aparece

previsto en la parte inicial del artículo 20 constitucional que se refiere a las

garantías del inculpado y de la víctima u ofend ido; este ar ticulo se encuentra

dividido en dos apartados; el apartado "A" se refiere a las garantí as del inculpado y

el apartado "R", se refiere a las garantías de la víctima u ofendido; en mi opinión,

ubicar dicho concepto dentro de las garantías del inculpado resulta una postura

inadecuada.

Afirmar que dicho beneficio se da a favor del justiciable o que por el

contrario beneficia a la víctima o al ofendido por el delito, genera en todo caso

confusión, por ello se descarta tan incipiente postul ado; se debe reconocer a dicho

instituto como una figura juridica que emana de la propia Sociedad , a través de la

politica criminal y que por ende es una garantía a favor de la propía Sociedad.

Como consecuencia de lo anterior, se puede ente nde r que los depósitos que

garantizan la liber tad caucional, se aplicará n preferentemen te (aú n an tes de la

multa que correspond a y que es en favor del Estado), a la reparación del daño lo

cual represen ta sín duda y en los térmi nos del articulo 20 const itucional inciso R,

fracción IV, un a garantía para el ofendido o la victima del delito , pero tratándose de

delito grave, tal "garantía" no es posíble y por lo tanto la víctima o el ofendido se

encuentra n en una situación muy precaria y quizá en mayor desventaja que el

ofendido por un delito calificado como "no grave."

Es la Sociedad, quien se pro tege de aqu ellos sujetos cuya conducta afecta de

manera important e los valores fund amentales que garantiza n la convivencia social.

Por lo anterior surge un prim er cuestionamiento, la relativa a las reglas para

definir lo que se considera delito grave, sí éstas se debe n ubicar dentro de la

Constitución Genera l de los Estado s Unidos Mexicanos , den tro de la part e

susta ntiva (léase Código Pena!) o bien, dentro de la parte adjetiva (léase Código de

Procedimientos Penales).
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En el caso de la legislación vigente en el Dist r ito Federal, se optó por

consignar tal definición den tro del Código de Procedimientos Penales, por lo

anterior se ad mite aún la posibilidad de apl icar d icha hipótesis aún respecto de

delitos cometidos con anterioridad a la entrada en vigor de la citada reforma, sin

caer en la retroactividad, con el argu men to de que el proceso se inicia con la

aprehensión del inculpado y que se rige por las reglas que en ese momento se

encuentren vigentes.

En rm opimon, esta de finición deberá incorpora rse al Código Penal, de

conformidad con la estructu ra del delito, sus modalidad es y de las reglas pa ra su

persecución. De esta manera podemos evita r entre otros problemas el relativo al

conflicto de leyes en el tiempo, salvando de manera eficaz cualquier problema en

torno a la retroactividad.

En segundo lugar se deberá precisar el mecanism o a tra vés del cual

quedarán definid as aquéllas co n d ucrus que se consideren constitu tivas d e

d elito grave (por afectar de numera importante v a lo res

fundmnentales ele la S ocied a d ) , en este orde n de ideas considero lamentable

que den tro de la legis lación para el Distri to Federa l, en el ámbito pena l, se haya

abandonado la tendencia de señalar específicamente ( mediantc una lista) los

delitos considerados graves, para concluir que tales delitos serán aquellos cuya

pena , en su término medio aritmético, sea superior a cinco años, tal y corno se

estableció median te la reforma al Código de Procedi mien tos Pena les del Distrito

Federal, publicad a en la Gaceta Oficial del Distr ito Federa l el d ía 17 de septiembre

de 1999.

El nuevo Cód igo Pena l para el Distrito Federal no define en ninguno de sus

artíc ulos lo que es un delito, cuestión que considero acertada ya que resulla
. .
mnecesarra.
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De lo ante rior concluyo que son delitos graves aquellas acciones u omisiones

previstas como delito en una ley, sanciona dos con una pena privativa de libertad

cuyo término medio aritmético exceda de cinco años. Es decir, el delito debe ser

cons idera do grave de acuerdo a la conducta desplegada, tom ando en cuenta la

naturaleza del mismo y la importancia de los valores afectados y no de acuerdo a la

penalidad , por que se ría injusto que hechos de la misma naturaleza sea n valora dos

en forma diversa sólo por el monto de daño o por las circunstancias relativas al

objeto sobre el que recae la conducta.

E) Teoría

Tomando en cue nta la gravedad de los delitos se han hecho diversas

clasificaciones de los mismos, entre las que destacan la clas ificación tripartita y

bipartita .

La clasificación de los delitos en atención a su gravedad es una de las más

antiguas y conocidas; parte del anális is del daño causado por la conducta delictiva y

tiene su origen en la doctrina italiana que establece la división tripartita en

crímenes, delitos y falt as o contravenciones . Según esta divi si ón se consideran

crímenes a los aten tados contra la vida y los derechos naturales del hombre; deli tos

a las cond uctas contrarias a los derechos nacidos del contrato social, por ejemplo la

vi olación al derecho de propiedad; por faltas o contravenciones entendemos que

so n las infracciones a los reglamentos de policía y buen gobie rno.

Según una división bipartita las infracciones penales se dividen en delitos y

faltas.

Aparentemente dicha d istinción carece de importa ncia en el Derecho Penal

Mexicano puesto que el código susta ntivo solo se ocupa de los delitos en gen cral y

la represión de las faltas se abandona a las disposicíones aplicadas por autorida des

de carácter adm inis trativo.
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Pero en la Constitución Política encontramos referencia entorno a los delitos

graves en los art ículos 16, 20 , 22 Y 108 de dicho ordenamiento supremo, cuestión

de la que nos ocupa remos en el Capítulo Ill.

Los delitos graves según el Código Federal de Procedimient os Pena les se

definen como aq uellos que afectan de manera importante valores fundamentales

de la sociedad. Este concep to se encuentra complementado con un nu mertrs

clausus de tipos penales clasificados como graves .

La codificación penal mexicana adopta una clasificación bipartita, en el

sentido de dist inguir tipo s penales de mayor graveda d y en estos términos el código

adjetivo penal fed eral menciona en el artículo 194 cua les son los delitos que se

consideran gra ves para todos los efectos legales. Sin emba rgo las legislaciones

penales adje tivas de diversos estados de la federación adopta n otros crite rios.

Result a claro que las consecuencias jurídicas der ivadas de los delitos graves se

traducen en el hecho de que éstos son sancionados de una manera más en érgica

que los delitos considerados como no graves , incluso permitan a la autoridad

investigadora retener al indiciado hasta por 48 horas cuan do se encuentra

involucrado en la comisión de este género de delitos, limitando el derecho al goce

de la libert ad provisional que en estos casos se encue ntra restringido por virtud de

la gravedad del delito.

Como se puede observar antes de la reforma al Código de Procedimientos

Penales para el Distrito Federal, en el articulo 268 se establecian de forma

nominativa y precisa qué delitos eran graves y lo más imp ort ante es que señalaba

también las circunsta ncias modificativas bajo las cuales eran considerados graves

resgua rdando de form a por de más evidente la gara ntía de seg uridad jurídica a

favor de todo ciudada no, como por eje mplo, a los delitos graves se disminuía la

gravedad de estos en base a la reh abilit ación por medio de la educación, trabajo y

readaptación del sentenciado .
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Una vez efectuada la refor ma al Código de Proced imientos Penal es del

Distrito Federal, por ser mat eria dc éste trabajo procederem os a estudiar la

reforma al articulo 268, fracción III, en su quinto párrafo, mediante la cua l, se

señala n como delitos graves los siguientes :

"Para todos los efectos legales, son graves los delitos sa ncionados con pena de

pr isión cuyo término medio aritmético excede de cinco años. Resp ecto de estos

delitos no se otorga rá el beneficio de libertad provisional baj o caució n previsto en

la fracción I del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos. El término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la

pena mínima y la máxi ma del delito de que se trate y dividirlo entre dos."

"Para calcular el tér mino medio aritmético de la pena de prisión se tomará en

consideración las circunstanc ias de la penalidad del delito de que se tr ate."

De lo anteriormente citado se desp rende que los deli tos cons ide rados graves

son aquellos sancionados con pena de prisión cuyo término med io aritmético

excede de cinco años.

F) Jurisprudencia

Recordemos que la jurisprudencia , en nuestro país, es la interpr etación

firme y reiterada qu e hacen diversos Órgan os Jurisdiccionales, facultados

previ amente para ello, de los preceptos legales, que es de carácter obligato rio para

todos los tr ibunales de la Repú blic.a sujetos a su jerarquía. En términ os más

generales, la jurisprudenci a significa, decir el derecho, es decir, bases o

resoluciones sobre las cuales se auxilia el abogad o o el afectado en su esfera jurídica

para hacer un reclamo corres pon diente, es por ello que a continuación citamos la

siguiente jurisprudencia.

Novena Época
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Instancia: QUINfO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DE L

PRIMER CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XIII , Febrero de 2001

Tesis: I.so.P.8 P

Página: 1768

UBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. NO EXISTE

RETROACTIVIDAD DE lA LEY EN PERJUICIO DEL QUEJOSO, SI SE

LE NIEGA POR TRATARSE DE DELITO GRAVE, AUN CUANDO LOS

HECHOS QUE SE LE ATRIBUYEN ACONTECIERON EN LA f;POCA EN

QUE SU CONDUCTA DELICTIVA NO ERA CONSIDERADA GRAVE.

Resulta procedente negar la libertad provisional bajo cauci ón al qu ejoso, si el delito

por el que se le s iguió pro ceso es considerado como grave , al estar sancionado con

una pena privativa de libert ad, cuyo término medi o ar itmético excede de cinco

años, según lo dispuesto por el artículo 268 del Código de Proced imientos Penales

para el Distrito Federal vigente. Por lo que aun cuando los hechos que se atribuyen

al peticionario de gara ntias, hayan acontecido en la época en que S il conducta

delictiva no era estimada grave, la aplicación del precept o en cita no viola la

garantía de irr etroactividad de la ley en perjui cio del impetr ante del amparo, en

virtud de que tratán dose de normas procesales, debe ate nderse a los actos que se

verifican a partir de la entrada en vigor de las mismas y no fundarse en la ley

adjet iva que regia al come terse el delito.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER

CIRCUITO.

Queja 20 5 / 2 0 0 0. 4 de octubre de 2000. Mayoría de votos . Disidente: Carlos Hugo

Luna Ramos. Ponente: Fern ando Hernánd ez Reyes. Secretaria: Beatriz Moguel

Ancheyta .
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Queja 2 15 / 20 0 0 . 4 de octubre de 2000. Mayoría de votos. Disidente: Carlos Hugo

Luna Ramo s. Ponente: Fernando Hernánd ez Reyes. Secretaria : Beatriz Moguel

Ancheyta.

Queja 225/2000. 4 de octubre de 2000. Mayoría de votos . Disiden te y Ponente:

Carlos Hugo Luna Ramos. Secretario: Jorge Arturo Sánchez Ji ménez.

Queja 235/2000. 4 de octubre de 2000. Mayoría de votos . Disident e: Carlos Hugo

Luna Ramos. Ponente : María Eugenia Estela Martinez Cardie!. Secretar io: Arturo

Garcia Gil.

Novena Época

Instancia: QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCI MO NOVl<:NO

CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Feder-aci ón y su Gaceta

Tomo: XVII , Marzo de 2003

Tesis: XIX.50. J / 4

Página: 1571

PENAS, APLICACIÓN DE LAS, EN FUNCIÓN DE LA GRAVEDAD DEL

DELITO Y LA CULPABILIDAD DEL SUJETO ACTIVO.

INTERPRETACIÓN DE LOS ARTICULaS 51 y 5 2 DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL. Atendiendo a los bienes jurídicos salvaguardados, así como a las

repercusiones en la vida social que emanan de su lesión o amenaza, las penalidades

que el legislador tuvo a bien fija r para quien cometa cada ilicito, varían en

proporción a la tra scendencia de dichos bienes ju rídicos protegidos, así como a la

importancia y neces idad de que perm anezcan incólu mes, po r lo que la gravedad de

un delito se encuentra determinada por el legislador al fijar las penas a imponer, ya

qu~ precisó qué delitos deben ser conside rados como graves "por afecta r de manera

importante valores fundamentales de la sociedad " (artícu lo 194 del ordenamiento

adjetivo penal federal): de manera que debe decirse que en todo delito, grave o no,

el legislador estab leció un parámetro que parte de una pena mínima a una máxima,

lo que es acorde con el principio de adecuad a individualización de la pena;

congruente con ello, no es válido afirmar que por el solo hecho de cometer un deli to
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grave se debe sanciona r a una persona severamente (o al menos con una penalidad

superior a la mínima), pues de ser así, no tendría objeto que el legislador hubiese

fijado la posibilidad de sancionar con penalidad mínima; de ahí que si bien

conforme a lo dispuesto por los artículos 51 y 52 del Código Penal Federal, para la

aplicación de las sanciones se deben tomar en cuenta las circun stancias exteriores

de ejecución del delito, así como las peculiares del delincuente, es decir, que se

debe analizar tan to la gravedad del ilícito como el "grado de culpabilidad" del

agente, tambi én lo es que ello no implica que deba ser sancionado bajo dos ópticas

diferentes, una por el grado de culpabilidad del sentenciado y, la otra, por la

gravedad del ilicito cometido, ya que para impon er una sanción ju sta y adecuada al

delito consumado, el tribunal debe examinar ambas cuestiones, no como aspectos

autónomos, sino complementarios, pues el juzgador, al mom ento de aplicar la

sanción al reo, de acuerdo con el ordinal señalado (ar tículo 52), debe realizar un

estudio integral de todas y cada una de las circunstancias que rodearon al evento

delictivo, para lo cual se atenderá a la gravedad del ilícito, misma que se obtiene

analizando la magnitud del daño causado al bien jurídico o el peligro al 'l ile hubiese

sido expuesto; la naturaleza de las acciones u omisiones y los medios empleados

para ejecutarlas; las circunstancias de tiempo, lugar, modo u ocasión de los hechos

realizados; la forma y grado de intervención del agente en la com isión del delito, así

como su calidad y la de la víctima u ofendido; la edad, educación, ilustración,

costumbres, condiciones sociales y económicas del activo, así como los motivos que

le impulsaron a delinq uir ; la pertenencia, en su caso, a un grupo étnico indigena,

sus usos y costumbres; el comportamiento posterior del acusado en relación con el

delito cometido; las demás condiciones especiales y per sonales en que se

encontraba el agente en el momento de la comisión del delito, en cuanto sean

relevantes para determinar la posibilidad de haber ajustado su cond ucta a las

exigencias de la norma (art ículo 52, fracciones I a la VII, del ordenamiento

sustantivo penal fede ral); estos factores, esenciales para una adecuada

individualización de la pena, son, además, determinantes para fijar el grado de

culpabilidad del activo (verb igracia, la cantidad y especie de narcóticos poseídos es

determinante para fincar el peligro a que se expuso la salud pública, que es el bien

jurídico tutelado en los delitos contra la salud y, por ende, para fincar el grado de
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culpabilidad del poseedor); es obvio que para una idónea individuali zación de la

pena es necesario adm inicular todos estos facto res ; por tanto, para una correcta

individu alización de la pen a, el juzgador debe analizar todas y cada una de las

circunsta ncias que se han seña lado líneas arri ba, de las cuales obten drá el grado de

culpabilidad que presen ta el reo, en el cual se incluyen tanto las circunstancias

peculiares del delincuente (grado de culpabilidad) como la gravedad del ilícito que

se cometió.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DEI. DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.

Amparo directo 291/2002. 20 de junio de 2002. Unanimidad de votos . Ponent e:

Ju an Pablo Hern ández Garza . Secretario: Jua n David Martinez Rodríguez.

Amparo directo 297 / 2 0 0 2 . 2 7 de junio de 2002. Unanimidad de votos . Ponente:

lnosencio del Prado Morales. Secretario: Ciro Alonso Rabanales Sevilla.

Amparo directo 329/2002. 9 de agosto de 2002. Unanimidad de votos . Ponente:

Inosencio del Prad o Morales. Secretario: Alejandro Carda Núñez.

Amparo directo 70 5/2 002. 11 de diciembre de 2 0 02. Unanimidad de votos.

Ponente: Juan Pablo Hern ández Garza. Secretario: Juan David Martínez

Rodr íguez.

Amparo directo 702/2002. 30 de enero de 2 0 03. Unanimidad de votos . Ponente:

Inosencio del Prado Morales . Secretario: Alejan dro Carda Núñez.

Véase: Seman ario Ju dicial de la Federación y su Gaceta , Novena Época, Tomo XIV,

noviembre de 2001, página 5 25, tesis XIX-4o-4 P, de rubro: "PENAS, APLICACIÓN

DE LAS. INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 5 1 Y 52 DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL.".

Novena Época

Instancia: S EGUNDO TRIBUNAL CO LEGIADO EN MATERIA PENAL

DEL PRIMER CIRCUITO.
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Fuente: Semanario Judicial de la Federaci ón y su Gaceta

Tomo: XVII, Marzo de 2003

Tcsis: I.20.P.71 P

Página: 1773

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. EF ECTOS CUANDO SE RE CLAMA ACTO

RESPECTO DE DELITO GRAVE. Cuando el acto reclam ado afecta la libertad

del quejoso, quien se encuentra en libertad provi sional bajo cau ción, el art ículo 136

de la Ley de Amparo esta blece que los efectos de la suspe nsión consisten en que

éste quede a disposición de la au toridad de amparo en cuanto a su libertad perso nal

y a disposic ión del juzgador del conocimiento del procedimiento penal para la

conti nuación del mismo, por se r éste de orden público y, por tanto, no suspendible;

por ello, cuando el acto controvertido mediante la acción constitucio nal está

vinculado con ilícitos que conforme a la ley no permi ten la libertad provisional bajo

caución (por calificarlos de graves), la suspensión únicamente produce el efecto de

que el amparista, en su momento, sea puesto a disposición del trib una l de amparo,

en lo que correspond e a su libertad personal en el lugar en que sea recluido y a

disposición del .Iuez de la causa par a la continuación del proceso; actuar de otr a

manera implicaria otorgar a la suspensión efectos restitutorios, contravin iendo,

ademá s, la ley que rige el acto reclamado, que categór icamcn te prohibe conceder el

derecho a la libertad provisional bajo caución.

SEGUNDO TRIB UNAL COLEGIADO EN MATERIA PENA L DEI. PR IMER

CIRCUITO.

Queja 2/20 03. 22 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente : Enrique

Escobar Ángeles. Secretario: José Cuitláhuac Salinas Martínez.

Novena Época.

Instancia: Primcra Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federaci ón y su Gaceta,

Tomo XV, Abril d e 20 0 2.
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Tesis de Jurisprudencia: t a./J. 2/2002

Pág. 289.

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. PARA RESOLVER SOBRE

SU PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA, DEBE TOMARSE EN CUENTA

QUE EL DELITO O DELITOS, INCLUYENDO S US MODIFI CATIVAS O

CALIFICATIVAS, POR LOS CUALES SE DICTÓ EL AUTO DE FORMAL

PRISIÓN RESPECTIVO, NO ESTÉN CONSIDERADOS COMO GRAVES

POR LA LEY. Si se toma en consideración , por un lado, que conform e a la

interpretación histórica, sistemática e integral del artículo 2 0 , fracción 1, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (actualmente 2 0, apartado

A, fracción 1), para resolver sobre la procedencia o improcede ncia del beneficio de

la libertad provisional bajo caución, el delito atribuido al inculpado, incluyendo sus

modificativas o calificativas, no debe ser considerado como grave por la ley y, por

otro , que el num eral 19 de la propia Carta Magna establece que en el auto de formal

prisión deben expresa rse tanto el delito que se impu te al acusado, el lugar, tiempo y

circunsta ncias de ejecución, como los datos que arroje la averiguación previa, y que

todo proceso debe seguirse forzosa mente por el delito o delitos se ñalados en el auto

de formal prisión o de sujeción a proceso, así como que esta Primera Sala de la

Supr ema Corte de J usticia de la Nación, en la tesis publ icada en el Semanario

Ju dicial de la Federaci ón y su Gaceta , Noven a Época, Tomo V, febrero de 19 97,

página 197, de rub ro: "AUTO DE FORMAL PRISIÓN. LA .JURISPRUDENCIA

CUYO RUBRO ES 'AUTO DE FORMAL PRISIÓN, NO DEBEN INCLUIRSE L\S

MODIFICATIVAS O CALIFICATIVAS DEL DELITO EN EL.', QUEDÓ SUPERADA

POR LA REFORMA DEL ARTíCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLíTICA DE

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE

LA FEDERACIÓN DE FECHA TRES DE SEPTIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS

NOVENTA Y TRES.", sos tuvo que el dictad o del auto de form al prisión surte el

efecto procesal de establecer por qué delito o delitos habrá de seguirse proces o al

inculpado, por lo que deben quedar determinados con precisión sus elementos

constitutivos incluyendo, en su caso, las modificat ivas o calificat ivas que de los

hechos materia de la consignación se advier tan por el juzgad or, resulta inconcuso
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que para resolver sobre la procedencia o improcedencia del citado beneficio, no es

dable atender sólo a lo dispuesto por el artículo 20, fracción 1, constitucional

señalado, sino que debe adminicularse o relacionarse con las demás garantías

constitu cionales consagradas en la propia Carta Magna , específicamente con la

tut elada por el diverso numeral 19; por ello es necesar io tomar en cuenta que el

delito o delitos, incluyendo sus modificativas o calificativas, por los cuales se dictó

el auto de formal prisión, no estén considerados como graves por la ley, ya que de

lo contrario se estaría n tomando en cuenta hechos o datos ajenos a los que son

materia del proceso.

Contradicción de tesis 91/2000-PS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal

Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Prímer Tribunal Colegiado en Materia

Penal del Séptimo Circuito. 3 de octubr e de 2001. Unanimidad de cuatro votos .

Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo, Ponen te : Humberto Rornán Palacios.

Secretario: José de Jesús Bañales Sánchez.

Tesis de jurisprudencia 2/2002. Aprobada por la Primera Sala de este Alto

Tribunal, en sesión de seis de febrero de dos mil dos, por unanimidad de cuatro

votos de los señores Ministros: presidente Ju an N. Silva Meza, Ju ventino V. Castro

y Castro, Humbert o Román Palacios y OIga Sánchez Corde ro de Gar cía Villegas.

Ausente: Jos éde Jesús Gudiñ o Pelayo.

Novena Época.

Instancia: Primera Sala.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Tomo XIII, Mayo de 2001.

Tesis de Jurisprudencia: la./J. 18/2001

Pág. 143.

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. ES PROCEDENTE

NEGARLA CUANDO LA CAUSA PENAL SE SIGA POR l A COMISIÓN,

EN GRADO DE TENTATIVA, DE UN DELITO CALIFICADO COMO
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GRAVE POR LA LEY (LEGISlACIÓN DEL ESTADO DE BAJA

CALIFORNIA). Si bien es cierto que la Constitución General de la Repúb lica en

su artículo 20, fracción 1, establece como garantía del inculpado en todo proceso

del orden pen al, el que el Ju ez le otorgue la libertad provisional bajo caución,

también lo es que la concesión de dicho beneficio queda supeditada a que se

cumplan los requisitos que la propia norma constitucional pr evé, entre otros , que

no se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente lo prohíba.

Ahora bien, el artículo 12 3 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de

Baja California, señala qué delit os se clasifican como graves pa ra todos los efectos

legales, mientras que el diverso nu meral 122, fracción Il l, del propio código ,

dispone que para el otorgam iento de la libert ad provisional bajo caución, es

requisito que no se trate de delito calificado como grave por la ley. En estas

condiciones, debe decirse que cuand o la causa penal se sigue por la probable

comisión, en grado de tentativa, de un delito calificado como grave por la

legislación penal adjetiva del Estado, será procedente negar al inculpado la libertad

provisional bajo caución . Esto es así, porque la tentativa no int egra por sí misma un

ilicito al que correspo nda un específico tipo penal, sino que implica la ejecució n de

un delito que se detiene en un pun to del iter crim inis antes de alcanzar su plena

consumación, la cual no se logra por causas ajenas a la voluntad del agente, y

porque en el delito tentado es manifiesta la ejecución dolosa de los actos tendientes

a su consumación. En efecto, la actu ación típ icamente antij urídica del activo y el

inminente peligro en que se pone al bien jur ídíco protegido, aunque no se

materialice el result ad o típico, son man ifestaciones inequ ívocas de la gravedad de

la conducta del agente y de la peligrosidad que éste representa par a la socieda d; por

tanto, si el tipo penal de que se trate es calificado como grave por la ley, dicha

calificatíva debe exten derse, por igualdad de razón, a su tentat iva, pues la acción de

quien íntenta pero no consuma es tan reprobable como la acción consumada.

Contradicción de tesís 39/99. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados

Primero y Segundo del Décimo Quinto Circuito. 2 4 de enero de 2 001. Cinco votos.

Ponente: José de J esús Cudiño Pelayo. Secretario: Miguel Ángel Ramírez González.
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Tesis de jurisprudencia 18/2001. Aprobada por la Primera Sala de este Alto

Tribunal, en sesión de diecisiete de abri l de dos mil uno, por unanimidad de cinco

votos de los señores Ministros: presidente José de Jesús Gudiño Pelayo, Ju venti no

V. Castro y Castro, Humbe rto Román Palacios, J uan N. Silva Meza y Oiga S ánchez

Cordero de García Villegas.

Se puede dar el caso en que la ley derogada no exigiera o previera

determinados requ isitos procésales como la querella, o que la ley reformada exija

que algunos actos de naturaleza procedimental que deban satisfacerse en un lapso

menor, como en el caso, en el que se señala un término para la prescripción de un

delito que se persigue a petic ión de parte.

Los supuestos anteriores, beneficiarian en forma evidente al inculpado con

la aplicación retroactiva de la ley penal procesal, sin emba rgo de aceptarse la

posibilidad de aplicar retroactivamente la reforma, se crea ría un estado de

inseguridad jurídica, como seria en el caso en el que la Ley que es reformada ,

señalará como requi sito de procedibilidad la querella de la parte ofendida par a

determinado delito, cuando antes de la reforma se trataba de un delito que se

persigue de oficio, (como sucede actualmente en el Nuevo Código Penal para el

Distrito Federal en el delito de fraude que se persigue de oficio si excede de 5 0 00

salarios mínimos o se comete en agravi o de dos o más personas) o en el caso en el

que la ley que es reformada señalaba un término más cor to para la prescripción de

delitos que se persiguen a petición de part e.

Neevia docConverter 5.1



CAPíTULO 11

l A FUNCIÓN INVES'I1GADORA EN EL CONST ITUCIONALISMO

MEXICANO

Después de habern os referido de manera general sobre la función de la

Procuraduría General de la República en la investigacíón y persecucíón de los

delitos, corresponde en este segundo capítulo, hacer lo propio sobre la función

investigado ra de los delitos en el Constitucíonalismo Mexicano, razón por demás

suficiente para a continuacíón señalar lo siguiente.

A) En la Constitución de 1814

Al princípiar el año de 1808, un hecho insólito vino a tra stocar el equilibrio

existente entre las naciones mas poderosas del mun do; los ejé rcitos del emperador

francés Napoleón Bonaparte invadieron España, haciendo abdica r al monarca

Fern ando VII y nombrando en su lugar a José Bonaparte, hermano del emperador

francés. Las colonias americanas quedaro n sujetas a la au toridad de un monarca

impuesto. Al conocerse la noticia en la Nueva España, cundió el desconcierto entre

las autoridades virreinales y los súbditos de la monarquía, quienes se vieron

obligados a ofrecer su lealtad a un rey ilegítimo .

"Los acontecimientos políticos en España, a partir de la invasi ón

napo leónica , originaron descontento en la metrópoli y en ultramar. El 2 de mayo de

1808 el pueb lo de Madrid se levanto en armas contra los franceses y pronto la

acción bélica cundió por el suelo patrio'».

El Ayunta miento de la Ciudad de México propuso al Virrey Jo sé de

Iturrigaray, la formacíón de un gobierno provisional, hasta en tanto se restableciera

el reinado de Fern ando VII. La propues ta no fue aceptada y un grupo de españoles

encabezados por el hacendado Gabriel de Yermo, destituyó violentam ente al vi rrey,

imponiendo en el cargo a un nuevo virrey, Pedro de Garibay, que a los ojos de

6 ARNAIZ AMIGO, Aurora. Historia Co nstitucional de México. Edito rial Trillas, S.A., M éxico. 1999 . p. 13
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muchos carecia de legitimidad para gobernar, por haber obtenido su cargo por la

fuerza dc las armas.

La conspiración de Querétaro encabezada por Don Miguel Hidalgo y

Costilla, Allende y Aldam a, en sus albores parecia dirigirse contra el mal gobierno,

proclamando a Fernando VII como gobernante legítimo. El movimi ento ar mado

iniciado por el Cura Hidalgo el 16 de septiembre de 1810, amplió sus horizontes, al

transfor marse en un movimiento de carácter pop ular, al reivi nd icar las demandas

de las clases oprimidas, ello ante la imp osibilidad de reunir una fuerza militar

suficiente, que fuera ap oyada por los criollos .

En la ciudad de Guadalajara , Hidalgo dictó el célebre decreto de abolición a

la esclavitud y del pago de tributos por parte de indi os y castas de la Nueva España,

conocido com o "Bando de Hida lgo" el día 6 de diciembre de 1810.

"En el se perfilan con mayor claridad las metas polít icas así como los

m óviles , propósitos y asp iraciones. Se desea la independencia de México pero se

carece de las armas apropiadas para luchar por ella. Sin recursos económicos, ni

técnicos, sólo existe la buena voluntad de servir a un destino común. Con este

band o se inicia la historía política de la nación mcxicana".7

Por su pa rte, don José Maria Morelos y Pavón , a qu ien este mismo designó

su lugar teniente y cuya personalidad como político alca nza mayores altura que la

muy venera ble del antiguo profesor del Colegio de San Nicolás en Vallado líd (hoy

Morelia), no sólo continuó la lucha emanci padora que dejó trunca el cura de

Dolores, sino que prete nd i ó hacerla culminar en una verda dera organización

constitucional.

A pr incipios de 1813, la insurgencia comanda da por Morelos, domin aba un a

considerable extensión terri torial del centro y sur de la Nueva España. En esas

' .Ibídem. p. 16.
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condiciones y ante la necesidad de dotar al movimiento de una estructura jurídica y

de un progra ma político, Morelos convocó la formación de un Congreso Nacional.

Es así como el 6 de noviembre de 18 13 , el Congreso de Anáhuac, reunido en

la ciudad de Chilpancingo, expidió el Acta Solemne de la Declaración de la

Independencia de América Septentrional, en la que se declaró la disolución

definitiva del vínculo de depend encia en el tro nco español

Cerca de un año despu és, el 22 de octubre de 1814, el propio Congreso

expide un tr ascendental documento jurídico político llamado Decreto

Constitucional para la Libert ad de la América Mexicana, conocido comúnmente

con el nombre de Constitución de Apatzingán , por haber sido en esta población

donde se sancionó, el cual "hubo de consignar, de tal suerte, los princip ios

fundamentales que emanaban del más radical plantea miento del liberalismo

rnexicano".»

Como no corresponde al tema que se está tratando, formular un estudio

acerca de este trascendental documento jurídico-político, seria suficiente para

subrayar su importancia el hecho de que en él se encuentra n plasmados los

fundamentales principios de la ideología insurgente y de que si en varios aspectos

sigue los lineami entos demarcados por la Constitución Española de 18 12 , diverge

radicalmen te de ésta en cuan to que tendió a dotar a México de un gobierno propio,

independientemente de España , como no lo soñó Hidalgo.

Después de esta breve referenc ia histórica, será oportuno señalar la

regulación que sobre la función investigadora de los delítos hacia la Constit ución de

1814.

El artículo 2 1 del decreto constitucional disponía que"Sólo las leyes pueden

determinar los casos en que debe ser acusado, pres o o detenido algún ciudadano."

!SAYEG HELÚ. Jorge. Instituciones de Derecho Constitucio nal Mexicano. Editorial Porrúa, S.A., México.
1987. p. 66.
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Por su parte el ar tículo 23 ordenaba que "La ley sólo debe decr etar penas muy

necesarias, proporcio nadas a los delitos y útiles a la sociedad".

El artículo 30 ind icaba que "Todo ciudadano se reputa inocente , mientras no

se declare culpado" y el articulo 31 de ese ordenamiento, señalaba que "Ninguno

debe ser juzgado ni sente nciado, sino despu és de haber sido oído legalmente".

Correspondía la función investigado ra de los delitos al supremo tribunal de

justicia y a los juzgados inferiores.

El supremo tribunal de just icia se integraba por cinco ind ividuos que, de

confor midad a lo establecido por el ar tículo 181 podría n aumentarse por

deliberación del Congreso.

Las facult ades del supremo tr ibunal de jus ticia se encontraban previstas en

los artículos 196 al 199, en los que se estab lecía lo siguiente:

"Artículo 196. Conocer en las causas para cuya form ación deba preceder,

según lo sancionado, la declaración del Sup remo Congreso: en las demás de los

generales de división y secretarios del Suprem o Gob ierno: en las de los secre tari os

y fiscales del mismo Supremo Tribun al: en las del intendente general de Hacienda,

de sus ministro s, fiscal y asesor: en las de residencia de todo empleado público, a

excepción de las que pertenecen al tribunal de este nombre".

"Artículo 197. Conocer de todos los recursos de fuerza de los tribunales

eclesiásticos y de las competencias que se susciten entre los jueces subalternos ".

"Artículo 198. Fallar o confirmar las sentencias de deposición de los

empleados públicos sujetos a este tribunal: aproba r o revocar las sentencias de

muerte y desti erro que pronuncien los tr ibunales subaltern os, exceptuando las que

han de ejecutarse en los prisioneros de gue rra y otros delincuentes de Estado, cuyas

ejecuciones deberán conformarse a las leyes y reglamentos que se dicten

separadamente".

Neevia docConverter 5.1



40

"Artículo 199. Finalmente, conocer de las demás causas temporales, así

criminales como civiles; ya en segunda, ya en tercera insta ncia, según lo

determinen las leyes".

También se contemplaba la existencia de dos fiscales let rado s, uno para lo

civil y otro para lo criminal.

Como se pu ede obse rvar en el Supremo Tribunal de Justicia se subsumían

las func iones de investigación y persecución de los delitos, acusatoria y

jurisd iccional, por lo que el procedimiento de acuerdo a este sistema, tenia car ácter

inquisitorio.

También se conte mplaba la existencia de jueces eclesiásticos a quienes de

conformidad con el artículo 209 les competía lo siguiente:

"Art ículo 209 . El Supre mo Gobierno nombrará jueces eclesiásticos, que, en

las demarcacion es que respectivament e les señale con aprobación del Congreso,

conozcan en pri mera instancia de las causas temporales, así criminales como

civiles, de los eclesiásticos; siendo esta medida provisional, en tanto se ocupan por

nuest ras armas las capitales de cada avispado, y resuelve otra cosa el Supremo

Congreso".

A manera de resume n preciso que el Supremo Tribunal de J usticia, y a los

J uzgados inferiores les correspondía la investi gación y persecnción de los delitos,

por conducto del fiscal y tenientes de just icia que for maban par te de los mismos;

ello con independencia de la función jurisdiccional que ejerc ían de acuerdo a esta

Constitución, la cual nunca tuvo vigencia práctica.

B) En la constitución de 1824

El 24 de febrero de 1821 se proclamó el Plan de Iguala por Agustín de

Iturbide, cuyas prescripciones principales eran las siguient es: Unión entre
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mexicanos y europeos, la conservación de la religión católica, sin tolerarse ninguna

otra y el establecimiento de una monarquía moderada que debiera intitularse

Imperio Mexicano.

"El S de agosto (de 1821) O'Donojú entró en contac to con Iturbide que en ese

entonces era el Primer Jefe del Ejército de las Tres Garantías, celebrando amb os el

dia 24 del mismo mes los tratados de C órdoba ".s

Con ello la Independencia quedo plenamente reconocida, consumándose

con la entrada del Ejército Tri garante a la Ciudad de México, el 27 de septiembre de

1821.

Tras un caluroso debate sobre la forma de orga nizac ión qu e debia adoptar el

Estado Mexicano, centralizado o federal, se optó por la forma federativa. El 4 de

octubre de 1824, acorde con tal decisión , se expidió la primera Constitución del

México Independi ente.

En este orde namiento normativo no se incluyó una declaración de Derechos

Humanos, pero sí se encuentran diseminadas dentro de su texto algunas gara nt ías

individuales, sob re tod o referent es al proceso penal y la fun ción investigadora de

los delitos.

Resulta oportuno indi car que la mat eria de Derechos Human os era

considerada propia de las legislaturas locales, por lo que en vari as constituc iones

de las entidades federativas de la época se desa rrollaron amplias declaraciones de

Derechos Human os. Desta caron las de Jali sco y Oaxaca. Estas son las prim eras

declaraciones de Derechos Humanos de México.

A man era de resumen puedo decir que la primera vigencia de la

Constituci ón Federal de 1824, fue realm ente breve y terminó colapsándose en el

9 FLORESGO MEZ GONZALEZ, Ferna ndo y CARIlA JAL :'>fOR E:-JO, Gustavo. M. nual de Derecho
Constitucional. Editorial, Porrúa S.A., M éxico. 1976. p.32.
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marco de la lucha de los grupos políticos en un Estado mexican o en proceso de

formación.

De acuerdo al texto constitucional, el su premo poder de la federación se

dividió para su ejercicio, en legislativo, ejecutivo y judicial. El poder judicial de la

federació n residía en una Corte Suprema de .Iusticia, en los tribunales de circuito y

en los juzgados de distri to. La Corte Suprema de Justicia se componía de once

ministros distribuidos en tres Salas, y de un fiscal, siendo facult ad del Congreso

general aumentar o dismínuir su número, si lo juzgare conveniente . Los índividuos

que componían la Corte Suprema de J usticia serian perpetuo s en este destino, y

sólo podrían ser removi dos con arreglo a las leyes .

Por lo que a la función investigadora de los delitos se refiere, ésta se

encomendaba a los tribunales de circuito y juzgados de circuito, regulados en sus

art ículos 140 al 144 de la Constitución Federal dc los Estados Unidos Mexicanos dc

1824 .

•Articulo 140. Los tribunales de circuito se compondrán de un ju ez letrado,

un promotor fiscal, ambos nombrados por el supremo poder ejecutivo a propuesta

en terna de la Corte Suprema de J usticia , y de dos asociados según dispongan las

leyes."

•Articulo 141. Para ser ju ez de circuito se requi ere ser ciuda da no de la

federación, y de edad de treinta años cumplidos ."

•Artículo 142. A estos tribunales corresponde conocer de las causas de

almirantazgo, presas de mar y tierra, contrabandos, crímenes cometidos en alta

mar, ofensas contra los Estados Unidos Mexican os, de las causas de los cónsules, y

de las causas chiles cuyo valor pase de quinientos pesos, y en las cuales éste

interesada la federación. Por una Ley se designará el número de estos tribunales,

sus respectivas jurisdicciones, el modo, forma y grado en que deberá ejercer sus
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atribucion es en éstos y en los demás negocios cuya inspección se atribuye a la Corte

Suprema de J usticia .

"Articulo 143. Los Estados Unidos Mexicanos, se dividirán en cierto número

de distri tos, y en cada uno de éstos habrá un juzgado, se rvido por un juez letrado,

en que se conocerá, sin apelación, de toda s las causas civiles en que esté interesada

la federación, y cuyo valor no exceda de quinientos pesos; yen primera instancia,

de todos los casos en que deba n conocer en segunda los tribunales de circuito."

"Articulo 144. Para se r juez de distrito se requiere ser ciudadano de los

Estados Unidos Mexicanos, y de edad de veinticinco años cumplidos. Estos jueces

serán nombrados por el Presidente, a propu esta en tern a de la Corte Suprema de

Ju sticia."

Por lo tanto, era a los tribunales de circuito a los que les correspondía la

función investigadora de los delitos. Sin embargo el poder judi cial de cada Estado

se ejercía por los tribunales que establezca o designara la constitución y todas las

causas civiles o criminales que pertenezcan al conocimiento de estos tribunales,

serán fenecidos ante ellos hasta su última instanci a y ejecución de la última

sentencia; por lo que se puede concluir que esta cons titución concedía cierta

competencia a la Corte Suprema de Justicia, pa ra conocer de determinados

asuntos, la cual era de excepción, siendo competencia de l poder judicial de cada

estado integrante de la federación la aplicación de las leyes, respecto de los delitos

del orden común.

C) En la Constitución Es p añola de Cádiz

L1 Constitu ción Española de Cádiz encomenda ba la función invest igadora

de los delitos gobierno de la Nación Española don de en los ar tículos 13 al 17

establecía lo siguiente:

Artículo 14. El Gobierno de la Nación española es una Monarquía moderada

hereditaria .
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Artículo 15. La potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey.

Artículo 16. La potestad de hacer ejecutar las leyes reside cn el Rey

Artículo 17 La potestad de aplicar las leyes en las causas civiles y criminales

reside en los tribunales establecidos por la Ley.

Por su parte los artículos 168 al 171 establecían lo siguiente:

Articulo 168 . La persona del Rey es sagrada e inviolable, y no es ta sujeta a

responsabilidad .

Artículo 169. El Rey tendrá el tratami ento de Majestad Católica.

Artículo 17D. La potestad de hacer ejecutar las leyes res ide exclusivamente

en el Rey, y su autoridad se extiende a todo cuanto condu ce a la conservación del

orden público e!I lo interior, y a la seguridad del Estado en lo exterior, conforme a

la Constitución y a las leyes.

Artículo 17I. Además de la prerrogativa que compete al Rey de sancionar las

leyes y promulgarlas, le correspond en como principal es las facultades siguientes:

Primera: Expedir los decretos, reglamentos e instrucciones que crea

conducentes para la ejecución de las leyes.

Segunda: Cuidar de que en todo el remo se administre pronta y

cumplidamente la justicia.

Tercera: Declarar la guerra, y hacer ratificar la paz dando después cuenta

documentada a las Cortes.

Cuart a: Nombrar los magistrados de todos los tribunales civiles y criminales,

a propuesta del Consejo de Estado.
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Articulo 242 . La potestad de aplicar las leyes en las causas civi les y

criminales pertenece exclusivamente a los tribu nales.

Artículo 243. Ni las Cortes ni el Rey podrán ejercer en ningún caso las

funciones judiciales, avocar causas pendientes, ni mandar abrir los juicios

fenecidos.

Artículo 244. Las leyes señalaran el ord en y las form alidades del proceso,

que serán uniform es en todos los tribunal es: y ni las Cortes ni el Rey podrán

dispensarlas.

Artículo 245. Los tribunales no podrán ejercer otras funciones que las de

juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado.

Artículo 246. Tampoco podrán suspender la ejec ución de las leyes, ni hacer

reglamento alguno pa ra la administr ación de justicia.

Artículo 247. Ningú n español podrá ser juzgado en causas civiles y

criminales, por ninguna comisión, sino por el tribunal competente, determinado

con anterioridad por la Ley.

Articulo 248. En los negocios comunes, civiles y criminales, no habr á mas

que un solo fuero para toda clase de personas.

Articulo 249. Los militares gozaran tambi én de fuero particular, en los

términos que prevíene la ord enanza o en adelante previniere .

Articulo 250. Los militares gozara n tam bién de fuero part icular , en 10 5

términos que proviene la ordenanza o en adelan te previniente,
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Artículo 254. Toda falta de observancia de las leyes qu e arreglan el proceso

en lo civil y en lo criminal, hace responsables personalm ente a los jueces que lo

cometieren.

Artículo 255. El soborno, el cohecho y la prevari cación de los magist rado s y

jueces, prod ucen acción popular contra los que los com etan.

"El tí tu lo V se refiere a la administración de justicia. A los tribu nales del

reino correspondía ap licar las leyes en las causas civiles y criminales,

prohibiénd ose al rcy y a las Cortes ejercer funcio nes ju diciales, avocarse a causas

pend ientes y mandar abr ir los ju icios fenecidos. La justicia se administra en

nombre del rey. Consagra el principio de la unidad de juri sdicción aun que

subsisten los fueros eclesiás tico y militar. Organiza en forma piramidal el poder

judicial; en la cúspide se hallaba el Supremo Tribun al de .Iusticia; despu és las

Audiencias Territoriales; luego los partidos con su Juzgado de Let ras y al final los

Alcaldes Consti tucionales con funciones en lo contenc ioso y en lo econ ómico".«

De lo an terior se infiere que la potestad para investiga r los delitos y aplicar

las leyes en las causas criminales, pertenecia exclus ivamente a los tribunales,

teniend o nula el Rey y las cortes .

D) En la Constitución de 1836

En 1835. el órga no legislat ivo compuesto mayorit ar iamente por militares

del Part ido Conservad or, en un verdadero golpe de Estado, desconoció la

Constitución Federal de 1824. pro mulgando la Constitución Centralista de 1836.

"Con la adopción del sistema cent ralista, se ponia fin a la Primera República

Federal mexican a; a esta Constitución se le conoce como las Siete Leyes

Constitucionales y tie ne la cara cteristica de ser la única Carta Magna mexicana

10 TERRAZAS. Carlos R. Los Derechos Humanos en las Constitucione s Políticas de Méxíco . 2:0 . edición.
Editorial Miguel Ángel Porrú a. México, 1991. p. 37
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dispersa, ello por no esta r contenida en un solo código cons titucional; realmente no

fueron siete, sino tres las leyes publi cadas, la primera en diciembre de 1835, la

segund a en abr il de 1836 y de la tercera a la séptima en diciembre del mismo

año ".»

La prim era de estas leyes "se refería a los "Derechos y Obligaciones de los

Habit antes de la República" y constando de 15 artículos, no otorgaba la ciudadan ía

sino a los mexican os mayores de edad que tengan una renta anual lo menos de cien

pesos (art . 7°) ; y prevenía en su art ículo décimo, la suspensión de los derechos del

ciudadano por el estado de sirviente domést ico y por no sa ber leer y escribir".«

Sin emba rgo, a la par del reconocimiento de los derechos del ciudada no, se

restablecieron los fueros y privi legios del clero, la milicia y las clases econó micas

más poderosas; se quebró el principio de sufragio universal, que venía desde la

Constit ución de Apatzingán, y se estableció que sólo podrían votar los que supieran

leer y escribir; se postuló la intoleran cia religiosa aceptando como religión única a

la católica, etcétera.

"La carta de 1836 int rodujo una inn ovación, cua ndo en la Segunda de sus

Leyes, establece un Cuarto poder : el Supremo Poder Conservador, que se

depositar á en cinco indíviduos".» .

Dentro de una acentuada turbulencia política, concluyo la vigencia de la

Constitución de las Siete Leyes al firmarse las Bases de Tacubaya, el 28 de

septiembre de 1841.

El 10 de abril de 1842 se llevaron a cabo las elecciones para el Congreso

Constituyent e habiendo favorecido la mayoría a los liberales moderad os.

1I MÁRQUEZ RÁBAGO, Sergio R. Evolución Con~t itu f: i onal Mexicana. Editorial Por rúa, S.A., México,
2002 . p. 205 .
I~ 51\YEG HELÚ, Jorge. El Constitucionalismo Social Mexicano. 2a edición. Edit oria l Instituto Nacional de
Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, México, 1987 . p. 279
IJ Ibidem. p.281.
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Dada la rivalidad con San ta Ana y la discusión federalism o-cen tr alismo, no

pudo la Comi sión de Constitución elaborar un proyecto ún ico. Al proyecto oficial se

agregó un voto particular elaborado por los señores Marian o Otero, Juan .los é

Espinosa de los Monte ros y Octaviano Muñoz Ledo.

Ningun o de los dos proyectos que se elabo ra ron llegó a feliz término, ya que

el gobierno des conoció al Congreso y en su lugar integró una Junta de Notab les que

habria de dictar el 12 de junio de 1843, las Bases de Organización Polít ica de la

República Mexicana, que significaro n un recrudecimient o del régimen centra lista y

que anuló la decla ración de Derechos Humanos de la Consti tu ción de 1836, dentro

de uno de los periodos más torm entosos que registra la histo ria de México.

En 10 que a nu estro tem a se refiere los ar tículos que con tinuación

tra nscribimos todos, de la Base Quinta de la Constitución de 1836 respecto a la

función investigadora estab lecen lo siguient e.

Articulo 1. El Poder J udicial de la República se eje rcerá por una Corte

Suprema de J ust icia, por los trib unales superiores de los depart amentos, por los de

Hacienda que establecerá la Ley de la materia y por los ju zgados de prim era

ins tancia.

Art ículo 2 . La Corte Suprema de Just icia se compondrá de once Ministros y

un fiscal.

Artículo 18. En cad a capital de Departam ento se establecer á un tribunal

superior, organi zado del modo que designará un a Ley.

Artículo 19. Todos estos tribu nales serán iguales en facultades, e

independ ientes unos de otros en el eje rcicio de sus fun ciones.

Artículo 22. Las atribu ciones de estos tribunales son la que siguen:

1. Conoce r en segunda y tercera instan cia de las causas civiles y criminales

pertenecientes a su respectivo territ orio; y en primera y segunda de las
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civiles de los Gobernadores de los Departamentos, cuya capital esté más

inmediata, y de las civiles y criminales comunes de los magistrados

superiores de éstos.

II. Conocer en primera y segunda instancia de las causas criminales

comunes, de las de responsabilidad y de los negocios civiles en que

fueren dem andados los jueces inferiores de su terr itor io. En las mismas

inst ancias, de las que deban formarse contra los subalternos y

dependientes inmediatos del tribunal, por faltas , abusos o excesos

cometidos en el servicio de sus destinos; y en ter cera instancia de los

negocios que se promuevan o causas que se formen en iguales casos, en

los departamentos cuya capital esté más inm ediata.

III. Conocer de los recursos de nulidad que se impongan en las sentencias

dad as por los jueces de primera instancia en juicio escr ito, y cuando no

tuviere lugar la apelación , y de las de vista que causen ejecutoria."

"Articulo 25 En las cabeceras de distri to de cada depa rtame nto se

establecerán jueces subalternos, con sus juzgados correspondientes para el

despacho de las eausas civiles y criminales en su 1a inst ancia".

"Los habrá también en las cabeceras de partido que designen las juntas

departamentales, de acuerdo con los gobernadores, con tal de que la población de

todo el partido no baje de veinte mil almas".

"Artículo 27. Los ju eces de primera instancia no podrán ser abogados ni

apoderados en los pleitos, ni árbitros de derecho o arb itradores".

"Artículo 28. Se limitarán solamente al conocimiento de los asuntos

judiciales".

"Art iculo 41. El mandamiento escr ito y firmado por el juez, que debe

preceder a la prisión, según el párrafo 1, articulo 2° de la primera ley cons titucional,

se hará saber en el acto al interesado; éste y todos deberán obedecer, cumplir y
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auxiliar estos mandamientos, y cualquiera resistencia o arbitrio, para embarazarlos

o eludirlos, son delitos graves , que deberán castigarse según las circunstancias.

En la Constitución antes señalada, ya se establecia de manera general una

especialización, en lo que a la función investigadora de los delitos se refiere. Los

tribunales superiores de los departamentos, también contaban con un fiscal, el cual

era nombrado por la Corte Suprema de Justicia, con anuencia del gobernador.

E) En el proyecto de Constitución de 1842 y las Bases

Orgánicas dc 1843

"Las Siete Leyes Constitucionales de 1836 resultaron ineficaces para

promover el libre desarrollo de la Nación, y dieron lugar a una gra n inestabilidad

en el gobierno, lo que provocó una serie de inconformidades que desembocaron en

el documento conocido como bases de Tacubaya de 1841, que llevaron de nueva

cuenta al poder a Antoni o López de Santa Anna, quien suprimió la Constitución de

1836, señaland o la necesidad de convocar a un Nuevo Congr eso Constituyent e''.»

El nuevo congreso fue convocado el día 10 de diciembre de 1841; el resultado

de las elecciones efectuadas el io de abril de 1842, favoreció a los liberales, pu ros

en su mino ría y en su mayor parte a los moderados.

El día 10 de junio de 1842 se efectuó la sesión de ap ertura, en la que San ta

Arma, se pronunció en contra del sistema federal; el president e del Congreso

Espinosa de los Monteros, en contes tación, invocó la soberanía de la asa mblea.

El 26 de agosto se dio lectura en el Congreso al primer proyecto de

constituci ón , así como al voto particular que formularon los señores Ju an José

Espinosa de los Monteros, Mariano Otero y Octaviano Muño z Ledo .

14 tARA PONTE, Rodolfo. Los Derecho!;Hum anos en el Co nstitucionalismo Mexicano . 2a edición, Editoria l
Porrúa, S.A., Méx ico, 1998. p. 81.
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En cuan to a la fun ción investigadora, este prim er proyecto establecía lo

siguiente:

"Artículo 43. Los colegios electoral es de los Departamentos elegirán a

pluralidad absoluta de votos a los magistrados de la Corte Suprema de justicia y de

la marcial , cuyas vacantes ocurrieren en el año de su reunión; mas si aquellas se

verificaren en el tiempo intermedio se reuni rán extraordinariamente para

cubrirlas. Concluida que sea la elección, remitirán la acta respectiva al supremo

gobierno, y en la regulación de votos se observará lo prevenido por el artí culo 4 1".

"Artículo 110. La Corte Suprema de J usticia se compondrá de diez minist ros

y un fiscal".

"Artículo 136. La administ ración int erior de los Departamentos estará al

cargo de sus asa mbleas, gobernadores y tribunales, sin que en caso alguno puedan

reun irse las atr ibuciones que peculiarmente corresponde n a cada uno según esta

Constitución".

"Artículo 15 0 . El Poder .Judicial de los Departa mentos residirá en los

tr ibunal es que establezca su respectiva Constitución".

"Artículo 151. Corresponde a los tribunales departamentales, conocer de

todos los negocios judiciales que se instauren dentro del territorio de su

Departamento, hasta última instancia y ejecución de la sentencia".

"La Comisi ón formuló , el 3 de novi embre un nuevo proyecto de

Co~stitución, que se consideró una forma de transigir entre los pareceres

encontrados, y su discusión se inició por la asamblea el 14 del mismo mes".'5

' 5 TENA RAMIREZ. Felipe . Leves Fundamentales de México )808-2002 .23" edició n, Editorial, Porrúa S.A.
M éxico. 2002. p. 306 .
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En cuanto a la función investigadora el segundo proyecto de Constitución,

estableció quc:

"Artículo 33. El Poder público se distribuye en general y departamental , en

la manera que establezca esta Constitución; y tanto el uno como el otro se dividirán

para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judícial; sin que jamás se puedan

reunir dos o más de estos Poderes, en uno, ni delegar alguno de ellos al otro sus

facultades".

"Artículo 89. El Poder judicial se deposita en una Cort e Suprema de .Justicia,

en los tribunales de los Departamentos y en los demás que establezcan las leyes".

"Artículo 90. La Corte Suprema de Ju sticia se compondrá de diez ministros

y un fiscal propietario y seis suplen tes, debiendo ser , éstos últimos, vecinos del

lugar en donde resida esta tribunal".

"Artículo 99. La administración inter ior de los Departamentos estará al

cargo de sus asa mbleas, gobe rn adores y tribunales, sin que en caso alguno puedan

reunirse las atribuciones que peculi armente corresponde n a cada uno según esta

Constitución".

"Articulo 109 . El Poder Judicial de los Departamentos residirá en los

tribu nales que es tablezca su resp ectiva Constituci ón".

"Articulo 110 . Todos los negocios civiles y criminales que esta Constitución

no reserva al conocimiento de la Suprema Cort e, y que no estén comprendídos en

los fueros eclesíástico y militar pert enecen a estos tribunales, y serán fenecidos en

ellos hasta la última instanc ia y ejec ución de la última sente ncia".

Como se obse rva en estos dos proyectos, la crea ción de los tribunales

depart amentales se delega a la asamblea de cada departament o; se establece que

los tr ibun ales de éstos, deberán conocer de todas las causas civiles y criminales
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hasta la última instancia, con excepción de los asuntos que están reservados

exclusivamente al conoci miento de la Corte Suprema de Justi cia o que

correspondan a los fueros eclesiástico y militar ; también se co nsagran en am bos

proyectos gara ntías individua les y se consagra un título a dis posicion es generales

sobre adminis tración de justicia .

Cabe se ñalar que en ambos proyectos se contemplaba la existencia de un

fiscal que form ab a parte de la Corte Suprema de Just icia.

Ninguno de los dos proyectos que se elaboraron llego a feliz termino ya que

el gohierno descon oció al Congreso y en su lugar integro una J unta de Notables que

habria de d ictar las Base s de Organización Política de la Republica Mexicana, que

significaron un recru decimi ento del régimen centra lista y que anuló la declara ción

de Derechos Humanos de la Constit ución de 1836, dentro de uno de los periodos

más torment osos que regi stra la historia de México.

Tanto la opinión conservadora y la presa del gobiern o atacaro n el segundo

proyecto e incl uso el gobiern o expresó abierta men te su incon formidad; en

respuesta a tales inconformidades el presidente Bravo, como ya se dijo, desconoció

al Constituye nte, disolvi endo el Congreso.

"El 23 de diciembre de 42, el presidente de la República B. Nicolás Bravo

hizo la designación de los ochenta notables, que int egran do la J unta Nacional

Legislativa deb ían elabora r las bases cons titucionales , según 10 propuesto por el

últi mo movim ien to triunfante".«

Se ins taló la Junta el dia 6 de enero de 1843, en la que se acordó la

expedición de una nueva Constitución. El 8 de abril de ese mismo año comenzó a

ser d iscutido el proyecto , aprobándose la mayoría de sus artículos por unan imidad .

» Ibldem. p. 403.
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"Las Bases de organización política de la República Mexicana fueron

sancionadas por Santa Anna (quien ya había reasumido la presidencia) el 12 de

junio de 43 y publicadas el 14. En esta última fecha fueron amnistiados, para

conmemorar el adven imiento del nuevo orde n, los diput ados del Congreso de 42,

Otero , Lafragua, Gómez Pedraza y Riva Palacio, que por sospechosos de haber

discutido en pri vad o un proyecto federalista, habían perm an ecido incomun icados

44 d ías''.' >

Este ord enamiento, cuya ilegitimid ad es notoria, re iteró el régimen central

implantado por la Constitución de 1836; se adoptó el principio de la separación o

división de poderes , depositando el legislativo en dos cámaras, una de diputados y

otra de senadores (estos últimos elegibles por las asambleas depa rtamentales , por

la Cámara de Dipu tados, y por el Presidente de la República y por la Suprema Corte

de Ju st icia) (ar ticulo 32); el ejecutivo en un magistrado (President e de la

República) cuyas funciones durarían cinco años; y el ju dicial en una Suprema

Corte de Just icia, en los tribunales super iores y j ueces inferiores de los

departament os. Por lo que conciern e a las garantías del gobe rn ado, las Bases

Orgán icas de 1843 superaron a las constituciones de 1824 y de 1836 , al conten er en

un capítu lo explicito y de manera más completa que en estos dos últimos

ordenamientos, un cuadro general de los derechos de los habitantes de la

República (artículos 7 a 10).

Bajo el gobierno de Herrera, a mediado del año de 1846 se declaro el estado

de guerra con los Estados Unidos, única manera decorosa de responder a la vileza

que entraño la anexión de Texas a la Unión Americana.

Las Bases Organización Política de la Rep ública Mexican a de 184 3, en

cuanto a la función investi gadora estableció en sus dispositivos lo s iguiente :

Artículo 4°. El terri torio de la Repúbli ca se d ividir á en Depart amentos, y

éstos en Dist ritos, partidos y municipalidades.".

IJ Ibidem. pp. 403 Y404.
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"Artículo 115. El Poder Judicial se deposita en una Suprema Corte de

Ju sticia, en los tribunales superio res y jueces inferiores de los Departamentos, y en

los demás que est ablezcan las leyes. Subsistir án los tribunales especiales de

hacienda , comercio y minería mient ras no dispon gan otra cosa las leyes".

•Artículo 116. La Corte Suprema de Ju sticia se compondrá de once minist ros

y un fiscal. La ley determinará el núm ero de suplentes, sus calidades , la forma de su

elección y su duración".

"Artículo 118. Son facultad es de la Corte Sup rema de J usti cia:

1. Conocer en todas instancias de las causa s criminales que se

promuevan cont ra los funcionar ios públicos a quienes el Congreso

o las Cámaras declaren con lugar a la form ación de causa, y de las

civiles el e los mismo s.

11. Conocer en todas insta ncias ele las causas civiles y criminales en

que hagan de actores los funcionari os de qu e habla la fracción

anterior, siempre que el reo lo solicite en cualquier estado del

negocio, aún en el acto de citació n para sentencia.

111. Conocer en todas instancia s de las causas civiles y criminales

promovidas contra los ministros y demás agentes diplomáticos, y

cónsules de la República.

IV. Conoce r en todas instancias de las dispu tas que se promu evan en

tela de juicio sobre contra tos autorizados por el Suprerno Gobierno.

V. Conocer de la misma man era de las demandas jud iciales que un

Departamento intentare contra otro, o los par ticula res contra un

Departament o, cuando se reduzcan a un ju icio verdaderamente

conte ncioso.

VI. Conocer también en todas instancias de los asuntos contenciosos

perten ecient es al patronato de la Nación.

VII. Conocer de las causas llamadas de almira ntazgo, presa de mar , y

tierr a y crimenes cometidos en alta mar.
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VIlI. Conocer de las causas de responsabilidad de los magistrados de los

tribunales superiores de los Departamentos.

IX. Conocer de las causas criminales que deban formarse contra los

subalternos inmediatos de la Suprema Corte de justicia por faltas,

excesos, ó abusos cometidos en el servicio de sus des tinos.

X. Dirimir las compete ncias que se susciten entre los tribunales y

juzgados de diversos Departamentos o fueros.

XI. Conocer en tercera instancia de los negocios civiles promovidos

contra los gobernadores, y de los civiles y causas crimina les

comunes de los magistrados superiores de los Departamentos.

XIl . Conocer de los recurs os de nulidad que se interpongan contra las

sente ncias da das en últ ima insta ncia por los tribunales superio res

de los Departam entos. Más si conviniere a la parte, podrá

interpone r el recurso ante el tr ibunal del Departamento más

inmediato , siendo colegiado.

XIII. Conocer de los recursos de fuerza de los M. RR. Arzobispos y RR.

obispos , provisores , y vicar ios generales, y jueces eclesiásticos; más

si conviniere a la parte, podrá int roducirlo ante el tribunal del

mism o Departamento, siendo colegiado, ó ante el más inm ediat o

que lo sea.

XIV. Oír las dudas de los tribunales sobre la inteligenc ia de alguna ley, y

ju zgándolas fundadas, iniciar la declaració n correspondiente .

xv. Nombrar todos los depend ientes y subalternos de la misma Corte, a

los que expedirá sus despachos el Presidente de la República.

"Artículo 146. Habrá en los Departamentos tr ibunales superiores de justicia

y jueces inferiores. Todos los negocios que comiencen en los ju zgad os inferiores de

un Departa mento, termin arán dentro de su territorio en todas instancias. Una ley

determinará el modo de suplir las segundas y terceras instancias en los

Departamentos que no pidieren establecer tr ibunales superiores".
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"Artículo 187. Los códigos civil, criminal y de comercio, serán unos mismos

para toda la Nación sin perju icio de las vari aciones que en algunos lugares podrá

hacer el Congreso por circunstancias particulares".

"Artículo 194. Se establecerán fiscales generales cerca de los tribunales para

los negocios de Hacienda y los demás que sean de interés público".

En esta Constitución, también existía un Título destinado a disposiciones

generales sobre administración de justicia, en donde se contemplaban algunas

garantías procesales de los reos; asimismo en el Título Il , se consignaban algunas

garantí as de los hab itantes de la República, entre las que sc consignaban el derecho

a la libertad de expresión y el derecho a la inviolabil idad del domicilio, que no se

denominaron como garantías individuales, como se hizo en los proyectos de 1842.

En los ordenamientos constitucionales hasta ahora menc ionados , es clara la

influencia del antiguo Derecho Español, "pues basta señ alar que desde los primeros

docum ent os fund ament ales, tales como el Decreto Constitucional pa ra la Libertad

de la América Mexicana y la Constitución Federal de los Esta do Unidos Mexicanos

de 1824, pasand o por las siete leyes constitucionales de 1836 y las bases orgánicas

de 1843 , así como los proyectos de 1842, se sigue la tradición es pañola de int egrar a

los fiscales dentro de los organismos judiciales, con algun os intentos de crear

fiscales o promotores fiscales como defensores de la hacienda pública y como

órganos de la acusación en el proceso penal , pero sin es tablecer un verdadero

organismo unit ario y jerárquico.w

F) En la Constitución de 1857

La Constitución de 1857 es el resultado del enfrenta miento de dos ideologías

antagónicas, con int erp retaciones del universo diametralmente opuestas, es el

producto del choqu e del México colonial con el México nuevo, es la consecuencia

18 FIX ZAMUDIO, Héctor. Función Constitucional del Ministerio Público. Editorial Instituto de
Investigaciones Jurídicas, lJN A M, Méxic o, 200 2. p. 53
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del combate de las ideas, preludio de la lucha armada entre liberales y

conservadores, entre los partidarios del cambio, del progreso, de la libertad, de la

igualdad y de la democracia y de los sostenedores de la reacción y del retroceso, de

la represión, del fuero, del privilegio y de la oligarquia; conflicto en el que tambi én

participan los moderados, navegant es eclécticos entre dos corriente embravecidas .

La carta constitucional de mediados del siglo pasado , resum e el proceso

dialéctico protagonizado por los liberales, quienes aportaron la tesis del cambio, del

progre so y de la modernidad; por los conservadores, opusieron la antitesis del

retr oceso y de la reacción; y por los moderados, liberales de pensamiento, pero

conservadores en la acción , quienes propiciaron la s íntesis con su indecisa

actuación.

Al término de la jornada constituyent e, los protagonistas queda ron

insatisfechos, según se infiere del discurso de Le ón Guzmán , pronunciado en la

ceremonia de la jura de la Constitución.

Los liberales, las más de las veces triunfantes en el deb ate y en la votación,

no consideraron contundente su victoria; los conservadores, frustrados por su

derrota, se aprestaro n a recuperar en el tea tro de la guerra lo que no pudieron

defend er en la palestra de las ideas; los moderados, temerosos de que los cambios

que la Constitución de 1857 implicaba, fuesen excesivos y prematuros, con el

presidente Comonfort a la cabeza, se dispusieron a derogarla mediante su insólito

golpe de Estado.

Así pues, a mediados del siglo pasado, una generación de mexican os, con

ideas liberales, estaban dispu estos a derrama r su sangre por la Patri a, ya que creían

que un orden juridico basado en los altos valores del ser humano terminaria con

esa cadena de luchas int estin as que a lo único que llevaban era al menoscabo del

país.

Del eclipse del Constitucionalismo Conserva dor, se ar riba a mediados del

siglo XIX a una de las eras de mayor esplendor del Constitu cionalismo Mexicano.
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Gracias al cumplimiento del plan de Ayutla (1 de marzo de 1854) no solo se

derroco a uno de los hombres más dañinos de nuest ra nación, sino que tambi én,

gracias a dicho plan , el 18 de febrero de 1856, se instalo en la ciudad de México lo

que fue el último Congreso Constituyente del siglo pasado.

El contenido de la norma suprema de 1857 era brill ant e en su seno se

alojaba una de las más grandes manifestaciones sobre Derechos del Hombre que

hasta ese momento habia existido.

Por vez primera se elaboró un catalogo debidamente ordenado, dentro del

cual se desarrollo una serie de derechos a que todo ser hum an o ten ia acceso.

En cuan to al tema que nos ocupa, por pri mera vez en el articulo 91 de este

ordenamiento se contempla la existencia de un procura dor general que formaba

parte del poder ju dicial, jun to con los ministros y un fiscal; al respecto resulta

preciso señalar que :

"Aún cuando en la expos ición de motivos nada se dice al respecto, al parecer

se pretend ía combinar la tradición española con algunos elementos del sistema

norteameri cano de l Attorney General y del procu rador gene ral francés ante la

Corte de Casación, pero sin una orientación precisa, y sin establecer tampoco un

organismo unita rio y jerárquico. Por otra parte se dejó a la ley secunda ría la

organización de los tribunales de circuito, los ju zgados de distrito en los términos

del art ículo 96 de la referida Ley fundamental; de manera que no se dijo nada de

los funcionarios inferiores del Ministerio Público, Jos que fueron determinados por

la ley del 11 de octubre de 1861, que estableció promotores fiscales adscritos a los

citados tribunales de circuito y juzgados de dist rito, subordinados en cierto modo al

procurador y al fiscal de la Suprema Corte; pero dichos promotores fiscales eran

designados libremente por el Ejecutivo Federal por un periodo de cuatro años".19

" ¡bid, m. pp. 54 Y55.
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De los debate s que se suscita ron en el Congreso Const ituyente de 1856-1857,

sin lugar a dudas, el relativo a las gara ntías que tenía el gobiern o frente a las

autoridades, fue lo más importante.

Los moderados fieles a la tradi ción rechazaron diversas propuestas del

par tido progresista, entre las que se encuentran el establecimiento del jura do

popu lar. No se quiso inst ituir la figur a del Minist erio Público, pero se propuso que

el Ministerio Público pudiera eje rcita r la acción penal, sin que se privara a los

ciudadanos del derecho de acudi r ante los tribunales, pero esta propuesta también

fue rechazad a. Al respecto Emilio Rabasa sos tiene que:

"Entende mos qu e más por falta de estudio y por apego a las inst itucio nes

viejas del Derecho, que por defensa de prin cipios, la mayor ía hizo todavía algo

peor: rechazó el ju icio acu sator io que establecía el artículo 27, y que puesto en la

Consti tuci ón, habría dado al país entero un avance de cincuent a años. Imposible

para la mayorí a presci nd ir del clás ico juicio inqui sitorio en que se dejaba todo el

mecanismo de la averiguació n y toda la realiza ción de la ju sticia penal

encomendados a la rectitud, clar ividencia y severidad del ju ez, y a la apreciac ión

matemática, sabiduría secular y precisión lnequívoca de las leyes del

enjuicia mlento r. w

Por ello la fun ción investi gadora en la Constit ución de 1857, se siguió

encomendando a un fiscal, de conformidad a lo dispuesto por los art ículos 90 y 91

de dicha ley suprema, los cuales est ablecian:

Artículo 90. Se deposita el eje rcicio del poder judicial de la federación en

una Corte Suprema de .Iusticia y en los tribunales de Distrito y de Circuito.

20 Rt\BASA, Emilio. La Constitución v la Dictadura. 6"edición, Editorial Porrúa, S.A., México, 1982. pp. 49
Y50.
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Artículo 91. L1 Suprema Corte de Ju sticia se compondrá de once ministros

prop ietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un procurador general.

En un principio esta Const itución confió la función invest igadora al fiscal y a

un procurador general.

Sin embargo el 22 de mayo de 1900 se reformaron los artícu los 91 y 96 de la

Constitución Política de la República Mexicana de 1857, la cual fue publicada el día

25 del mismo mes y año, mediante la cual se desvinculó al procurador general del

poder judicial de la fede ración , dando paso al siste ma acusatorio.

El artícu lo señalado en segundo término, quedó reformado en los siguientes

términos:

"Artículo 96 . La I.cy establecerá y organizará los Tr ibun ales de Circuito, los

Ju zgados de Distrito y el Ministerio Público de la Federaci ón .

Los funcionarios del Ministcrio Público y el Procurador General de la

República que ha de presidirle, serán nombrados por el Ejecutivo".

"Todo esto es la culminación de una scrie de opiniones y dict ámenes que

desde 1853 se viniero n sucediendo, para que partiendo del ar tícu lo 91 de la

Constitución de 1857, se llevara a cabo un giro fundamental respecto de la

Institución que estaba a punto de nacer, superando al Procurador fiscal, de origen

español, y que hahia prevalecido en nuestra patria, y por cierto persiste desde las

primera s Leyes de Ampa ro que se dictaron, a parti r de 1861".21

Con la reforma se ñalada se llevó a caho el establ ecimiento de la

Procuraduría Gen eral de la Repúbl ica, en la que se dispu so que los funcionarios del

2 1 CASTRO, Juventino V. La Procuración de la Justicia Federal 2' edición, Editorial Porrúa, S.A ., México,
1999. pp. 1 Y 2.
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Ministerio Público qu edaran bajo las órdenes del Procurador General , el cual seria

nombrado por el titular del Poder Ejecutivo Federal.

La primer a ley que rigió esta Institución fue la de 1908, la cual se denominó

"Ley de Organización del Ministerio Público Federal".

G) En las Leyes de Reforma

El 11 de diciembre de 1955 Don Ignacio Comonfort fue elegido presidente

substituto de la Nación , en substitución del General Ju an Álvarez. Su gabin ete

estaba conformado por liberal es tanto pur os como moderados, predominand o

éstos últimos.

"En el asp ecto legislativo, tres leyes expedidas por el presidente en uso de las

facultad es qu e le concedía el Plan de Ayutla, iniciaron la obra de la reforma. La Ley

.Iu árez sobre administración de ju sticia, de 23 de noviembre de 55, suprimió el

fuero eclesiástico y el militar en materia civil y declar ó renunciable el primero para

los delitos comunes (arts. 42 y 44) .22

Esta ley promulgada por J uan Álvarez y aprobada posterior mente por

Ignacio Com onfort, establecía que "los prom otores fiscales no podian ser

recusados, y se les colocaba en la Suprema Corte , en los Tribunales de Circuito, y

más tarde se les exte ndió por Decreto de 25 de abril de 1856, a los J uzgados de

Distrito."23

A raiz del golpe de estado y despu és de varios int ent os, Benito J uárez

esta blece su gobie rno const ituci onal en el puerto de Veracruz en el año de 1958.

Pronto surgieron diferencias en el seno del grupo liberal que encabezaba el

presidente Juárez. Un grupo encabezado por Miguel Lerdo de Tejada propugnaba

"TENA RAMí REZ, Feli pe. Leves Fundamentales de México. Op, cit. p. 49 1.
2J CASTRO, Juventino V. El Ministerio Público en México. 11'" edición. Editorial Porrúa, S.A., México,
1999. p. 11.

,
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por la expedición de la legislación reformista; otro grupo entre los que se

encontraba Don Melchor Ocampo, opin aba que la expedición de las leyes de

reform a, provoe.aría una guerra religiosa que pondría en grave riesgo al gobierno

constituci onal.

"El 15 de junio de 1869, expide Benito J uá rez la Ley de Jurados. En ella se

est ablecen tres procuradores a los que por primera vez se les llama representantes

del Ministerio Púhli eo. No constituían una orga nización, era n ind ependient es entre

sí, y estaba n desvinculados de la part e civil".24

El 7 de julio de 1859, .Iu árez y sus mini stros Melchor Ocarnpo, Manuel Ruiz

y Miguel Lerdo de Tejada expidieron el "Manifiesto del gobierno constitueiona l a la

nación", que contenía el programa de la reforma.

La expedición de las leyes de reforma, no provocó una guerra de carácter

religioso, sino qu e al con tra rio fortaleció la causa libera l. Entre las leyes que

expidió en Vera cruz el presiden te .Iu árez en cumplim iento del Manifiesto, figuran

los ordena mientos relativos a la cuestión religiosa, que se conoce n con el nombre

de Leyes de Reforma. La legislación sobre la misma materi a bajo la misma

presideneia de J uárez, se completa eon otr as dos leyes expedidas posteriormente en

la ciud ad de México: la Ley ele Secularización da hospit ales y estab lecimientos de

benefieeneia de 2 de febrero de 1861, y la Ley sobre extinción de com unidades

religiosas de 26 de febrero de 1863.

El 11 de ene ro de 1861, hizo su ent rada a la capi tal del país el president e

J u árez, eerrando así el ciclo histórico conocido eon el nomhre de Guerra de los Tres

Años.

~ 4 Ibidern . p. ] 1.
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Considero que las leyes de reforma, rea firmaron la vigencia de la

Constitución del 57 y tienden ha acabar con el sistema inqu isitorio, establecido por

el Derecho Español.

H) En la Constitución de 1917

Además de contener la declaración de derechos humanos heredada por los

mexicanos liberales del siglo pasado, la Carta Magna de 1917 recogió en su seno

una serie de derechos inspirados en el ideal de la justici a sucial: dar más a los que

menos tienen.

Por una parte, el artículo 123 estableció un listado de gara ntías para la clase

trabajadora: jornada máxima de trabajo de 8 horas, descanso sema nal, tutela a los

menores trabajadores en las utilidades, pro tección a la salud y a la viada de la

familia del trabajador , derecho de huelga, acceso a la justicia labural, derecho a la

seguridad social, etcétera.

Por otra el artículu 27 incluyó una nueva expr esión de la propi edad: la

prop iedad como funció n social. Este precepto representa la conquista jurídica de

una de las clases históricamente desprotegidas. El reclamo de los campesinos por

tierra y libertad, pur fin fue escuchado y elevado a rango de norma constitucional.

Es prceiso señalar que las garan tías individuales nu excluyen a las sociales,

ni las sociales eliminan a las individuales. Son complementa rias entre sí. La

libertad no se encuentra divorciada de la justicia social. Ambas son necesarias para

el desarrollo cabal de la dignidad del ser hum ano .

"La institución del Ministerio Público, tal y como la encontramos en la

actualidad, se debe a los artículos 21 y 102 de la Constitución Polít ica de 5 de
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febrero de 1917, en donde se reconoce el monopolio de la acción penal por el

Estado, ya que la encomienda a un solo órgano: El Ministerio P úblíco.ve

La Constitución de 1917, en su artículo 21 Constitucional, respecto a la

función investigadora de los delitos se estableció lo siguiente.

"Artículo 2 1. La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad

judicial. La persecución de los delitos incumbe al Minist erio Publico y a la policía

judicial, la cual estará bajo la aut oridad y mando inmediat o de aquél. Compete a la

autoridad administr ativa el castigo de las infracciones de los reglamentos

gubernativos y de policía, el cual únicamente consisti rá en mul ta o arresto hasta

por treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que se hubiese

impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, que no excederá en

ningún caso de quince días.

Si el infractor fue jornalero u obrero, no podrá ser castigad o con multa

mayor del importe de su jornalo sueldo en una sema na".

Relacionando con este artículo, el 102 Constitucional de 1917 preceptuaba lo

siguiente

"Art ículo 102. La ley organizará al Ministe rio Publico de la Fede ración,

cuyos funcionarios serán nombrados y rem ovidos por el Ejecutivo, de acuerdo con

la Ley respectiva, debiend o estar presididos por un Procurador General, el que

deberá tener las mismas calidades requerida s para ser magistrado de la Suprema

Corte de J usticia.

Estará a cargo del Ministerio Publico de la Federación la persecución, ante

los tribunales, de todos los delitos del orden federal: y, por lo mismo, a él le

corresponderá solicita r las órdenes de aprehensión contra los reos; buscar y

2S CASTILLO SOBERAN ES, Mig uel Ángel. El Monopolio del Ejercicio de la Acció!l Penal del Ministerio
Publico en México. Editorial UNAM , México 1992. p.17.
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presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos, hacer que los

juicios se sigan con toda regular idad para que la administración de justicia sea

pronta y expedita ; pedir la aplicación de las penas e interven ir en todos los

negocios que la misma Ley determinare.

El Procurador General de la Repúbli ca intervendrá person almente en todos

los negocios en que la Federación fuese parte; en los casos de los minist ros,

diplomáticos y cónsules gener ales, y en aquellos que se suscitaren entre dos o más

Estados de la Unión, ent re un Estado y la Federación, o entre los poderes de un

mismo Estado. En los demás casos que debe int ervenir El Ministerio Publico de la

Federación, el Procurador General podrá interven ir por si o por medio de algunos

de sus agentes.

El Procurador General de la Repúbli ca será el consejero jurídico del

gobierno. Tant o él como sus agentes se someterán estrictamente a las disposiciones

de la Ley, siendo responsables de toda falta, omisión o violación en que incurren

con motivo de sus funciones."

Con estas disposiciones se quita a los jueces la facultad de perseguir los

delitos oficiosamen te, destruyéndose en definitiva el proceso inquisitorio; se separa

al Ministerio P úblico del Poder J udicial y se pone bajo mand o inmediato de aquel a

la Policia Judicial; se organiza al Ministerio Público como un organismo autónomo,

bajo la dirección del Procurador General de la República y se le conceden las

atribuciones exclusivas de investigación y persecución de los delitos; se concede

únicamente a la autoridad Administra tiva la facultad de sancionar las infracciones

administrativas, previs tas en los ordenamientos de policía y buen gohierno y se le

. asigna al Procu rador la función de Consejero J ur ídico del Poder Ejecutivo.
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CAPITuLO III

LOS DEUTOS GRAVES EN EL TEXTO VIGENTE DE lA

CONSTITUCIÓN pOLíTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

"En las relaciones entre gobernantes, como representant es del Estado, y

goberna dos, se sucede n múl tiples actos, imputables a los primeros, que tienden a

afecta r la esfera jurídica de los segundos. En otras palabras, el Estado, en ejercicio

del poder de imperio de que es titular como entidad ju ridica y política suprema con

substantividad propia , desempeña dicho poder sobre y frente a los gobernados por

conducto de sus autoridades . El Estado, al desplegar su actividad de imperio, al

asumir su conducta autoritari a, imperat iva y coercitiva, necesariamente afecta la

esfera o ámb ito jurídico que se atrib uye a cada sujeto como gobernado, bien sea en

su aspecto de persona física o de entidad moral. Todo acto de autoridad, ema nado

por esencia del Estado y desempeñado por los diferentes órganos autoritarios

estatales creados por el orden de derecho, tiene como fina lidad inherente, imbíbita,

imponerse a alguien de diversas maneras y por distintas causas; es decir, todo acto

de autoridad debe afecta r a alguna persona moral o física en sus múltiples

derechos: vida, propi edad, libertad, etc.2Ó

lÁ1 afectaci ón de los derechos esenciales de los gobernados , debe cumplir

con determinados requi sitos o modalidades, a fin de que a conforme al

ordenamiento juridico, pueda ser válida.

"Ese conjunto de modalidades jurídicas a que tiene que sujetarse un acto de

cualquiera autoridad para producir válidamente, desde un punto de vista juridico,

la afectación en la esfera del gobernado a los diversos derechos de éste, y que se

traduce en una serie de requ ísi!os, condiciones, cIernentos, etc., es lo que constítuye

las garantías de segur idad jurídica. Estas implican, en consecuencia , "el conjunto

qeneral de condicion es, requisitos, elementos o circunstancias previas a que debe

sujetarse una cierta actividad esta/al a utoritaria para generar una afee/ación

26 BURGOA ORlHUELA, Ignacio. Las Garantías Individuales. 361 edición.. Editorial Porrúa, S.A., México.
2003. p. 504.
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válida de diferente ind ole en la esfera del qobernudo, integrada por el súmmum

de sus derechos subjetivos. Por ende, un acto de autoridad que afecte el ámbito

juridico particular de un individuo como gobernado, sin obs ervar dich os requisitos,

condiciones, elementos o circunstancias previos, no será válido a la luz del

Derecho.''»

Por ende las garantías indi vidual es de seguridad jurídica resultan oponibles

y exigibles al Estado, tal es el caso de las garantías consagradas en los artículos 14,

15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 Y 26 de la Constitución Fede ral entre las que

podemos mencio nar la garantía de irretr oactívidad de la ley, la garantía de exacta

apl icaci ón de la ley, la gara ntía de debida fundamentación y motivación legal,

etcétera .

Expuesto lo anterior , será oportuno precisar cómo es la regulación actual de

los delitos graves , de acuerdo al texto de los artículos de la Const itución que

esta blecen lo siguien te.

A) En el articulo 16

El artículo an tes señalado se compone actualmente de trece párrafos y

establece lo siguiente :

"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio,

papeles o posesion es, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad

competen te, que fund e y motive la causa legal del procedimiento.

No pod rá librar se orden de aprehensión sino por la auto ridad judicial y sin

que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito,

sancionado cuando menos con pena privativa de libert ad y exis tan datos que

" Ibidcm. p.504
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acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad del

indici ado.

La autoridad que ejecute una ord en judicial de aprehensión, deberá pon er al

inculpado a disposición del Juez, sin dilación alguna y baj o su más estricta

responsabilidad. La contravención a lo ante rior se rá sa nc ionada por la ley penal.

En los casos de delito flagrante, cualquier persona pu ede detener al

indi ciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta,

con la misma pront itud , a la del Ministerio Público.

Sólo en casos urgentes, cuando se trat e de delit o grave as í calificado por la

ley y ante el riesgo fundado de que el ind iciado pueda sustraerse a la acción de la

ju sti cia, siempre y cuando no se puede ocurrir ante la autoridad judicial por razón

de la hora, lugar , o circunstancia, el Minist eri o Público pod rá, bajo su

responsabilidad , ordenar su dete nción, fund ando y expresando los indicios que

motiven s u proceder.

En casos ele urgen cia o flagrancia, el J uez que reciba la consignación del

detenido deber á inmediata mente ratificar la detención o decretar la libertad con las

reservas de ley.

Ningún indiciado podr á se r retenido por el Minist erio Públ ico por más de

cuare nta y ocho hora s, plazo en que deberá ordenar se su libertad o pon érsele a

dispos ición de la autoridad judic ial; este plazo podrá aplicarse en aquellos casos

que la ley prevea com o delincuencia orga nizada . Todo abuso a lo ante riormente

dispu esto será sa ncionado por la ley penal.

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad jud icial pod rá expedir y que

será escrita, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la per sona o personas

que hayan de aprehende rse y los obje tos que se buscan , a lo que ÍJnicamente debe

limitar se la di ligencia , levantándose al concluirla, una acta circuns ta nciada, en
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presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado en su

ausencia o negativa, por la aut orid ad que practiqu e la diligencia.

Las comunicac iones privadas son inviolabl es. La ley sa ncionará penalmente

cualquier acto que atente contra la libertad y privacia de las mism as.

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autorida d federal que

faculte la ley o del titula r del Ministerio Públi co de la entida d federativa

corr espondiente, podrá aut orizar la intervención de cualquier comunicación

privada. Para ello, la autoridad competente, por escrito, deberá fundar y motivar

las causas legales de la solicitud , expresa ndo ade más, el tipo de int ervención, los

sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar

estas autorizaciones cuando se trate de materias de carác ter electoral, fiscal,

mercantil , civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las com unicaciones del

detenido con su defensor.

Las intervenciones autorizadas se ajusta rán a los requisitos y limites

previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no cumplan con

éstos, carecerán de todo valor probatorio.

La autori dad adm inistrativa podrá practicar visitas domiciliarias

únicam ente para cercio rarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y

de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para

comprobar que se han acata do las disposiciones fiscales, sujetá ndose en estos casos

a las leyes respectivas y a las formalidades prescri tas para los cateos.

La correspondencia que bajo circule por las estafetas, estará libre de todo

registro, y su violació n será penada por la ley.

En tiempo de paz ningún' miembro del Ejércit o podrá alojarse en casa

parti cular contra la voluntad del dueño, ni impone r prestacíón algun a. En tiempo

de guerra los militare s pod rán exigir alojamientos, bagajes, alime ntos y otras

prestacio nes, en los términos que establezca la ley marcia l correspondie nte."
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El texto original del artículo 16 Constitucional de la Cons titución de 1917

establecia:

"Articulo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, famil ia, domicilio,

papeles o posiciones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad

competente, quc fund e y motive la causa legal del procedimiento. No podrá librar se

ninguna orden de aprehensión o detención, a no ser por la auto ridad judicial, sin

que preceda den uncia, acusación ° querella de un hecho determinado que la ley

castigue con pena corporal, y sin que estén apoyadas aquéllas por declaración, bajo

protesta de persona digna de fe o por otros da tos que hagan probable la

responsabilid ad del inculpado, hecha excepción de los casos de flagrante delito en

que cualquier persona puede aprehender al delincuente y a sus cómplices,

poniénd olos sin demora a disposición de la autoridad inmedia ta . Solamente en

casos urgentes, cuando no haya en el lugar ninguna autoridad judicial, trat ándose

de delitos que se persiguen el e oficio, podrá la autor idad administrativa, bajo su

más estrecha responsabilid ad , decretar la detención del acusado, poniéndolo

inmediatamente a disposición de la autoridad judicial. En toda orden de cateo, que

sólo la autori dad judicial podrá expedir y que se rá escrita , se expresará el lugar que

ha de inspeccionarse, la persona o person as que hayan de aprehenderse y los

obje tos que se buscan, a lo que únicam ente debe limitarse la diligencia,

levantándose, al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos

propu estos por el ocupante del lugar cateado, o en su ausencia, o negativa, por la

autori elad que practique la diligencia.

La autoridad administrativa podr á practicar visitas domiciliarias

únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglam entos sanitarios y

de policía; y exigir la exhibición de los libros y pa peles ind ispensables para

comprobar que se han catado las disposicio nes fiscales, sujetándose en estos casos

a las leyes respectivas y a las formalidades pr escritas para los catees".

"El texto original del artíc ulo 16 se conservó intacto desde su expedición en

1917 hasta la reform a de 1993, seguida por las reformas del 3 de julio de 1996 y el 8
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de marzo de 1999. Ese precepto alude a los actos de molesti a que la autoridad

puede disponer legítimamente, a la captura de un sujeto en hipótesis de flagrancia,

urgencia u ord en de aprehensión expedida por la autoridad judicial ya los cateos y

visitas domiciliarias , asi como a partir de la reforma del 96 a la int ervención de

comunicaciones pri vadas" .>8

Respecto de la detención por caso urgente el texto primitivo del articulo 16

constitucional, establecia que: "Solame nte en casos urgentes, cuando no haya en el

lugar ninguna autoridad jud icial, tratándose de delitos que se pe rsiguen de oficio,

podrá la antoridad administra tiva, bajo su más estrecha responsabilidad, decretar

la detención del acusado, poniéndolo inmediatamente a disposición de la autori dad

judi cial"; de lo anterior concluyo lo s iguiente :

al La posibilidad de deten ción por urg encia solo se daba cuando se

trataba de delitos qne se persegnian de oficio.

b) La urgencia existía sólo en el sup uesto de que en el lugar donde se

practicase la detención, no existi era una aut orid ad judicial que

pudiese dict ar una orden de captu ra, pues de haberla el Ministerio

Público debía solicitar a ésta la aprehe nsión, mediante el ejercicio de

la acción penal.

c) La captura urgente sería ordenada por una autor idad ad ministra tiva,

entre las cuales figuraba el Ministerio Públi co, sin que se excluyera a

otro tipo de autoridades de carácter administrativo.

d) La autoridad administrativa ord enadora de la detención no podia

reten er al capturado, sino ponerlo de inm ediato a disposición de la

antoridad judicial.

La reforma al artí culo 16 Constitucional efectuada en 1993, acotó la

autorización para la detención en casos urgentes facu lta ndo ún icamente al

Minis terio Público para ord en arla; asi mismo limitó ésta sólo para el <:'1S0 de que se

28 GARCÍA RAMÍREZ. Sergio. El Nuevo Procedimiento Penal Mexicano. 4~ edición, Editorial Porrúa, S.A.,
México. 2003 . p. 7.
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trate de delitos graves y no para cualquier delito perseguible de oficio,

estableciendo un control de legalidad a cargo del Ju ez Penal , quien debe de calificar

si la acción del Ministerio Público se apegó a la autorizació n constitucional,

decretando la libertad del detenido en caso de que así no sea.

Esto obedeció a que el texto contenia dos graves deficienci as que finalm ente

lo hicieron inaplicable: la prim era fue la amplitud en cuanto al seña lamiento de la

autoridad facultada para ordenar detenciones, en virtud que dentro de la expresión

"autorida d ad ministrativa" se podía ubicar cualquier clase de autoridad ya sea

federal, estata l y mun icipal ; la segunda deficiencia consis tió en la cond ición a la

que se limitaba la orde n de detención cuando se indicaba que no hubiera ninguna

autoridad judicial en el lugar , que pudiera obsequiar la orden de aprehensión,

aunado a que el texto nunca señaló que debía entenderse por casos urgentes y

aunado a ello la legislación común tampo co lo hizo.

"Los párrafos segundo y qu into (del artículo 16 Constitucion al en vigor)

tuvieron su origen en el proyecto de Constitución de Venust iano Carranza, y su

texto actual, al igual que el de los párrafos tercero, sexto y séptimo, obedece, en

buena medida, a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 3 de

septiembre de 1993."29

En ese contex to, señalo que el artículo 16 constit ucional en su segundo

párrafo establece que la aut oridad jud icial es la ún ica facult ada para librar un a

orden de aprehensión siempre y cuando preceda denuncia o querella sobre un

hecho que la ley señale como delito, que sea sancionado con una pena privativa de

libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la

responsabilidad del indiciado.

"La regla general para que el goberna do pueda ser privado de sus libertad

personal, consiste en que debe existir orden de aprehensión librada por autoridad

zs INSTITUTO DE INVESTIGACIONES nmímcxs. Const ituciÓn Políti ca de los ESlados Unidos
Mexicanos Comentadav Concordada. Tomo l. 1 8~ edición. Editorial Porrúa, S.A., México, 2004. p. 254
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judicial competente, precedida de denunci a, acusación o querella de un hecho

determinado que la ley señale como delito, sancionado cuando menos con pena

privativa de libertad y existan datos que acrediten los elementos del tipo pen al y la

probable responsabilidad del indiciado, según se advierte del párrafo segundo del

art ículo 16 de la Carta Magna"30 •

Asimismo el párrafo primero de la citada disposición establece los requi sitos

generales que deben de sati sfacer todos los actos de autoridad que impliqu en una

molestia para los particulares (mandamiento escrito, autoridad competente y

fundamentación y motivación); el párrafo segundo establece los requisitos que

debe satisfacer el acto de privación de la libertad por causa penal, por lo que se

puede afirmar que a los actos específicos emanados de una auto ridad

contemplados en los párra fos segundo, cuar to y quinto de la disposición en

comento, le son exigibles los requisitos generales del primer párrafo, además de los

requisitos específicos contenidos en cada uno de ellos.

En la Constitución se atribuye exclusivamente a la aut oridad judicial la

facultad de emitir órdenes de aprehensión, esto es, de todas las autoridades del

Estado, única mente los ju eces tienen la facultad de dicta r órdenes cuya fina lidad

sea privar de su libertad a una persona y frente a esta regla general el artículo 16 de

la ley suprema preveía como excepciones los casos de flagrancia y ur gencia.

La potestad del Ministerio Público para ordenar la detención del indiciado

en casos urgentes fue introducida en el párrafo quinto del artícu lo 16 con motivo de

la reforma constitucional de 1993. En el texto original de la Constitución de 1917,

también se contemplaba la detención por caso urgente, pero esta podia ser

decretada genéricamente por cualquier autoridad administra tiva, cuando no

hubiera en el lugar ningun a autoridad judicial y se tratara de delitos que se

persiguen de oficio.

ro LARA ESPINOZA, Saúl. I.as Garantías Constitucionales en Materia Penal. 2.1 edición. Editorial Porrúa,
S.A., México. 1999. pp. 187 Y 188.
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Del an álisis del párrafo quinto del artículo 16 Constitucional al que me

ceñiré, dado que es el párrafo que menciona a los delitos graves, se desprende que

para que haya urgencia en forma tal, que pueda el Ministerio Público, ordenar la

detención de un inculpado, sin agua rdar la orden de aprehensión, es preciso que se

reúnan ciertos requisi tos , que son los siguientes :

a) Que "se trate de un delito grave".

La reforma verificada en 1993 precisó la necesidad de limitar la aut orización

para ordenar y ejecutar la detención de los indiciados , sólo para la persecución de

los delitos graves señalados especificamente en la ley y no para cualquier otro

delito que se persiguiera de oficio como se asen taba en el texto pr imitivo. En

atenc ión a dicha reforma el legislador ordinario realizó una delimitación de los

delitos que por su gravedad justificarán la detención en casos urgentes, por lo que

fueron reformados los Códigos de Procedimientos Penales, tan to Federal como el

del Distrito Federal , estableciéndose en sus artículos 194 y 268 respectivamente un

listado de los delitos que para los efectos de ley se reputaban como graves.

Con lo anterior la calificación sobre la gravedad de una cond ucta ilicita no

quedaba al arbitrio del Ministeri o Público ya que la elaboración de un listado de

delitos, se realizó en at ención al principio de legalidad .

Por otra parte se ind ica que el legislador ord inario en un principio no

estableció un concepto de delito grave y solo se limito a señalar específicamente

cuales se considerab an como tales. En este sentido y como se asen tó en el capítulo

primero, en la legislación no hay U /l criterio uniforme para definir lo que se

considera como. un delito grave, ya que algunas legislaciones como la procesal

federal sigue mencionando un listado de delitos que se estiman graves y la

legislación del Distr ito Federal se ha apa rtado de ese sistema establ eciendo que los

delitos graves son aquellos sancionados con una pe na priva tiva de libertad cuyo

término medio ar itmé tico exceda de cinco años, resa ltan do que respecto de estos
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delitos no se otorgará el beneficio de la libertad provisional bajo caución previsto

en la fracción primera del art ículo 2 0 Constitucional.

En esencia el concepto de delito grave justifica la detención en caso urgente

ordenada por el Ministerio Público, como salvedad a la regla garantizadora de la

orden judicial est ablecida en el pár rafo segundo del artículo de mérito , por 10que

cualquier detención que verse sobre un delito que no se encuentre clasificado corno

grave, será violatoria de gar antías y en consec uencia ilegal ya que no cumpliría con

los requisitos de debida motivación y fundamentación previstos en el primer

párrafo del artículo 16 Consti tucional.

b) "Que exista riesgo fund ado de que el indiciado pueda sustraerse a

la acción de la just icia".

La finalidad de este requisito consiste en evitar que el inculpado se evada de

la acción de la ju sticia 10cual a la postre se tradu ciría en la imposibilidad de llevar a

cabo el proceso o hacer inoperante la sentencia que se dicte. Sin embargo, el riesgo

de que el indiciado se sus traiga de la acción de la jus ticia no deb e ser solamente

imaginario, sino real, apoyado cuando menos en una denuncia o querella sobre un

hecho delictivo, que este corroborado con pruebas o ind icios incrimina torios que

hagan factible su detención.

" La sustracción a la acción de la justicia es una cuestión defacto, más que de

j ure. Se trata de ponerse al abrigo de la función persecutoria del Estado , al través

de maniobras de hecho que la obstruyen, impiden o demoran, aunque no lo hagan

absolutamente imposible. Esto sucede cuando el indiciado se oculta, se traslada a

otro territo rio, burla la vigilancia de sus e~stod ios o captores. El prófugo, el

fugitivo, se han sustraído de la acción de la justicia. En cambio, no hay dicha

sustracción cuando el indiciado, para protegerse de la persecución penal , hace valer

derechos y emp rende procedimientos que la ley le concede jus ta mente a título de
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remed ios frente a una actuación persecutoria indebida o al menos cuestíonable.t n

Esto es verb igrac ia, cuando promueve un juicio de amparo contra una orden de

dete nción ante los juzgados de distrito, ya que en este supuesto acude a una

instancia de constitucional que juzgará en primer término sobre la proce dencia de

la orden de detención y poster iormente sobre los hechos que la motivan .

Por lo tanto el riesgo fundado consiste en una apreciación que realiza el

Ministerio Público sobre ciertos datos debidamente acreditados que hacen

razonablemente suponer que el indiciado intentará sustraerse de la acción de la

justicia. Por otro parte resulta controvert ido el empleo del término fundado que en

su sentido jurídico más usado, se refiere al snstento legal de una resolución, es

decir las norm as en las que una autoridad se apoya para emitir alguna

determinación .

e) Que "no sea posible ocurrir ante la autoridad judici al por razón de

la hora, lugar o circunstancia".

Esta condición se traduce en dos requísitos: uno de carácter negativo, en el

que por la hora, lugar o alguna otr a circunstancia que lo just ifique exista la

imposibilidad de ocurrir ante la autoridad judicial; el segundo requisito es de

carácter posit ivo y consiste en que fuera de estas circunstancias el Minister io

Público debe solicita r invar iablemente la ordeu judicial de aprehensión ejercitando

la acción pena l correspondiente.

He afirmado que el texto actual del articulo 16 consigna la regla genera l de

que solo se puede privar de la libertad por causa penal a un indiciado, mediante

una orden judic!al de aprehensión; los casos de excepción son la detenció~ por

delito fragante o de detención por caso urgente por orden del Minist erio Público.

Por lo tanto la orden de detención emitida por el Ministerio Público, sólo se dará en

casos urgent es y con los requisitos que he señalado y si uno de éstos no se

" GARCíA RAM IREZ. Sergio. El Nuevo Procedimiento Penal Me.,ieano. Op. cit. pp. 25 Y26
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encuentra satisfecho, es obvio que la orden de deten ción será ilegal ; la parte final

del párrafo quinto que he com entado, impone otra obligación al Mini steri o Público:

fundar su resoluci ón y expresa r los indi cios que motiven su parecer ; el acto de

autoridad regul ado en el párrafo quinto debe sujetarse a los requisitos generales

contemplados en el párrafo primero del arti culo 16 Constitucional, en ese sentido

es evid ente que la orden de detención del Minist erio Públ ico debe constar por

escrito y contener firm a autógra fa, debe provenir de autoridad competente, deb e

ser entregada a la person a contra la que se dirija y tiene que es tar debidam ente

fundada y motivad a.

Seguramente habria resultado más claro que el párrafo qui nto del artículo

en com ento exigiere qu e la orde n de detenci ón de un indiciado conta ra con los

dat os que acreditaran el cuerpo del delito y su probable responsabilidad . Pero este

requisito se encue ntra implicito en la últim a parte de es te párrafo, ya que el mismo

dispone que debe fundar su reso lución y expresa r los ind icios que motiven su

proceder.

Una vez ejecutada la orde n de detención el Minist eri o Público tiene un plazo

de 48 hora s para eje rcita r la acción penal con deten ido ante la autoridad judicial o,

en su defecto, para orde na r su libertad , siendo absolut amente claro que el indiciado

al momento de ser det enido goza rá de todos los der echos que le confi ere la

Cons titu ci ón, los cua les deben hacerse de su conocimie nto inmediatamente.

En casos de urgen cia o flagrancia cI ju ez que recibe la consignación del

detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las

reservas de ley.

"Ese exa men que debe formular el juez al recibir la consig nac ión con

detenido, implica el aná lisis de los extremos que configuran el delito flagrante o el

caso urgente, asi como el tiempo que perman eció reten ido el indiciado ante el
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Ministerio Público, que no podrá excede r de los plazos señalados en el párrafo

séptimo del articu lo 16 Consti tucional...".32

El párrafo cuarto del artic ulo 134 del Código Federal de Procedimientos

Penales, ordena que en caso de que la detención de una person a que exceda los

plazos establecidos en el artículo 16 del Constitución , crea ra n la presunción de que

el indiciado estuvo incomunicado y las declaraciones que haya emitido no teudrán

validez.

Por lo que conclu yo que la locución de delitos graves utilizada en el articulo

16 Constituciona l, fue introducida para limitar la facultad de girar órde nes de

detenci ón en casos urgentes.

B) En los artículos 20 y 22 Constitucional

Los articulos antes señalados estab lecen lo siguiente :

"Artículo 20. En todo proceso de orden pena l, el inculpad o, la víctima o el

ofendido, tendrán las siguientes garantías:

A. Del inculpado.

1. Inmediata mente que lo solicite, el J uez deberá otorgarle la libertad

provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en

que, por su gravedad , la ley expresamente prohíba conceder este

beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio

Público, el Ju ez podrá negar la libertad provisiona l, cuando el

inculpado haya sido condenado con an terioridad , por algún delito

calificado como grave por la ley o, cuando el Minist erio Público

apor te elementos al Juez para establecer que la libertad del
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inculpado represen ta, por su conducta precedente o por las

circunstan cias y características del delito cometido, un riesgo para

el ofendido o para la sociedad.

El monto y la forma de caución que se fije, deberán ser asequibles para el

inculpado . En circun stancias que la ley determine, la autor idad judicial pod rá

modificar el monto de la cauci ón . Para resolver sobre la forma y el monto de la

caución, el .Iuez deberá tom ar en cue nta la naturaleza, modalidades y

circunstancias del delito; las características del incu lpado y la posibi lidad de

cumplimien to de las obligaciones procesales a su ca rgo, los daños y perju icios

causados al ofendido ; as i como la sanción pecuniaria que, en su caso , pueda

imponerse al inculpado.

La ley determinará los casos graves en los cua les el Juez podrá revocar la

libert ad pr ovisional;

Il. No podrá ser obligado a declarar. Queda prohibida y será

sancionada por la ley pen al, toda incomunicación. intimidación o

tortura. La confesión rendida ante cua lquier autoridad distinta del

Minist eri o Público o del Juez, o an te éstos s in la as iste ncia de su

defensor carecerá de todo valor probat or io.

III . Se le hará saber en audienc ia pública, y dentro de las cuarenta y

ocho horas siguientes a su consignación a la ju sticia, el nombre de

su acusador y la naturaleza y causa de la acu sación, a fin de que

conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda con tes tar

el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria ;

IV. Siempre que lo solicite, se rá careado en presencia del J uez con

qui enes de ponga n en su con tra;

IV. Cuando así lo solicite , será careado, en presen cia del Juez, con

quien deponga en su contra, salvo lo dispuesto en la fracción V del

Apartado B de éste artículo;

V. Se le recibirán los testigos y demás prueba s que ofrezca

concediéndosele el tiempo que la ley estime necesari o al efecto y
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auxiliándosele para obtener la comparecencia de las persona s cuyo

testimonio solicite siempre, que se encuentren en el lugar del

proceso;

VI. Será juzgado en audiencia pública por un Ju ez u Jurado de

ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y parti do en

que se cometiere el delito, siempre que éste pued a ser castigado con

una pena mayor de un año de prisión. En todo caso serán juzgados

por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa contra el

orden público o la seguridad exterior o int erior de la Nación;

VIL Le serán facilitados todos los da tos que solicite para su defensa y

que conste n en el proceso;

VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena

máxima no exceda de dos años de prisión , y antes de un año si la

pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su

defensa;

IX. Desde el inicio de su proceso scrá informado de los derechos que en

su favor consigna esta Constitución y tendrá derecho a una defensa

adecuada, por sí, por abogado, o por persona de su confianza. Si no

quiere o no puede nombra r defensor, después de haber sido

requerido para hacerlo, el J uez le designará un defensor de oficio.

También tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los

actos del proceso y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces

se le requiera; y

X. En nin gún caso podrá prolon garse la prisión o detención, por falta

de pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra

prestación de dinero, por causa de respo nsabilidad civil o algún otro

motivo aná logo.

Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del que

como máximo fije la ley al delito que motivare el proceso.
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En toda pena de prisión que impon ga una sentencia, se computará el tiempo

de la detención .

Las garantías previstas en las fracciones 1, V, VII Y IX también será n

observadas durante la averiguación previa, en los términos y con los requisitos y

limites que las leyes establezcan; lo previsto en la fracción II no estará sujeto a

condición alguna.

B. De la victima o del ofendido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su

favor establece la Constitución y, cuan clo10 solicite, ser informado

del desa rrollo del procedimiento penal;

II. Coadyuva r con el Ministeri o Público; a que se le reciban todos los

datos o elementos de pru eha con los que cuente, tanto en la

averiguación previa como en el proceso, y a que se desahogue n las

diligencias correspondientes.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desa hogo de

la diligencia, deberá funda r y motivar su negativa;

IlI . Recibir, desde la comisión del delito, atencíón médica y psicológica

de urgencia ;

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el

Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño

y el juzgado r no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación

si ha emitido una sentencia condena toria.

La ley fijará proced imientos ágiles para ejecutar las sen tencias en materia de

reparación del daño;
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V. Cuando la víctima o el ofendido sean menores de edad, no estarán

obligados a carearse con el inculpado cuando se trat e de los delitos

de violación o secuest ro. En estos casos, se llevarán a caha

declaraciones en las condiciones que establezca la ley; y

VI. Solicitar las medidas y providencias que prevea la ley para su

seguridad y auxilio."

En el aná lisis del artículo 20 Constitucional, únicament e me limitaré a la

fracción 1que es la que hace referencia a la graved ad de los delitos.

"La libert ad es uno de los bienes de mayor jerarquía axiológica. Solo la vida

lo sup era y, dado que la legislación mexicana no impone ya la pena de muerte ,

podemos afirmar que la libert ad es el bien más valioso y el eje mismo sobre el cual

gira la totalidad de l drama penal" .as

El estu dio de la libertad bajo caución implica el estudio de la pnsion

preventiva, en vírtud de que la primera es tan solo una garantía que se otorga para

poder sustituir a la segunda. En el articulo 18 Constitucional se establece la prisión

preventiva. Este artículo indi ca que solo por delito que merezca pena corporal

habrá lugar a pr is ión preventiva, agregando que el sitio en la que se lleve a cabo

será dist into al que se destine para la extinción de las penas im puestas y estos

lugares estar án complctamen te separados. En mi opinión, esta hipótesis no se

realiza, siendo suficiente señalar quc en los reclusorios preventivos de la Ciudad de

México, se encuentran recluidos sentenciados, quc no son t rasladados a los cen tros

en los que se compurgan las penas privativas de libertad, ya sea por falta de

voluntad de las au tor idad es penitenciari as o por falta de recursos que se destin en a

tal función.

Mucho se ha cuestionado las razones que arguyen aqu ellos que justifican la

prisión preventiva, sobre este tema Carrara , el sabio maestro de Pisa manifiesta

» ZAMORA PIERCE. Jesús. Garantías v ProCI:SO Penal. 9" edición Editorial Porrúa, S.A., México, 1998.
p. 3

Neevia docConverter 5.1



que "La custodia preven tiva desmoraliza a los honrados que desdichadamente son

victimas de ella. Desmoraliza por propia natura; y más por la forma con la que es

necesaria actuarIa. Al respecto agrega: Desmoraliza por la forma en que es preciso

acatarla... Se arrebata del seno de la familia a un joven sin mancha o a una

pudorosisima esposa, por el hecho de que alguna apariencia falaz o las habladurías

de algún malévolo crearon sospechas de alguna delincuenc ia, aún leves. Es

necesario encerrar a aquellos desdichados en la cárcel prom iscua. Y he aquí que a

los próbidos cuidados educadores de los padres, o la vigilancia prudente del esposo ,

se sustituye la compañía y el amaestramiento de los vagabundos, los facinerosos,

de los ladron es y de las hembras descaradas, que forman la población de aquellas

sentinas ."34

En este aspecto "el pensamiento contemporáneo se ha manifestado

mayoritariamente en el sentido de que la libertad personal sólo puede ser

restringida en los límites absolutamente ind ispensables para asegura r el

descubrimiento de la verdad y la aplicación de la ley, de tal manera que perjudique

lo menos posible a la persona y reputación de los afectados por la privación de la

libertad...".35

El artículo :10 Constituci onal en sus fracciones 1, VIII Y X, contiene norm as

que limitan la duración de la prisión preventi va o la sustituyen por una garantía de

carácter patrimonial qu e permiten la libertad del procesado. En efecto la fracción

VIII ordena que el inculpado será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de

delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la

pena excedie re de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa. Por

otro lado la fracción X prevé que en ningún caso podrá pro longarse la prisión o

.detención por falta de pago de honorari os de defensores .0 por cualquiera otra

prestación de dinero por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo

análogo, agregando que tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más

J. BARRJTA LÓPEZ. Fernando. Prisión Preventiva v Ciencias Penales . 3" edici ón . Editorial Porrúa, S.A.,
México, 1999. pp . 87 )" 88
" Ibidem. pp. 92 Y93
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tiempo que como máximo fije la ley al delito que moti vare el proceso, siendo

evidente que los plazos fijados en estas disposiciones tienen por objeto cesa r la

prisión preventiva .

La pnslOn preventiva o provi sional que debiera ser la excepción en el

sistema procesal penal, es casi la regla general de nuestro procedimiento y por lo

tanto, el derecho a la liber tad se erige en una institución de suma importancia. Esto

explica que las reformas efectuadas al artículo 2 0 Constitucional se hayan

concentrado en la fracción primera de este a rtículo, ya que este tema es el que ha

sido revisado más frecuentemente por el constituyente permanent e.

Con anterioridad a la reforma efectuada en el año de 1993 "la regla era que

todo procesado por delito que mereciera pena corporal debia ser sometido a prisión

preventiva, con la sola excepción de aquéllos a quienes se im putase un delito

sancionado con una pena cuyo término medio ar itm ético no fuese mayor de cinco

años de prisión, qu ienes tenian derecho a obtener su libertad bajo caución; ahora, y

como resultad o de la reforma en estud io, la regla resulta ser que todo procesado

tiene derecho a la libertad , con excepció n de aquéllos casos en qu e la ley proh iba

expresamente conceder este beneficio, en virtud de la grave dad del delito

imputado 't.a«

El artículo 20 Const itucional estable los principios del enjuiciamiento penal

en su apartado "A " ; ello a pa rtir de las reformas publ icadas el 2 1 de septiembre de

2 0 0 0. El encabezado de dicho apartado ant es de la reforma de 199 3 establecía que:

"en todo juicio del orden criminal tendrá el acusado las siguientes gara ntías...". A

partir de esta refor ma paso a decir : "en todo proceso de orden penal, tend rá el

inculpado las siguientes garantías...", Actualm ente se señala que en todo pro ceso de

orden penal, el inculpado, la víctima o el ofendido, tendrán las siguientes garantías.

La voz acusado fue un termino discutib le y la reforma resultó adecuada si se

entiende que la acusación va implícita en la acción, desde que esta se ejercita, y que

)6 ZA M ORi\ PIE RCE, Jesús. Garantías y Proceso Penal. Op. cit. p. 168.
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por lo tan to adquiere el sujeto la condición de acusado una vez que se le convoca al

enjuiciamiento pen al. Por otra parte el término j uicio del ord en criminal, fue

sustitu ido por el de proceso de ord en penal, pretendiéndose dar una connotació n

mas precisa a las garantías previstas en ese apar tado.

Para determi na r la procedencia de la libertad provisional bajo caución, la

Constitución ado pta a p rio ri un sistema fijo, estableciendo determinados

requisitos, por lo que el juzgador no tiene libertad absoluta para negarla o

concederla de acuerdo a las circunstancias del caso.

El juez queda obligado a otorga r la libertad provisional bajo caución siempre

y cuando no se trat e de delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente

prohiba conceder este beneficio. En caso de delitos no graves a solicitud del

Minister io Público el juez podr á negar la libertad provisiona l, cua ndo el inculpado

haya sido condenado con anterioridad por algún delito calificado como grave por la

ley o, cuando el Ministerio Públi co aporte elementos al juez para establecer que la

libertad del inculpado represen ta, por su cond ucta precedente o por las

circunsta ncias y caracteristicas del delito cometido, un riesgo para el ofendido o

para la sociedad.

"La problemática que se presenta en cuanto a la restri cción en la aplicación

de la libertad provisiona l bajo caución en la etapa de averiguac ión previa se agud iza

al establecerse en la propia norma constitucional la frase "en los términos y con los

requisitos que las leyes establezcan", pucs deja la posibilidad a los estados y

Federación, de afectar la aplicación de esta gara ntía indivi dual, imponiendo más

limitaciones o requ isitos. Así por eje mplo, puede determinar que en casos de

reincidencia, como ya está previsto en algunas leyes sec undarias, o antes de la

declaración ministerial del indiciado, no podr á otorgarse esta garantía

índivi dual't.st

17 GU1LLÉN LÓPEZ, Raúl. Las Garantías Individuales en la Erapa de Averiguación Previa. Editorial Porrúa,
S.A., México, 2003 . p. 109
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El mayor mérito de la reforma de 1996 en materia de libertad provisional

radicó en haber iniciado el camino para conferi r al ju ez el control sobre la med ida

precautoria, en lo que concierne a la fijación de la garantía y sob re la decisión sobre

la conveniencia o inconveniencia de otorgar la excar celación . De esta forma

comienza el abandono constitucional de lo que se deno mina sistema fijo, sin

embargo éste prevalece en virtud de que la libert ad provisional siempre se rá

negada tratándose de delitos que por su gravedad la ley expresamente prohiba

conceder este beneficio.

En este orden de ideas la procedencia de libertad caucional, se enc uentra

íntimamente ligada al concepto de delitos graves, y si bien es ciert o que la fracción 1

del artículo 20 no se refiere expresa mente a los delitos graves, si se refiere a los

delitos que por su gravedad la ley prohíbe expresamen te conceder el multicitado

beneficio. Esto además se corrobora cuando la mencionada fracción indica que en

caso de delitos no graves también el juez podrá negar la libertad bajo caución, ya

que los delitos no graves excluyen a los delitos graves.

El último párrafo del apartado "A" del artículo 20 Cons titucional amplía la

aplicación de las gara ntías previstas en las fracciones 1. V, VII YIX a la averiguación

previa, 10 cual considero un acierto ya que tratándose de la libertad el beneficio se

amplía a la fase de la aver iguación previa.

Por lo expuesto concluyo que el concep to de delitos graves previsto en la

fracción primera del artículo 20 reviste suma importancia, ya que la delimit ación

de este concepto permite al juzga dor, en acata miento al princ ipio de legalidad,

resolver sobre la procedencia del beneficio de la libertad provisional bajo caución,

ya que sin la existencia de este concepto sería imposible para el juzgador

determinar en que casos se debe sujetar a un inculpado a prisión preventiva.

Por último considero pertin ente hacer la siguiente reflexión sobre la libertad

provisional bajo caución: el beneficio puede ser solicitado en cualquier etapa del

procedimiento por el indiciado o el sentenciado o su defensor, siempre que no se
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trate de delitos graves . Al dictarse sentencia en una causa penal que verse sobre un

delito calificado como grave, el juzgador individualiza la pena cor pora l aplicab le al

procesado. Esta sanción corpora l puede ser inferior a cinco años , ya que el juez no

se encuentra obligado a imponer la sanción mayor prevista, en la legislación

sustantiva penal . Generalmente la imposición de una sanción meno r de cinco años

de prisión, trae aparejada la concesión de sustitutivos de la pena privativa de

libertad. En estos casos considero que debe concederse al sent enciado el bene ficio

de la libertad provisional bajo caución, lo anterior en virtud de que si la natu raleza

de la graveda d de un delito se determina por la sanción corporal aplicah le será

j usto que al responsable de un delito que haya sido sancionado con una pena

menor a cinco años, se le conceda el beneficio de libertad provisional bajo caución,

ya que en la mayoría de los casos los sentenciados que son sancionados con una

pena menor de cinco años optan por acogerse a los beneficios que el propio juez les

concede para disfrutar inmediatamente de la libertad (suspensión condicional, de

la ejecución de la pena, tratamient o en libertad o semi libertad, etc.) pero para ello

debe n conformarse con la sentencia de primera instancia, para hacerse acreedores

a dichos beneficios, lo cual redunda en perjuicio de sus intereses, en vir tud de que

si se les concediera la liber tad provisional, podrían hacer valer los medios de

impugnació n que la ley les concede, para disminuir su condena o bien para obte ner

su absolución. Por lo anterior considero que el beneficio de la liber ta d provisional

debe extenderse en estos casos ya que lo cont ra rio hace nugat orio su derecho a una

debida defensa , con las consec uencias legales y materiales que todo ello acarrea.

El ar tículo 22 por su parte establece lo siguien te:

"Artículo 2 2 . Quedan pro hibidas las penas de mutilación y de infamia, la

marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la

confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales.

No se considerará confiscación de bienes la aplicación total o parci al de los

bienes de una persona hecha por la autoridad judicial, para el pago de la

responsabilidad civil resultante de la comisión de un delito, o para el pago de
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la autoridad judicial, de los bienes, en caso del enr iquecimiento ilícito, en los

términos del articulo 109; ni el decomiso de los bienes propiedad del sente nciado,

por delitos de los previstos como de delincuencia organizada, o el de aquéllos

respecto de los cuales éste se conduzca como dueño , si no acredita la legítima

procedencia de dichos bienes.

No se considerará confiscación la aplicación a favor del Estado de bienes

asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables.

La autoridad judicial resolverá que se apliqu en a favor del Estado los bien es que

hayan sido asegurados con motivo de una investigación o proceso que se sigan por

delitos de delincuencia organizada, cuando se pong a fin a dicha investigación o

proceso, sin que haya un pronunciamiento sobre los bienes asegurados . La

resolución judicial se dictará previo procedimiento en el que se otorgue audiencia a

terceros y se acredite plenam ente el cuerpo del delito previsto por la ley como de

delincuencia organizada, siempre y cuando se trate de bien es respecto de los

cuales, el inculpado en la investigación o proc eso cita dos haya sido poseedor ,

propietario o se haya conducido como tales, independi entemente de que hubieran

sido transferidos a terceros, salvo que éstos acrediten que son poseedores o

adquirentes de buena fe.

Queda también prohibida la pena de muerte por delitos políti cos, y en

cuanto a los demás, sólo podrá impon erse al traidor a la Patria en guerra

extranjera, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ventaja, al

incendiario, al plagiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos

graves del orden militar."

El prim er párrafo del arti culo en comento, proscribe las penas de mutilación

y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la

multa excesiva la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y

trascendentales.
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La prim era prohibición recae sobre las penas que importan un maltrato

fisico y que por ende causan dolor. Estas son la mutil ación , la marca, los azotes, los

palos y el tormento.

La segunda prohib ición recae sobre las penas de infamia que provocan un

menoscabo en el honor de la persona y que traen como consecuencia la deshonra,

el descrédito o la desestimación .

Ejempl o de estas penas son la retracci ón públ ica "que en Francia había sido

abolida por prim era vez en 1791, y despu és nuevamente en 1830 tras un breve

reestablecimiento; la picota se suprime en 1789, y en Inglaterr a en 1837. Los

trabajos públicos, que en Austria, Suiza y algunos de los Estados Unidos como

Pensilvania, hacian pra cticar en plena calle o en el camino real forzados con la

argolla de hierro al cuello, vestidos de ropas multiculores y arrastra ndo al pie la

bala del cañón, cambiando con la multitud retos, injuri as, burl as, golpes, señas de

rencor o de complicidad, se suprimen casi en todas partes afines del siglo XVIII, o

en la prim era mitad del XIX".38

La tercera prohibición versa sobre la multa excesiva y la confiscación de

bienes. La multa entendiéndose como la pena que impo ne la obligación de pagar

una cantidad de dinero al Estado, no esta proscrita, pero la multa excesiva si. Por lo

tanto la consideración sobre el exceso en una multa recae en un juiciu de valor , que

en su caso, realiza el legislador al regular esta pena en las legislaciones sustantivas.

El Código Penal Federal (art ículo 29) establece que la multa consiste en el

pago de una cantidad de dinero al Estado, que se fijarán por días multas, los cuales

110 podrán exceder de quini entos, salvo los casos que la propia ley señale. El día

multa equivale a la percepción neta diaria del sen tenciado, en el momento de

consumar el delito, tomando en cuenta todos sus ingresus. El límite inferior de dia

multa, equivale al salario mínimo general vigente en el lugar en que se consumó el

n FOUCAUI.T, Michel. Vigilar~ast i ga r. Nacimiento de la Prisión. 2"aedición, Editorial Siglo Veintiuno,
México 1996. p. ¡6.
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delito. En este sentido el precepto resulta contradictorio ya que en prim er lugar

señala que la multa no podrá exceder de quinientos dias multa, pero

inmediata mente hace una salvedad , en relación con los casos que la propia ley

señala.

Por su parte el Código Penal del Distrito Federal, (articulo 38) adoptando el

mismo sistema, respecto de los días multa, prevé que la multa no podrá ser inferior

a un día multa ni superior a cinco mil; consideró que una multa de cinco mil días,

sobre la percepción neta diaria del sentenc iado, prevista en éste ordenamiento

resulta excesiva, ya que se tradu ce en la percepción que un sentenciado puede

obtener durante casi catorce años de su vida laboral. Por lo tanto la circunstancia

de que el legislador haya adoptado el criterio de los días multa de acento

fuertemente distributivo, en atenci ón a la desigualdad económica entre las clases

sociales, no lo deja al margen de la crítica.

La confiscación de bienes no es una pena que forme parle de la tradición

punitiva en el derecho mexicano. Las penas pecuniari as por excelencia son la multa

y la reparación del daño, erigida ésta última a la condici ón de pena públic.a a partir

del año de ' 931. Sin embargo hay otras penas que sin recibir la calificación de

pecuniar ias, lo constituyen por su naturaleza, como por ejemplo el decomí so.

El artículo 22 de la Constitución, en su segundo párrafo establece que 110 se

considerará como confiscación la aplicación total o parcial de los bienes de una

persona hecha por una autoridad judicial, para el pago de la responsabilid ad civil

derivada de la comisión de un delito, o para el pago de impuestos o multas. En este

sentido la Cons titución es cuidadosa, ya que no esta ins tituyendo pena alguna, sino

procurando que la responsabilidad civil o las obligaciones tributarias sea n

debidamente cubierta s, en términos de la legislación privada y en materia

tributaria.

Con motivo de las reformas efectuadas a la Constitución en el año de 1983 al

artículo 109, se instituyó la figura delictiva de enriquecimiento ilícito, que se
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insertó en el párrafo segundo infine del artículo en men ción. Dicha figura delictiva

dispu so que dicha conducta fuera sancionada con el decomiso y con la privación de

la propiedad de los bienes objeto del enr iqueci miento ilicito. Estos bienes son los

que el servidor público haya adquirido o respecto de los cuales se conduzca com o

du eño, que hayan aumentando sustancialm ente su patrimonio; es decir aquellos

bienes que con sus emolumentos comunes sería imposible que fueran adquiridos

por éste.

La privación de estos bienes qu e ordena el juzgador en la se ntencia no es

otra cosa que el decomiso de los bienes que haya adquirid o ilícitamente, los cuales

se destin arán al Est ado, según sea su utilid ad, para beneficio de la procuración e

impartición de la justicia o para su inutilización trat ánd ose de bi en es tales como

susta ncias nocivas o peligrosas, porn ografía , etcéte ra .

También se con sidera como no confiscació n, la aplicac ión que hace el Estado

de los bien es asegurados en la ind agat oria, que cause n abandono, en virtud de no

haber sido reclam ad os, en el tiemp o y forma establecidos por la ley, por quienes

tengan la facultad de hacerlo. La aplicación se refier e a los bienes asegurados

tambi én en una invest igación o en un proceso recaíd o en hecho s cons titutivos de

delincuencia organizada, cuando se ponga fin a tal investi gación o proce so sin

pronuncia micnto alguno sobre los bienes aseg urados . La aplicación de la no rm a

exige det erminados req uisitos para su proced en cia : orden a la existencia de una

resolución judicial, la audien cia de terceros, la plen a comprobación del delito

pr evisto como delincuencia organizada y el hecho de qu e en la investigación o

proc eso mencionado haya sid o el sujeto a quien se incul pa poseedor, propietario o

que se cond uzca con algun a de esas calida des res pecto del los aludidos bienes, con

ind epend encia de que éstos hayan sido transferidos a tercero s que no hayan podido

acreditar ser pos eedores o adquirentes de buen a fe.

Como se ase ntó , también se encuentran prohibidas las penas inu sitadas y

trascend entales por la Constitución. En un sentido jurídico las pen as inu sitadas son

aquellas penas que se no encue ntran pr evist as en el ordenamiento jurídico, con lo
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que la prohibición constitucional recaería sob re el legislador en el sentido de que

no le es posible crea r nueva s penas, que por su carácte r inhumano no es factible

reimplant ar .

Las penas trascendentales son aquellas en que la pena va más allá de la

persona que cornete el delito, cuyos efectos recaen, no sólo en el condenad o a ellas,

sino también en otras, verbi gracia en sus familiares. Un ejemplo de dichas penas

podría ser la confiscación total de los bienes y la mul ta excesiva, sin embargo

dichas penas no se limit an a las de natu raleza eminentemente pecuniaria . Tal es el

caso de una pena que impusiera la pérdida de la patria potestad por la comisión de

un delito, privando al descendien te del derecho de convivir y ser vigilad o por el

ascendiente , que ejerce la patria potestad.

El último párrafo del artí culo en comento proscribe la pen a de muert e por

deli tos políticos , especificando que dicha pen a sólo podrá imponerse al traidor a la

patria en guerra extra njera, al parricida , al homicida con alevosía, premeditación o

ventaja, al incendiario, al plagiar io, al saltead or de caminos, al pirata y a los reos de

delitos graves del ord en militar.

En esta disposición también encon tramos una menc ión respecto de los

delitos graves, pero los del orden militar. Es lógico suponer que todo s los delitos

mencionados en este últ imo párrafo son de natu raleza excepcionalmente grave, ya

que los mism os pueden ser sancionados con la máxima pena contemplada en

nuest ro ordenamiento supremo: la pena dc muerte; algunos autores han sostenido

que los delitos graves, son aquellos a los que se les impone la pena de muert e.

"Según William Blacktone, la frase "delitos graves" comprendía las llamadas

felonías y las infraccio nes graves. Los inculpados de felonías eran suscep tibles de

recibir la pena de muerte".39

av INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS . Enciclopedia ¡",idic. Mexicana. Tomo 111, Editorial
Porrúa, S.A., México. 2002. p. 120.
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"Una interpretación parecida se dio en la doctrina mexicana . La

interpretación original de Tena Ramírez (antes de 19 55) se leía de acuerdo con los

delitos no políti cos, no contemplados en el a. 22 constitucional: tra ición a la patria,

parricidio, homi cidio con alevosía , premeditación o ventaja, plagio, incendio

inten cional, piratería y el ser salteador de caminos o reo de otro delito grave del

orden militar. Estos delitos deben considerarse graves precisamente por la

gravedad de la pena, que es la pen a de muertev.w

Pero a mi juicio los delitos graves no se limitan a los men cionad os en el

artículo 2 2 Constitucional, ya que el fin de la norma consist e en limit ar la

aplicación de la pena de muert e para determinados delitos y no precisar los delitos

que se considera n como graves por la ley.

Por último resul ta oportuno mencionar que el Senado de la Repú blica

aprobó el día 17 de marzo de 2 005 una iniciativa para suprimir todo seña lamiento

con relación al lema de la pena de muerte en la Constitución, modificando as í los

artículos 14 y 22 de la Carta Magna. Con 79 votos a favor y dos en contra, el pleno

de la Cámara de Senadores, aprobó el dictamen de las comisiones de Puntos

Constitucionales, de Derechos Hu man os y de Estudios Legislativos, que declaran

abolida la pena de muerte en nuest ro pais.

Con el dict amen aprobado, queda establecido en el artículo 22 constitucional

"la prohibición de la pena de muert e, de mutil ación, de infami a, la marca, los

azotes, los palos , el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la

confiscación de bienes y cualquier otra pena inusitada y tr ascend ental".

C) En el artículo 108

El art ículo 108 de la Constitucíón Politica de los Esta dos Unidos Mexicanos,

establece lo siguiente.

<O lbidem. p. 121.
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"Art ículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este

Título se reputarán como servído res públicos a los rep resentantes de elección

popular, a los miembros de l Poder Judicial Federal y del Pode r J udicia l de l Distr ito

Federal , los funcion arios y empleados, y, en general, a toda persona que desempeñe

un empleo, cargo o comisión de cua lquie r naturaleza en la Administración Pública

Federal o en el Distrito Federal, así como a los servidores del In stituto Federal

Electoral, qu ienes será n res ponsables por los actos u omi siones en que incurran en

el dese mpeño de sus respectivas funcio nes .

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, só lo podrá

ser acusado por traición a la patria y de litos graves del ord en co mú n.

Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas Locales,

los Magistrados de los Tribunales Superiores de .Just icia Locales y, en su caso , los

miembros de los Cons ejos de las Judícaturas Locales, se rá n responsables por

violaciones a esta Cons titución y a las leyes federales, así como por el manejo

indebido de fondos y recursos federales.

Las Cons tituc iones de los Estados de la Rep ública precisa rá n, en los mismos

términos del primer párrafo de este art ículo y para los efectos de sus

responsabilidades, el carácter de servidores públicos de qu ienes desem pe ñen

empleo, cargo o comis ión en los Estados y en los Mun icipios."

El artículo en comento es el primero del titulo cuarto de la Constitución cuya

denominación es "De las responsabilidades de los servidores públicos". Este

articulo y su referido títul o se mant uvieron sin variación durante sese nta y cínco

años.

Pero fue refor mado int egralmente media nt e decreto publicado en el Diar io

Oficial de la Federación el día 28 de diciembre de 1982 , que en esencia se

encuentra vigen te sa lvo las reformas que fueron realizadas medi ante decr etos
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publicados en el Diario Oficial los días 31 de díciembre de 1994 y 22 de agosto de

1996, efectuadas a los párrafos tercero y primero respectivamente, a las que me

referiré mas adelante.

"El propósito de esta reforma fue dar un trato igualitario en la ley a los

servidores públicos y suprimir la idea de fueros, tribunales o privilegios

especiales..."41

En la exposición de motivos de la reforma de 1982 se indic o que "Hay que

establecer las normas que obliguen con efectivida d al servidor púb lico con la

sociedad; para que sus obligaciones no se disuelvan ; y para que el comporta miento

honrado prevalezca".

La iniciativa propuso reordenar el Titulo Cuarto, estableciendo los suje tos a

las responsabilidad es por el servicio público (art ículo 108); la naturaleza de dichas

responsabilidades y las bases de la responsabilid ad penal por enr iquecimiento

ilicito (arti culo 109) ; el jui cio para exigir las respon sabil idad es politicas y la

naturaleza de las sanciones correspondientes (arti culo 110); la sujeción de los

servidores públicos a las sanciones penales y las bases para que no se confunda su

aplicación con represalias politicas (artículos 111 y 112) ; la na tura leza de las

sa nciones administrativas y los procedimientos para apli carlas (a rticulo 113 ); y,

finalmente, los plazos de prescripción para exigir responsabilidades a servidores

públicos (articulo 114).

Es incuestionable que el regirnen de responsabilidades de los servidores

públicos es un signo dist intivo del sistema democrático constitucion al y una de las

caracteristicas esenciales del Estado de derecho para evita r el abu so del poder. Esta

aspiración se ha traducido en los diversos ordenamientos constitucionales que nos

han regido, con la finalidad de lograr el eficaz desempeño de los servidores

públicos.

41 ORTIZ SOLTERO, Sergio. Resrom:.ahilidades Legales de los Servidores Púhlicos. 3;' edición. Editorial
Pcrrúa, S.A. México. 2004. p. I
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Las reformas adoptadas en 1982 denotan una mejor técnica jurídica y

ofrecen un tratamiento ordenado y sistematizado del régimen de responsabilidades

de los servidores públicos.

La primera de innovación de estas reformas, consi stió en modificar el

epígrafe denominado de "las responsabilidades de los funcionarios públi cos"

modificándose por el de "responsabilidades de los se rvidores públicos" dada la

naturaleza del se rvicio a la sociedad que comporta su empleo, cargo o comisión.

Esta mod alidad tambi én debe adoptarse por las cons tituci ones de los

estados de la Repúbli ca, conforme a lo prescrito por el último párrafo del artículo

108 en vigor , que tendrá forzosamente que especificar el caráct er de se rvidores

públicos de qui enes desempeñan un empleo, cargo o comisión en los estados y/o

los muni cipios, cont and o con un plazo de un año de conformidad a lo establecido

en el artículo segundo transitorio del decreto constitucional.

Con es ta nueva denominación (de servidores en vez de funcionarios) se

busca acabar con la prepotencia, negligencia y falta de prob idad que caracteriza a

los servi dores públicos, creando conciencia en la comunidad sobre la función de

servi cio que los mismos realizan y sobre la pertinencia de hacerles exigible el

estricto y caba l cumplimiento de las obligaciones que les son inherentes a su cargo .

El términos generales, el artículo 108 indi ca quienes son sujetos al régim en

de responsabilidades, mencionando que son tod os los servido res públi cos

señalados y en general toda persona que desempe ñe un empleo, cargo o comisión

de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el Distrito

Feder al, qui enes será n responsahles por los actos u omisiones en que incurran en el

desempeño de sus res pect ivas fun ciones.

El texto constitucional anter ior a la reform a se refer ía a la responsabilidad

de los llamados "altos funcionarios" entre los que se incluí an el Presid ente de la
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República , Senadores y Diputados del Congreso de la Unión, Magistrados de la

Suprema Corte de Ju sticia de la Nación, (aunque se debió indi car Ministr os)

Secretarios de Despacho, Procurador General de la República, gobernadores y

diputados de las legislaturas locales. El texto vigente establece la responsabilidad a

nivel constitucional de todos los servidores públicos con indep endencia de su

jerarquía o rango, empleo, cargo o comisión , atendiendo al prin cipio de igualdad

ante la ley.

La reforma efectu ada al párrafo tercero de este artículo, en el año de 1994

tuvo por objeto hacer suj etos respectivamente, de responsabilidad, del juicio

político y de inmunidad procesal a los miembros de los Consejos de las judicaturas

locales. Dicha reform a modifico también los artículos 110 y 111 constitucionales

otorgando a los miembros del Consejo de la Judicatura Federal otorgándoles

inmu nidad procesal y haciéndolos sujetos de jui cio político, debido a la

importan cia de las fun ciones que realizan en le tocante a la integración,

administrac ión y vigilanci a del Poder J udicial de la Fede ración.

La reforma constitucional efectuada al párrafo primero del artículo 10 8 ,

mediant e decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto de

1996, tuvo por objeto suje tar al régimen de res ponsabilidades al presidente del

consejo, los consejeros electorales y el secre tario ejecutivo del Instituto Federa l

Electoral, a fin de fomentar la imparcialidad y la responsabil idad en el desempeño

de estos importantes cargos electorales y en virtud del carácter público de dicho

Institut o y de la delicada fun ción que ejercen dichos funcionarios.

En cuanto al párrafo segundo del artí culo que tratamos, para efectos del

an álisis que se hace sobre los delitos graves, se precisa que el Presidente de la

Repúbli ca, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusad o por traición a la

patri a y delitos graves del orden común.

La doctrina ha insistido en form a reiterada y uniforme sobre la necesidad de

de que se esclarezca el concepto de "delitos graves del orden común", sin emb argo
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el Constituyente Permanente ha hecho caso omiso y ha optado por permanecer en

la indefinición respectiva.

Por lo anterior la doctrina ha propu esto diversas soluciones para esclarecer

este concepto indicando que los delitos graves son aq uellos, en los que el indiciado

o el procesado no tienen el derecho a gozar de la libertad provi sional bajo caución.

Otra corrient e ha sostenido que los delitos graves son aquellos sanci onados con la

pena de muerte, según el articulo 22 constituci onal o bien aque llos que sean

especificados como tales en la propia Constitución o las leyes secunda rias y una

última corriente ha sosten ido que la calificación sobre la gravedad de un delito

corresponde al Congreso de la Unión, quien debe deter minar casuísticamente la

gravedad de los delitos , atendiendo a las circunstancia s del caso concreto y al delito

cometido.

Como ya se comentó las reformas a los ar tículos 16 y 2 0 Constitucional

fracción 1, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de sept iembre de

1993, introdujeron el concepto de delitos graves, en los citados preceptos,

condicionando la procedencia de la orden de detenció n por caso urgente a la

comisión de un delito grave y prohibiendo la concesión de la libertad provisional

bajo caución a los indiciados por delitos de esa natu raleza.

Estas reform as implícitamente obligaron al legislador ordinario ha

establecer cuales son los delitos que deben reputarse como graves para efectos de

ley. Por lo anterior se puede inferir que los delitos graves por los que puede ser

acusado el Presidente de la República son aquellos precisados en las legislaciones

comunes de los estados y del Distrito Federal en acatamiento a dicha reforma

constitucional.

Pero surge el cuestionamiento relativo de si el Presidente de la República

podr ía también se procesado durant e su encargo por los delitos graves establecidos

en el artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, ya que los delitos
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graves por los que se le puede juzgar de conformidad con el texto constitucional

son comu nes, lo que se contrapone a los delitos graves del orden federal.

Por otra parte el término común también puede ser opu esto al término

oficial; es decir los delitos graves pueden ser comunes u oficiales entendiéndose

éstos últimos como aquellos ilícitos que el presidente comete con motivo o en

ejercicio de su cargo. La anterior distinción deriva del texto anterior de este artículo

en que se preveía de manera confusa la responsabilidad de cierto s funcionarios de

la Federación tanto por los delitos comunes como por "los delitos falta s u

omisiones" que cometieran durante el tiempo de su encargo.

Por lo qu e conclu yó qu e lo ideal sería que se men cionaran expresamen te en

la Constitución los delitos por los que puede ser acusado el presidente de la

república durante su encargo, retomado la tradición establecida en las Constituci ón

de 1824, en la que se establecía que el president e podía se r resp onsable durante su

periodo por los delitos de traición cont ra la indepen den cia nacional o la forma

establecida de gobierno y por cohecho o soborno, asi como por actos diri gidos a

impedir que se hagan las elecciones del presidente, senado res y diputados, o a que

éstos tomen posesión del cargo o a que ejerzan las facult ad es que se les atribuyen.

Por último cabe se ñala r que de conformidad a lo establecido en el ar tículo

tant as veces aludido, no se consagra la impunidad del Presidente de la República

respecto de los demás delitos, sino sencillamente se establece la inmunidad

tempor al de mismo, durante el desempeño de su encargo para proteger su alta

investidura y la cabal realizaci ón de sus funciones; una vez concluido el encargo el

Presidente de la República como cualquier ciudadano, puede ser procesado

penalmente ante los tribunales competent es por cualquier delito que haya

cometido.
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CAPÍTULO IV

LOS DELITOS GRAVES Y LA RESPONSABILIDAD PRESIDENCIAL

El cap ítul o que a continuación voy a desarrollar, tiene como finalidad el

dese ntrañar , hasta qué punto el Presidente de la Repúbl ica es responsab le por los

ilícitos o delit os que comete, como sujeto responsable de éstos, los alcances que tal

situac ión pueda tener, la perspectiva de los delitos graves en el orden

constitucional y la forma de hacerl os efectivos, mediante el jui cio político es por

ello que a continuación señalo lo siguiente.

A) Sujeto

"Siguiendo el sistema de la Constit ución Federal norteamericana, nuestras

leyes fund amentales de 1857 y 1917 establecen el depósito del Poder Ejecutivo de la

Federación en un solo indivi duo, denomin ado Presiden te de los Estados Unidos

Mexicanos o Presidente de la República (articulos 75 y 80, respectivamente)". 42

De es ta forma se consagra asi en nuestra Constitución el Ejecutivo

unipersonal , que resid e en un sólo individuo, a diferencia del Ejecutivo plural que

reside en varias personas.

Por ello, el Presidente de la República es el único deposita rio del poder

ejecutivo federal, a qu ien se le encomienda y para cuyo eje rcicio cuen ta con

diversos colaboradores o auxiliares denominados Secretarios del despacho que

tienen asignada una determinada competencia en razón de los diferentes ramos de

la ad ministración pública.

La unipersonalidad del Ejecutivo, consiste en que la fun ción públi ca sólo se

encomienda a un solo individuo y no varios como podrían ser los Secretarios de

Estado, ya que conforme al ord en constitucional, éstos no son depositarios de la

42 BURGOA ORIHUELA. Ignacio. Derecho Constituf1.Qnal Mexicano. 12" edición. Editorial Porrúa, S.A.,
México, 1999. p. 757 .
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misma. Por ello, el sostener lo contrario, es decir que los Secretari os tuvieran el

carácter de deposit arios de este poder, impli caría no sólo el descono cimiento del

sistema presidencial unipersonal, sino la suposición de que el pod er ejecutivo fuera

divisible, de acuerdo a las facultades conced idas a las dependencias y ent idades de

la Adm inistración Pública Federal.

Este elemento dist ingue claramente el sistema presidencial del

parlamentario, en virt ud de que en el segundo la función administrativa se eje rce

por un cuerpo colegiado denominado gabinete que depende di rectamente de la

asamblea de representantes llamada parlament o o congreso.

En cambio en el sistema presidencial el ejec utivo par ticipa con

independencia en la dirección política, design ando libremente a sus colabores

inmediatos, sin necesidad de que pertenezcan al partido predominante en el

Congreso. Por ende no existe en el sistema pres idencial subordinación del

Ejecutivo al Legislat ivo, aunado a que la facultad del Ejecuti vo para convocar a

sesiones extra ord inarias, iniciar leyes y la facultad ele vetarlas , 10 coloca, hasta

cierto punto en una posición de predominio respecto del Legislativo, que al

fortalecerlo provoca al final el equilibrio entre ambos poderes.

El siste ma presidencial unip ersonal que establece la Constitución, se

encuentra basa do en ciertos principios fundamentales a saber: el que prescribe la

elección directa del presi dente, el relat ivo a la irrevocabilidad del cargo y el de la

responsabi lidad de dicho se rvidor público de tan alta investidura .

El primero de estos principios fue junto con el pr incipio de no reelecc ión,

una conquista ele la Revolución mexicana de 1910, que a su vez, justifica el

principio de irrevocabilidad , ya que si la invest idu ra del titul ar ele la presiden cia de

la República emana de la voluntad mayoritari a del pueblo mexican o expresada en

votación directa de los ciudadanos, sería absurdo que cua lquier otro órgano del

Estado, por más encumbrado que se suponga, como el Congreso de la Unión , por

ejemp lo, pudiera removerlo. Sin emba rgo dicho principio no implica que el
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presidente no pueda renunciar a su cargo, aunque la misma debe fundarse en

alguna de las causas graves previstas en la propia Constitución. Tampoco ent raña

que el presidente no pueda ausentarse temporalmente del ejercicio de sus

funciones, ya que el Congreso puede otorgarle licencia , siendo que en ambos casos

la separación definitiva o temporal del presidente queda suje ta a la esti mación del

Congreso, la cual no puede pronunciarse oficiosamente sino previa petición

fundada del aludido fun cionario.

Por 10que hace al último de estos principios es decir el de la resp onsabilidad

relativa del presidente, resulta oportuno recordar que ésta sólo la contrae, durante

el ejercicio de su cargo, por traición a la patria y delitos graves del ord en común

(artículo 108 constitucional).

"Por último, es pertinente formular la observación de qu e la hegemonia del

president e, sus amplias facultades jurídico-políticas y las seguridades

constitucionales que afianzan su sit uación como depositari o uni personal del Poder

Ejecutivo del Estado mexicano, no convierten a dicho alto funci onario, dentro del

ámb ito del Derecho, en un dictador u autócra ta que estuviese en la posición de

legibus solutus como los monarcas absolutos."43

La conducta del presidente, su act uación como titula r del pode r ejecutivo y

todos los actos de autoridad que de éste emanen se encuentran regulados por la

Constitución y las leyes secundarias . Este principio se es tablece con toda claridad

en el artículo 87 constitucional en el que se dispone que el individu o que asuma la

presidencia de la República, al tom ar posesión de su cargo, debe protestar respeto y

sumisión a ambos tipos de ord enamientos y contrae el compromiso de desemp eñar

leal y patri óticamente el puesto que el pueblo le confirió mirando en todo por el

bien y prosperidad de la Unión . Dicha protesta se antoja meramente formali sta ya

que dentro de esta norma no se incluye sanción alguna. Sin emba rgo "los actos

inconstitucionales e ilegales del presidente son susceptibles de impugnarse ante la

'j Ibidem. p. 762
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jurisdicción federal por cualquier gobernado que con ellos resulte agraviado,

mediante el juicio de amparo, cuya procedencia, además de garantizar el régimen

jurídico del país frente a toda autoridad del Estado, excluye por sí misma la

considerac ión de que el poderoso presidencialismo entrañe una dictadura en

Méxíco".«

B) Alcances

Como ya qu edo asentado el poder ejecutivo de la federa ción se deposita en

un solo individuo denominado Presidente de la Repúbli ca. Dent ro de sus facultades

se contemplan la de promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la

Unión, la de designar y remover libremente a sus colaboradores inm ediatos

(Secretarios de Estado), la de dirigir la política exterior , la de convoca r al Congreso

a sesiones extraordinarias, etcétera.

La magnitud de los poderes de derecho y de hecho del titular del poder

ejecutivo lo coloca en un a posición eminen te, respecto de los demás servidores

públicos. Sin embargo esta posición de supremacía no lo exenta de

responsabilidad, ya que en términos generales todo s los servidores públi cos son

responsab les de los delitos y faltas que come tan durante el desempeño de sus

cargos, incluyéndolos asi en el principio de igualdad ante la ley.

Por ello "en un régimen democrático, los tit ulares de los órganos del Estado

o los sujetos que en un momento dado lo personifican y realizan las funciones

enmarcadas dentro del cuadro de sus competencia, deben reputarse como

servidores públicos. Ética y deontológicamente, su cond ucta en el desempeño del

cargo respectivo, debe enfocarse hacía el servicio público en sentido amplio

mediant e la aplicación correcta de la ley".45

« Ibidem. p. 762
4S lbidem. p. 554
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Dicha conducta se encuentra regida principalmente por los principios de

Icgalidad y dc responsabilidad. Los actos de autoridad que violen el primero de

estos principios pueden acarrear su impugnación juridica, a travé s de los medios

juicios o recursos que el ordenamiento jurídico de cada Estado prevea. Al

quebrarse el segundo de estos principios, el servidor puede ser acusado y hacerse

eventualmente acreedor a la imposición de la sanción que constitucional o

legalmente se contemple.

Es asi como el orden de derecho ha establecido un sistema de

responsabilid ades de los servidores públicos , que constituye un requisito

fund amental para el control del ejercicio del poder público; "sin un sistema de esa

naturaleza o con él pero sin que disponga de eficacia normativa , no habrá

democracia, ni Estado de derecho y menos la autodeterminación de la población

del Estado".46

La rcsponsabilid ad de los servidores públicos prevista en el Título Cuarto de

la Constitución Federal "puede ser de naturaleza politi ca, penal , civil y

administrativa, en la inteligencia de que, conforme al texto del artículo 109

constitucional, los procedimientos para la aplicación de las sa nciones disponen de

autonomia por lo que un mismo acto u omisión puede generar dos o mas de esas

respon sabilid ades. Sin embargo la Constitución prohibe terminant emente la

aplicación de sanciones de una misma naturaleza dos o más veces por la misma

conducta."47

Por esa razón me referiré a los tipos de responsabilidad en que pueden

incnrrir los servidores públ icos y el régimen especial sobre la responsabilidad que

atañe al Presidente de la República.

4(, SÁN CHEZ BRJNGAS, Enrique. nerecho ConstitucionaL SI edición. Editorial Porrú a. S.A ., M éxico, 2003.
p. 718
" Ibídem. p. 725
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Por lo que hace a la responsabilidad política se dice que "es aqu ella que

tienen los funcionarios federales cuando con su conducta violen los intereses

públicos fundamentales y su buen despacho y también la que tienen los

funcionarios estatales cuando con su conducta incurran en violación a las leyes

federales y a las leyes que de ella emanen o por el manejo ind ebido de fondos o

recursos federal es"48•

En cuanto a la violación de los intereses públicos y su buen despacho, el

articulo 70 de la Ley Federa l de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en

sus ocho fracciones dispone que:

Artículo 7. Redundan en perj uicio de los intereses públicos fund amentales y

de su buen despach o.

1. El ataq ue a las instituciones democrát icas;

11. El ataq ue a la forma de gobierno republicano, representativo y

federal;

111. Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías indi vi dual es o

sociales;

Iv. El ataque a la libertad de sufragio;

V. La usurpación de atribuciones;

VI. Cualquier infracción a la Constitución a las leyes federales cuando

causen perjuicios graves a la Federación, a uno o varios Estados de la

misma o de la sociedad, o motive algún tra storno en el

funcionamiento norm al de las instituciones;

VII. Las omisiones de car ácter grave , en los términos de la fracción

anterior ;

VIII . Las violaciones siste máticas o graves a los plan es de, programa s o

presupuestos de la Administración Públi ca Federal o del Distrito

<.ORTIZ SOLTERO . Sergio . Responsabilidades Legales de los Servido res Públicos. Op. cit. p.p. 90 Y91
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Federal y a las leyes que determinen el manejo de los recursos

económicos federales y del Distrito Fed eral.

Los sujetos de responsabilidad política, son los servidores públicos

mencionados en el a rticulo 110 de la Constitución Federal , entre los que se

encuentran los Secretarios de Despacho, el Procurador General de la República, los

Senadores y Diputados Propietarios del Congreso de la Unión, los Ministros de la

Suprema Corte de Justicia, los Magistrados del Tribunal Electoral del Poder

Judicial de la Federación, etcétera. También se incluyen como servidores públicos

sujetos al régimen de responsabilidades a los Directores Gen eral es de los

Organismos Públicos Descentralizados, de las empresas de participación estatal y

de los fideicomisos públicos, en atención a que el artículo 93 constitucional, faculta

a las Cámaras del Congreso de la Unión para citar a dichos funcionarios, para que

informen cuando se discuta una ley o se estudie un negocio concerni ent e a sus

respectivas actividades y porqu e tiene a su cargo funciones de mucha

trascendencia, que en caso de incurrir en las conductas infractoras seria n

sancionados con penas políticas, como la destitución y la inhabilitación que van

mas allá de las esferas adm inistrativa y penal.

Esta s sanciones se imponen a través del Juicio Político que es distinto al

Procedimiento para la Declaración de Procedencia, ya que a través del primero se

pretende imponer a los funcionarios federales que violen los inte rese públi cos

fund amental es y su buen despacho , sanciones política s como la destituci ón y la

inhabilitación desde uno hasta veinte años y par a el caso de los funcionarios

estatales se busca obtener una resolución declara tiva del órganos legislativo

federal, que debe hacerse del conocimiento de la legislatura local respectiva, para

que ésta proceda según corresponda cuando con su conducta incurra en violación a. .
las leyes federales, a las leyes que de ella ema nen o por el man ejo indebido de

fondos o recursos federales. A tra vés del segundo que es unicarnaral y por ende mas

expedito, se busca desaforar al servidor púhlieo fed eral para que pueda eje rcitarse

la acción penal , derivada de las denuncias que se presenten en su contra y así estar
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en posibilidades de sujetarlos a las autoridades y al proce dimiento penal relativo,

sin que su propósito sea la imposición de la destitución e inhabilitación.

"Por lo que corresponde al Titular del Poder Ejecutivo Federal puede

asegura rse que carece de responsabilidad pol ítica, en virtud de que si bien es cierto

que el primer pá rrafo del artíc ulo 108 de la Constitución Federal reputa como

servidores públicos a los representantes de elección popular, dentro de los que

debe incluirse al primer mandatario, también lo es que el pr imer párrafo del

artículo 110 no lo incluye como sujeto del Jui cio Político't.w

El artículo 2 ° de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores

Públicos determina que son sujetos de esa ley los servidores públi cos mencion ados

en el párrafo primero y tercero del artículo 108 Constitucional y todas aquellas

personas que manejen o apliqu en recursos económicos federales; asimismo el

artículo 5° de dicha ley indica que son sujetos del juicio político los servidores

públicos mencionados en el párrafo primero del artículo 110 de la Constitución

General de la República. Con lo anterior qued a excluido de la apl icación de dicha

ley el Presidente de la Repúbli ca, con lo cual se corrobora que carece de

responsabilid ad políti ca, ya que durante el tiempo de su encargo solamente podrá

ser acus ado por traición a la patria y delitos graves del orden común.

En cuanto a la responsabilidad penal debe decirse que en un principio todos

los servidores públicos son responsables de los delitos que cometan durante el

desempeño de sus cargos, incluyéndo los así en el principio de iguald ad an te la ley.

Este pr incipio se desp rend e nítidamente de lo dispu esto por la fracción II del

artículo 109 cons tituciona l en el que se institu ye que "La comisión de delitos por

part e de cualquier servidor público será perseguida y sancionada en términos de la

legislación penal".

" Ibidem. p. 95
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"No obstante la Constitución ha querido que du rante el tiempo en que

desempeñen sus fun ciones, algunos de esos funciona rios no puedan ser

perseguidos por los actos punibles que cometieren, a menos que previamente la

autorice la correspond ien te Cámara de la Unión".so De este modo se establece en el

orden constituciona l un sistema, que no erige la impu nidad de los servidores

públicos, sino sólo la inmunidad durante e] tiempo de su encargo.

La inmunidad procesal, recibe comúnmente el nombre de fuero

constitucional y puede "entende rse como la prerrogativa constitucio nal que tiene

ciertos servi dores públ icos, cuando se encuentren en el desempeño de sus

encargos, para no ser suje tos al procedimient o que contempla la ley penal si an tes

no es oficialmente declarada su procedencia por un órgano materialmente

jurisdiccional como lo es la Cámara de Diputados'w

Dicha inmunidad se encuentra consagrada en el artículo 111 de la

Constitu ción Federal en el que se establece que : "Para proceder penalm ente contra

los Diputados y Senadores del Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema

Corte de .lusticia de la Nación, los Magistrados de la Sala Superio r del Tribunal

Electoral, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secr etarios de Despacho, los

Jefes de Departamen to Admi nistrativo, los Diputados de la Asambl ea del Dist rito

Federa l, el Jefe de Gobiern o del Dist rito Federal, el Procurador General de la

República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, así como el

Consejero Presidente y los Consejeros Electorales de l Consejo General del 1nstituto

Federal Electoral, por la comisión de delitos du rante el tiempo de su encargo, la

Cámara de Diputados declarará por mayor ia absoluta de sus miembros presen tes

en sesión, si ha o no ha lugar a proc eder contra el inculpado".

Asimismo en el párrafo cuarto de dicho precepto se establece que : "por lo

que toca al Presidente de la República, sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara

so TENA RAMÍREZ, Felipe. Derecho Cunstitucional Mexicano. 36~ edición. Editorial Porrúa. S.A., México.
2004. p.559
" ORTIZ SOLTER O, Sergio. Responsabilid ades Legales de los Servidores PÚblicos. Op. cit . p. 265
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de Senadores en los términos de l articulo 110. En este sup ues to, la Cámara de

Senadores resolverá con base en la legislación penal aplicable".

El fuero consti tucional del que gozan los altos funcionarios de la federación

tales como el Presidente de la República, los Senadores y Diputados del Congreso

de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, etcétera , no tiene como

finalidad proteger a la persona del funcionario, sino mantener el equilibrio en tre

los poderes del estado para posibilitar el funciona miento normal del gobierno

institucio na l den tro de un régimen de mocrático . "La inmunidad es la protección

que las normas jurídicas ofrecen al desempeño de ciertos cargos públicos que

revisten especial importanci a, con el obj eto de que sus titulares no puedan ser

sometidos a la acción de la justicia de manera inmediata para evitar que se

perturben esas fun cion es 't.ss

"Entiéndase que no se tra ta de pr ivilegios personales ya que éstos se

encuentran prohibidos por los art ículos 12 y 13 cons ti tuciona les que consagran los

derechos de igualdad , en consecuencia, con la inmunidad materi al no se protege al

individuo sino la fun ción que desempeña ".53

Por otro lado el eminente jurista Ignacio Burgoa, sostiene que el fuero

const itucional opera bajo dos aspectos: como fuero inmu nidad y como fuero de no

procesabilidad an te las autoridades jud iciales ordinarias federales o locales. El

fuero como inmunidad, es decir com o privilegio entraña irres ponsabilidad jurídica

y únicamente se cons igna en la Ley Suprema en relación con los diputados y

senadores, en forma absoluta, en el sentido de que éstos "son invio lab les por las

opiniones que manifiesten en el des empeño de sus encargos", sin que "ja más

puedan ser reconven idos por ellas" ; así como respecto de l Pres idente de la

Repúb lica, de manera relativa en términos de los dispuesto por la parte última del

artí culo 108 Constitucional, que dispone que dicho funci onario durante el tiempo

de su encargo sólo puede ser acusado de traición a la patria y delitos graves del

52 SANCHEZ BRINGAS. Enrique. Derecho Const itucional Mexicano. Op. cit. p. 727
Sl Ihidcm. p. 727
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orden común. Por ende el Presidente de la República durante el tiemp o que ejerza

su cargo goza de inmunidad respecto de cualquier delito oficial; pero dicha

inmunidad no significa irres ponsabilidad absoluta, como es el caso de los

Senadores y Diputados del Congreso de la Unión en virtud de una vez expirado el

cargo pued e ser acusado de los delitos comunes y oficiales que hay cometido

durante su gestión guberna tiva, ante el Ministerio Público, entendiéndose que los

plazos de prescripción se inte rru mpen en tanto desempeñe alguno de los encargos

a que hace referencia el arti culo 111 Constitucional.

El fuero que se traduce en la no procesabilidad no implica la

irresponsabilidad jurídica absoluta, ya que los se rvidores públicos con el investidos,

son responsables de los delitos que cometan durante el desempeño de su encargo,

pero no pueden se procesados por lus tribunales ordina rios, hasta en tant o no se

dicte una reso lución, en el llamado Procedimiento para la Declaración de

Procedencia, que los declare desaforados. Como exce pci ón, trat ánd ose del

Presidente de la República, ésta declaración debe ser hecha pur la Cámara de

Senadores, pero en lus demás casos, el órgano competen te para emitir dicha

declaración será la Cámara de Diputados .

No siendo objeto del presente trabajo describir el Procedim iento de

Declaración de Procedencia, basta decir que cuando la Cámara de Diputados,

declara que ha lugar a proceder contra el inculpado, éste quedará inmediatamente

separado dc su encargo y sujeto a la jurisdicción de los tribunales competentes . El

efecto de la Declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado , será

separarlo de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si el proceso culmina

con sen tencia absolutoria, el inculpado podrá reas umir su función. Si la sentencia

fuese condenatoria y se trat a de un delito cometido du rante el ejercicio de su

encargo, no se concederá al reo la gracia del indulto. Si por el contra rio la Cámara

de Diputados declara que no ha lugar a proceder en contra del inculpado, se

suspen derá cualquier procedimiento ulterior mientras subsista la inmunidad

procesal del servidor público, sin que esto, sea obstáculo par a que el proced imiento

penal conti núe cuando el servidor público haya concluido su encargo.
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En cuanto al Presidente de la República, el segundo párrafo del artículo 108

Constitucional, decreta que sólo puede responder del delito de traición a la patria y

de los deli tos graves del orden común. De la expresión "delitos graves del ord en

común" me ocupare mas adelante. Con base en 10 anterior, concluyó que el

Presidente de la República, solamen te es responsable penalmente por los delitos de

traición a la patria y los delitos graves del ord en común, careciendo de

responsabilidad política y administrativa.

Lo anterior obedece a que "el constituyente pretend ió proteger la estabilidad

política de la nación, evitando que el presidente de la República pudiera ser

procesado por cualquier conducta ilícita, lo que facilitaria que los motivos e

intereses personales vuln eraran la investidu ra presidencial r.s- Sin embargo al

intención del const ituyente no fue erigir la impunidad del titular del poder

ejecutivo, ilimit ado que actuara por encima de la ley; sino buscar el equilibrio entre

los poderes Legislativo y Ejecutivo, mediante el establecimiento de una serie de

facultades y controles entre ambos.

Considero que la s ituación excepcional de que goza el presidente tiene

sustento en la voluntad de protegerlo contra la decisión hostil del Congreso que

podria destituirlo del cargo , incluso por una falta leve, si no existiera esta

protección. Al respecto Lanz Duret afirma que: "Mientras en nuestro Derecho

Público esté consagrado el régim en de gobierno presidencial, y el titular del

Ejccutivo tenga facult ades propias de gran importancia nacional, y su poder y

rango sean iguales en teoría a los de los otros órgan os del Estado, será siempre de

conveniencia política no subaltern arlo a los otros poderes y menos exponerlo a la

destitución de su cargo y a su anulación por acuerdo de cualesquiera de los otros

órganos nacionales. Mucho menos todaví a hacerlo blanco de las acusacion es

frecuentes, violentas y apasi onadas de los miembros del Congreso. Claro que no

pedimos la irresponsabilidad del Presidente y menos la dictadura constitucional del

" Ibidcm . p. 734
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mismo, especialmente en nuestro pais, sin educación cívica para resistirle y sin

instituci ones consolidadas para limitarlo y refrenarlo; lo que buscamos es la

efectivi dad en las responsabilid ades para el desenvolvimiento de nuestras prácticas

de gobierno".55

Pero dejando a un lado las argumentos sobre la pertinencia del fuero

otorgado al Presid ente de la República, considero que la ley secundaria debe

precisar los delito s que comprend e la frase traici ón a la patria y delitos graves del

orden común, ya que ante la indefinición, puede cometerse una injusticia en contra

del presidente o bien pueden quedar impunes sus actos, al abrigo de su

irresponsabilidad política.

Del procedimiento para exigir la respon sabilidad presidencial me ocupare en

el apartado referente al juicio político. Por último y por lo que hace a la

responsabilid ad penal del presidente sólo me resta precisar que el presidente sólo

puede se r acusado por delitos cometidos durante el desempeño de su cargo y no

por otros anteriores, ya que lo que se pretende es remover al que ha abusado de sus

facultades, precisam ente en el ejercicio de su función y que el artículo 109 in fine de

la Constitución Federal concede acción popular para denunciar ant e la Cámara de

Diputados los delitos de los altos funcionarios públicos de la federación, quedando

desde luego incluido, en este precepto el presidente de la república.

Respecto de la responsabilidad administrativa, basta señalar que el

President e de la República queda libre de la misma , por las propias razones

expuestas al referirme a la responsabilidad política.

En lo tocante a la responsabilidad civil, señalo que el antepenúltimo párrafo

del art ículo 111 de la Constitución Política, de manera simple prevé que "en

demandas del ord en civil que se entablen en contra de cualquier servi dor público

no se requerir á declaraci ón de procedencia ". Siendo cIaro que la responsabilidad

ss LANZ DUREr , Miguel. Derecho Constitucional Mexicano. 5&edición. Editorial Continental, M éxico,
1959. p. 372
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civil de los servi dores públicos no se restringe a sus actos como particulares, sino

también a todos aq uellos que en le desempeño de su cargo o con motivo del mismo,

dolosa o culposamente ejecuten, causando un daño al Estado o los particulares, que

de origen a la obligación reparatoria o indernnizatoria correspondiente. Al

respecto, cabe aludi r la reforma a los artículos 1916, 1927 Y 1928 del Código Civil

Federal en la que se contempla la responsabilidad objetiva del Estado por los daños

morales o materiales y perju icios causados por sus servido res públicos con motivo

del eje rcicio de sus atribuciones, precisánd ose que dicha responsabilidad será

solidaria tratándose de actos ilícitos dolosos y subsidiaria en los demás casos .

C) Perspectiva d e 10 5 delitos gr a ves en el orden constitucional

Existen diversas tesis explicativas que prete nde n determina r los delitos

graves del ord en comú n mencionados en el pá rrafo segundo del artícu lo 108

constit ucional. La primera de estas tesis sostiene que los delitos graves del ord en

común son aquellos que privan al inculpado de la garantía libertad provisional bajo

caución prevista en la fracción 1 del apa rtado "A" del articulo 20 Constitucional.

Manuel Herrera y Lasso considera que la regla para determi nar cua les son los

delitos graves del orden común se encuentra contemplada en la prop ia

Constitución. La fracción en comento, a la que ya me he referido, prevé que en todo

proceso penal el inculpado tendrá la garantía de g07.,r de la libertad provisional

bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos que, por su graveda d, la ley

expresamente pro hiba conceder dicho beneficio . Para determina r que delitos son

considerados como graves debemos recurrir a la legislación procesal secundaria en

la que se han adopta do principa lmente dos sistemas tendientes a determinar la

gravedad de los delitos . Como se preciso en el capítu lo primero, el Código Federal

de Procedimientos Penales, opta por esta blecer mediante un listado los ilícitos que

se reputan como graves para todos los efectos legales. Por Sil parte el Código de

Procedimi entos Pen ales para el Distrito Federal, adopta un criteri o general ,

determinando que los delitos graves son aquello s sancionados con un pena

corporal cuyo término medio aritmético excede de cinco años, seña lando que el
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término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la pen a mín ima y

la máxima del delit o de que se trate y dividirlo entre dos .

Una segunda tesis sostiene que los de litos graves del orden común son

aquellos en los que la pena de muerte puede se r impuesta. Sin embargo recha zó

este postulado en virtud de que como se estableció en el ap artado relativo al

articulo 22 cons titucional, la pena de muerte próxi ma mente se rá eliminada del

catálogo de penas a nivel consti tucional.

La tercera tesis que pretend e precisar cuales son es tos delitos sustenta que

los delitos graves son aquellos expresa mente determ inados en la Cons titución o en

la ley reglamen taria. Según esta tesis no existe actua lmente la posibil idad de

determina r cuales son los deli tos graves del orde n común. Al respecto Tena

Ramírez manifi esta qu e: "rompiendo con todos nu estro precedentes

constitucio nales, que hab ían sido en el sentido de especificar limitat ivamente los

delitos de que era responsable el Jefe del Ejecutivo, la Consti tución de S7 introdujo

la fórmu la que se conse rva en la vigente , Con ella se abre la puerta para un posible

ate ntado const itucional del Congreso en contra del Presidente. En efecto, si la ley

reglamentaria no enumera los delitos graves del ord en común por los que puede

se r acusado dicho fun cionario (y la omisión existe en la ley actual), queda a

discreción de las Cámaras calificar en cada caso la grave da d de los delit os y con ello

esta a merced de las mism as la suer te del J efe del Estado . El peligro se ate núa si

por mandamiento cons titucio nal es en la ley donde debe cons tar la clasificación

respectiva, tal como lo propuso la reform a de 47 con la formula "delitos gra ves

ordinar ios del orde n federal o local que determine la ley". Pero aún con esta

modificación, que ten dría la ven taja de de juzgar el caso conforme a una norma

conocida y anterior, hay la posibil idad de que el Congreso trate de sojuzgar al

Presidente mediante la expedició n de una ley de tend enci osa severida d't.e" Cabe

señalar que el proyecto de reformas de 1947 a la que se refiere Tena Ramirez, de

tendencia legalist a, no fue aprobada.

~6 TENARAMIREZ, Felipe. Derecho Constitucional Mexicano. Op. cit. p. 576
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Una cuarta y última tesis respecto de los delitos graves del orden común, es

la que expresa que son aquellos delitos, que a juicio del Congreso de la Unión se

determinen casuísticamente. "Thornas Cooley consideró que la determinación de

los delitos e infracciones graves debía estar cargo del Congre so, apreciando caso

por caso los delit os de los funci onarios inculpados. Las crít icas en México de Tena

Ramírez y Juan .José González Bustamante han sido contundentes para alejar del

arb itr io del Congre so la determinación de tan importante materia" .57

"Cabe advertir también que se ha hecho refer encia a los "delitos graves"

previstos en las diversa s legislaciones de las entidades federativas por estimar que a

ellas correspo nde "el orde n com ún", en tanto opuesto al "orde n feder al .,;' •...por lo

que surgiría la duda de si el Presidente de la República podria también ser

penalmente procesado por los delitos graves previ stos en el artículo 194 del Código

Federal de Proced imientos Penales, si bien par eciera que la conclusión debiera se r

negativa, si se atiende a la proscripci ón de la analogía y la mayoría de razón en esta

materia según el invocado precepto 14 constitucional".SR

En obse rva ncia a es te pri ncipio también puede expres arse que "la Cámara de

Senadores, a la que inc umbe juzgar al Presidente, por algún delit o grave del orden

común, debe apreciar necesariamente si el hecho o hechos denunciado s que se

imputen a dicho alto fun cionario o no tienen legalmente ca rác ter delictivo, cuya

gravedad obviamente la predetermina el legislad or al restabl ecer la pena

respectiva" 59 Por otra parte nadie puede du dar qu e los delit os graves previstos en

el ar tículo 22 Cons titucional son de nat uraleza excepcionalmente grave, y que su

comisión eventua l originaria la responsabilid ad del Presidente de la República.

" INSTITUTO INVESTIGACIONES JURíD ICAS. !) iccionario Jurídico Mexicano. Tomo 111. Op. cit. p.
121.
" INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS ConSlituci6n Pol itica de los Estados Unidos
Mexicanos Comentada y Concordada. Tomo IV Op. cit. p. 178
" BURGOA. ORIGUELA; Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Op cit. p. 562
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Pero en opinión de Jorge Carpizo, la int erpretación de la frase "por traición

a la patria y delitos graves del ord en común" no debe ser interpretada en form a

restrictiva "porque si no, équ é se podría hacer jurídicamente ante un presidente

que aboliera el s istema republicano y decidiera reelegirse, que suprimiera el poder

legislativo o judicial, el siste ma federal o las gar antias constitucionales? Cont estar

que nada se puede hace r, equivaldria a manifestar que la constitución es , corno ya

hemos dicho, una serie de declaraci ones sin 'vi gencia, o vigentes eonforme a la

voluntad presidencial.. .".6o

"En consecuencia la frase en cuesti ón (es decir la que limita la

respon sabilidad del presidente sólo por el delito de traición a la pat ria y delito s

graves del ord en común) hay que interpretarla en el sentido de que el president e es

responsable si rompe o trate de romper el orde n consti tu cional , o si no cumple sus

obligacion es constitucionales y este incumplimiento quiebra el siste ma de

gobiern o".l"

Por ello en opmion de Tena Ramírez "parece aconsejable por todo ello,

reanudar la tradición int errumpida en 57, (refiriéndose a la Cons titución de 1857)

especificándose concreta mente en la Constitución los delitos por los que puede ser

acusado el Presidente de la Repúbli ca, durante el tiempo de su encargo".62

Aclarándose que dicho ordena miento supremo conside raba resp onsable al

presidente - además del delito de tra ición a la patria y de los delitos graves del

orde n común - por violación expresa de la Constitución y ataqu es a la libertad

electoral.

D) El Juicio Político

60 CARPIZü. Jorge. El Presidencialismo Mexicano. l J a ed ición. Editorial Siglo Veintiuno, México 1996. P
212
" Ibidom p. 212 Y213
62 TENA RAMÍREZ. Felipe. Derecho Constitucio nal Mexicano. Op. eit. p. 576.
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"Por JUICIO político se entiende, el procedimiento materialment e

jurisd iccional de carácter político, instaurado por las Cámaras del Congreso de la

Unión en contra de algún funcionario públic o menci onado en el articulo 110

constitucional, por la comisión de conductas que originan la responsabilidad

política y que son violatorias de los in tere ses públicos fundamentales y su buen

despacho, para los funcionarios federale s, o por violaciones a la Constitución

Federal y las leyes que de ella emanen o por manejo indebid o de recursos o fondos

federales, para los funcion arios estatales 't.sa El ju icio políti co tien e por objeto

únicamente destitui r o inh abilitar a los servidores públi cos men cionados en el

artí culo 110 Constitucional , sin que se les prive de su libertad , patrimonio o vida.

Desde otro punto de vista el Juicio Político constituye el úni co inst rumento

que posee el poder legislativo para hacer prevalecer la Constitución cont ra actos

que la contravienen. "Sus orígenes se remon tan a los procedimi entos judiciales que

los Parlam entos europeos , particularmente el ingles, substanciaban contra

cualq uier persona (juicios por comisión, bilis of uttuinder) por delitos y faltas que

estos mismos órganos consideraban como delitos e infra ccion es a las leyes por ellos

expedídas.e-

La intención del Juicio Político es sa nciona r politicam ente a los funcionarios

de alta jerarquia, sobre sus faltas que no son necesariamente delitos. "En México

result a mas clara la diferencia entre las violaciones a la Constitución y a las leyes,

como causal diferenciada de los delitos, que son violaciones a las leyes penal es

exclusivamente, que en los Estados Unidos. En ese país la frase de "delitos e

infracciones graves" esta interr elaciona da, mientras que entre nosotros, los

parámetros constitucional es tiend en a separar nítidamente la responsabilid ad

penal de la polít ica".65

6l ORTIZ SOLTERO, Sergio Monscrrit . Op cit. p. 107
" COLEGIO DE SECRETARIOS DE LA SCJN. Derec ho Procesal Constituciona l. Tomo 11 4' edición.
Editorial Porrúa, S.A., México 2003. p. 1319
6l Ibídem. pp. 1326 Y 1327
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Por lo que hace al procedimiento de Juicio Político resulta adecuado hacer

las explicaciones siguientes:

El juici o político sólo podrá instaurarse en contra del servidor públi co,

durante el desarrollo de su empleo, cargo o comisión y dentro de un año despu és a

la conclusión del mismo . L 1S sanciones respectivas deberán aplica rse en un plazo

no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento.

En todas las cuestiones relativas al procedim iento de Jui cio Político, que no

se encuentren previ stas en la Ley Federal de Responsabilidad es de los Servidores

Públicos, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones

del Código Federal de Procedimientos Penales. Asimismo se at en derán las del

Código Penal Federal.

El procedimiento de Jui cio Político se inicia con la denuncia, que dehe ser

presentada por escrito ante la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados y sólo se

le dará trámite cua ndo sea dirigida en contra de alguno de los servi dores públicos

mencionados en el arti culo 110 constitu cional. Dicha denuncia puede ser

presen tada por cualquier ciudada no o autoridad tales como el Minister io Púhlico,

la Secretaría de la Función Pública, a través de sus distintos órganos, los

President es de la Cámara de Diputados y Senadores, etcétera. Los efectos

inmed iatos de la denuncia presentada en contra del servidor público, dependen de

la gravedad de la conducta infractora; en tanto que si la conducta infractora no es

constitutiva de delito a juicio de las Cámaras del Congreso dc la Unión, en el

ámbito de sus respectivas competencias, instruirán el Juicio Político. La denuncia

debe ser ratificada dentro de los tres días naturales siguientes contados a partir de

la fecha dc presentaci ón de la misma . La falta dc este requisit o conlleva a que se

tenga por no prese ntada la denun cia y se deseche de plano, sin perj uicio de que los

derechos del de nunciante queden reservados para hacerlos valer cuando así le

convenga, ya que las conductas infractoras que cometa el servidor público, son dc

inter és púhlico.
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Una vez ratificada la denuncia, la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados

deberá turnarla a la Subcomisión dc Examen Previo para su trámite; asimismo,

aquella dará cuenta del turno a cada una de las coordinacion es de los grupos

parlamentarios representados en la Cámara de Diput ados . La Oficialía Mayor de la

Cámara de Diputados deberá remitir a la Subcomisión de Examen Previo las

denuncias que se presenten, por riguroso turno.

La Subcomisión de Examen Previo procederá, en un plazo no mayor a

treinta dias hábiles a det erminar: a) Si el Servidor Públi co denunciado esta

comprendido dentro de los servidores públicos a que se refieren los párrafo

primero y tercero del artículo 108 de la Constitución Federal, en concordancia con

el artículo 2° de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; b)

Si la conducta atribuida al servidor público presunto responsable corresponde a

alguna de las enumeradas en el articulo 70 de la Ley de la Materia; y e) Si existen

elementos de pru eba suficientes para presumir que la conducta infractora del

servidor públi co permite incoar el juicio político.

En cuanto a los efectos del Dictamen de la Snbcomisión de Examen Previo

debe indicarse que si la citada Subcomisión determina: a) que el servidor público

no es de los conside rados en el artículo no constitucional , como suje to de Juicio

Político, deberá desechar de plan o la denuncia;. b) Si por el contrario, considera

que sí es un servidor público de los mencionad os en el art ículo 110 constitucional

como suje to de Ju icio Político, pero su condu cta no puede enmarcarse en alguno de

los supues tos contemplados cn el articulo 7° de la Ley Federal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos, por no conta r con elementos de

prueba suficie ntes, entonces deberá desechar de plano la denuncia, sin perju icio de

que la presen tación de pruebas supervenient es obliga a la Subcomisión a realizar

de nueva cuenta el estudio de la denuncia que hubiese sido desechada por

insuficiencia de pruebas ; e) Si la Subcomisión considera qu e el servidor público si

es sujeto de Juicio Político y que su conducta se encuentra en alguna o algunas de

las hipótesis previstas en el artículo 7° de la Ley de la Materia , por contar con los

elementos de pru eba suficientes, en este caso deberá pronunciarse declarando
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procedente la denuncia y la turnará al Pleno de las Comisiones Unidas de

Gobernación y Puntos Constitucionales y la de J usticia, para form ular la resolución

correspondiente, y hecho que sea, ordenar su turno a la Sección Instru ctora de la

Cámara de Diputados.

La resolución que determine el desecharn íento de la denuncia por parte de la

Subcomisión de Examen Previ o, podrá ser revisada por el Pleno de las Comisiones

Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de J usticia, a petición de

cualquiera de los Presidentes de dichas Comisiones, o en su defecto a petición de

cuando menos el diez por ciento de los diputados integran tes de ambas

Comisiones . La revisión solo proced e cuando se desecha la denuncia.

Una vez que el Pleno de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos

Constit ucionales y de Ju sti cia, formulen la resolución correspondiente y ordene n

su caso, el turno a la Sección Inst ructora de la Cámara de Diputados, ésta deberá

practicar todas las diligencias necesarias para la comprobación de los hechos

motivo de la denuncia, precisando la conducta infractora, asi como sus

carac terís ticas, las circunstancias del caso denunciado y la inte rvención del

servidor público denunciado. La Sección Instructora podrá cita r al denun ciado para

que comparezca o conteste por escrito los requerimientos que se le hagan.

La Sección Inst ructora cuenta con un plazo no mayor de sese nta días

naturales, contados a par tir de la fecha en que se le haya turn ado la denuncia para

agotar todas las diligencias y formular sus conclusiones. Este plazo podrá

prorrogarse por una sola vez por un plazo de quince días más. Los plazos se

entienden comprendidos dent ro del periodo ordinario de sesiones o bien dentro del

siguiente ordinario o extraord inario.

La Sección Instructora abrirá un periodo de pru eba de treinta días naturales

dentro del cual recibirá las pruebas que ofrezca el denunciante y el servidor

público, asi como las que la prop ia Sección estime necesarias. Si al concluir el plazo

señalado no hubiese sido posible recibir las pruebas ofrecidas oportunamente, o es
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preciso allegarse de otras, la Sección Instructora podrá ampliarlo en la medida que

result e es trictamente necesaria.

Concluido el periodo probatorio, se pondrá el expediente a la vista del

denunciante para qu e en el término de tres días tome los datos que a su juicio sean

procedentes para formular sus alegatos. Concluido este término se dará otro tanto

al servidor públ ico in culpado, para los mismos efectos.

Dentr o de los seis días naturales siguientes , contados a part ir de la

conclusión del segundo plazo mencionado, las partes deberá n presentar sus

alegatos por escrito.

Concluido el plazo para la presentación dc alega tos, se hayan o no

formul ado, la Secció n Instructora emitirá sus conclusiones con base en las

constancias y actuaciones procesales. En caso de que la Sección Instructora

concluya que el se rvidor público acusado es inocente, propondrá a la Cám ara de

Diput ados que declar e la improcedencia de la denuncia . Si por el contra rio la

Sección Instructora concluye que el servi dor publico denunciado es responsable,

propondrá a la Cámara de Diputados la aprobación de lo siguiente: a) Que esta

legalmente comp robada la conducta o el hecho material de la denuncia; b) Que se

encuentra acreditada la resp onsabilidad del servido r público denunciado; e) La

sanción que debe imponerse y d) Que en caso de que se encuentre aprobado todo lo

anterior se envíe la declaración correspondiente a la Cámara de Sen adores, par a la

continuación del juicio. Esta declaración surte los efectos de la acusación.

La Sección Instructora entregará sus conclusiones a los Secretarios de la

Cámara de Diputados, para que den cuenta al Presid ente de la misma. El. .
Presidente de la Cámara de Diputados convoca rá a sus miembros para resolver

sobre la imputación, dentro de lus tr es dias siguientes. Lo anterior se notifi cara a

las partes para que ante el Pleno de la Cámara de Diputados, aleguen lo que a su

Derecho convenga.
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El día y hora señalados el Órgano Legislativo se en gira en Órgano de

Acusación. Una vez que las partes formulen sus alegatos y reti rados que sea n, los

miembros de la Cámara de Diputados discutirán sobre las conclusiones em itidas

por la Sección Instructora y determinarán sobre la procedencia de la acusación.

En caso de que la Cámara de Diputados, resuelva que no procede acusar al

servidor públi co, éste con tinuará en el ejercicio de su cargo.

En caso de que dicha Cámara resuelva que si procede acusar al servidor

público, se presenta rá la acusación ante la Cámara de Senad ores , designad o a tres

de sus miembros, que int egraran comisión, para que sostengan la acusación ante el

Senado.

Recibida la acusación en la Cámara de Senadores, se turnará a la Sección de

Enjuiciamien to, la que emplazará a la comisión de Diputados, que deba sostener la

acusación, así como al servido r público denunciado y a su defensor.

La comisión de Diputados, el funcionario inculpado y su defensor , deberán

present ar por escrito sus alegatos, dentro de los cinco día s naturales s iguientes

conta dos a partir de la fecha en que hayan sido emplazados.

Tran scurrido el plazo, se hayan presentado los alegatos o no, la Sección de

Enjuiciamient o de la Cámara de Senadores, form ulará sus conclusiones con base en

las consideraciones hechas en la acusación y propondrá la sanción que deba

imponerse al servidor público responsable y las remitirá a la Cá mara de Senadores,

por condncto de la Secretarí a de dicha Cámara. Las conclusiones deben encontrase

debidamente fundadas y motivadas . La Sección de Enjuiciamiento podrá escuchar

directamcntc al acusado y podrá disponer dc la práctica de otras diligencias, si así

lo considera convenien te.

Rccibidas las conclusiones, la Cámara de Senadores se erigirá en Jurado de

Sent encia y cita rá, dentro de las veinticuatro horas siguientes a parti r de la
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recepción de la acusación, a los miembros de la comisión acusadora de la Cámara

de Diputados, al acusado y a su defensor. El día y hora señalados, el Presid ente de

la Cámara de Senadores la declarará erigida en .Jurado de Sentencia, procediendo

en primer término a dar lectura de las conclusiones formuladas por la Sección de

Enjuiciamicnto. Posteriormente se hará constar de que fueron cumplidas en sus

térm inos y sin excepción todas y cada una de las etapas del procedimiento

establecido por el Titulo Segundo de la Ley Federal de Responsabilidades de los

Servidores Públicos. Hecho lo anterior se concederá el uso de la palabra a la

comisión de acusación de diputados y al servidor público o a su defensor o a

ambo s.

Retirado el servi dor público y permaneciendo los diputados comisionados se

procederá a discutir y votar las conclusiones y a aprobar los puntos de acuerd o. El

Presidente de la Cámara de Senadores hará la declar atoria respeti va, la cual podrá

ser conde natoria o absolutoria. En caso de que sea condenatoria el servidor público

quedará definitivam ente separado de su encargo. Asimismo se pondrá imponer al

servidor público responsable la sanción por inhabilitación que se determine. Cabe

señalar que el servidor público destituido mediante el procedimiento de Jui cio

Politico, también podrá ser sancionado con la pérdida de la inmunidad procesal,

tratándose de los servidores públicos que gozan de este fuero, ya qu e la separación

del cargo implicaría la pérdida de la inmunidad de la que gozan, aunque dicha

sanción no este conte mplada en la Constitución, ya que como se afirmó, resulta una

consecuencia de la destitución.

En tanto a la relación entre el Ju icio Político y la responsabilidad penal del

presidente de la República, consideró indispensable efectua r los siguientes

apuntamientos:

En form a similar al texto ant erior a la reforma, los párrafos segundo del

artícu lo 108 y cuarto del i n constitucionales eu vigor, establecen que el presidente

de la República sólo puede ser acusado por la Cámara de Diputados por tr aición a

la patria y delitos graves del ord en común, debiendo resolver la Cámara de
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Senadores, en los términos del articulo 110, con base en la legislación penal

aplicable.

De este modo a diferencia de los altos servidores públicos mencionados en el

párrafo prim ero del artículo 111 , respecto de los cuales sólo se requi ere la anu encia

de la Cámara de Diputados para que se pueda pro ceder penalmente en su contra,

en el caso del presidente de la Repúbliea, se establece un requisito mas complejo

para preservar así la continuidad de le relevante funci ón constitucional del

Ejecutivo Fede ral, previniéndose para el efecto una doble instancia, tanto la

Cámara de Diputados como la de Senad ores, que debe agotarse para proceder en su

contra. Incluso a diferencia del resto de los se rvidores públicos que gozan de fuero,

los cuales de haberse declarado que ha lugar a pro ceder en su contra, quedan a

disposición de las autoridades competcntes, en el caso del presidente de la

República es la propia Cámara de Senadores a la que le correspond e, siguiendo el

procedimiento previsto en el artículo no, imponer la sanción prevista en la

legislación penal aplicable.

Atento a lo antes expuesto, puedo sustentar validamente que el presidente

de la Repúbli ca no puede ser sometido pr opiamente a los procedimientos de Juici o

Político o de Declaraei ón de Procedencia, pero si a un procedimiento penal en los

términos del articulo 110 constitucional, que tendrá como objeto imponerle una

sanción penal , en caso de que la Cámara de Diputados, con base en la Denuncia

presentada por cualquier ciudadano o persona moral, decida acusarlo ante la

Cámara de Senadores, por la comisión del delito de traición a la patria o delitos

graves del orden común, ya que el único de los altos empleados p úhlicos que no

puede ser destituido o desaforado por esos procedimientos.
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CONCLUSIONES

P R I M E R A: El conjunto general de condiciones, requisitos, elementos o

circunstancias previas a que debe sujeta rse una eiert a act ividad estatal au toritaria,

para generar una afectación válida de diferente índole en la esfera del gobernado,

integrada por el súmmun de sus derechos subjet ivos, constituye la seguridad

jurídica .

Por ende, un acto de autoridad que afecte el ámbito jurídico pa rticular de un

individuo como gobernado, sin observar dichos requisitos, condiciones, elementos

o circunsta ncias previos, no será válido a la luz del Derecho.

S E G U N D A: Considero que, son delitos graves todos aquellos que hacen

improcedente el otorgamiento de la libertad provisional, o los que se hallan

sancionados con pena de prisión cnyo término med io aritmético es superior a cinco

años. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el articulo

décimo sexto utiliza el concepto delíto grave para los fines de la detención en el

supuesto de urgencia y delincuencia organizada. Por ello, el delit o grave ju stifica

una detención ord enad a por autor idad administrativa, como salvedad a la regla

garantizadora del orden judicial, asimismo, ju stifica también la prolongación del

periodo de detención ante el Ministerio Público.

TER C E R A: De acuerdo a la Constitución Nacional no pueden imponerse a los

individuos penas de carácter infamante, no obstan te, que sea grave el delito

cometido o la irr egularidad que ésta person a presenta; de tal forma que todos los

sistemas de tormento que existían en la antigüedad han quedado abolidos, a part ir

de la creación de los sistemas modernos de Derecho, conforme a los cuales las

personas se encuentran protegidas en su int egridad física para que no se les

presione con el fin de aceptar haber cometido alguna falta o delito. Menos a ún se

puede sancionar a una persona con daños físicos, como castigos o represiones.
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También son penas infamantes la confiscación de bienes, en virtud de la cual se le

qu itan todas las propiedades a una persona con motivo de alguna deuda. Sin

embargo, la misma Constitución acepta que no se considerará confiscación de

bienes la aplicación tot al o parcial de los bienes de una persona hecha por

autoridad judicial, para el pago de la responsabilidad civil resultant e de la comisión

de un delito, o para el pago de impuestos o mult as. Tampoco se considera ra

confiscación el decomiso que ordene I autoridad judicial de los bienes en caso de

enriquecimiento ilícito.

e u A R T A: Nuestra Carta Magna acepta la privación de la vida; esto es, la pena

de muerte cuando los delitos adquieren una calificación de importante y que ello se

encuentre regulado en las leyes penales correspo ndientes. Est a pena se puede

aceptar exclusivamente por las faltas señaladas en el artíc ulo vigésimo segundo. Sin

embargo dicha pena tiende a quedar desterrada de nuestro ordenamiento

constitucional, de acue rdo a la iniciativa de ley aprobada por el Senado de la

República el 17 de marzo de 2005.

Los Estados de la Repúbli ca y el Distrito Federal tienen su propio Código Penal y en

todos ellos se ha suprimido la pena de muerte para éstos delitos gravísimos; en su

lugar se han colocado con la privación de la libert ad por un núm ero considerable de

años, que generalmente es de 40; puede decirse que la pena capit al está

prácticamente erradicada de nuestro sistema legal. No obstante, sigue subs istiendo

a nivel de Car ta Magna, para que si las condiciones se justifican pueda implantarse

de nuevo. Es el caso de los delitos del orden militar , que contin úan reseñando la

pena de muert e por motivos disciplinarios.

Q U 1 N T A: La idea de responsabilidad es inseparable de la idea del ejercicio de

las funciones pública s. y aún en los gobiernos que se han llamado a sí mismos de

derecho divino, se ha admitido la responsabilidad ante Dios, ya que ante el pueblo

el gobierno se hacia superior e irresponsable.

Neevia docConverter 5.1



128

S E X T A: En vano sería esforzarse en demostrar la necesidad y la justicia de la

responsabilidad de los funcionarios en una sociedad que ha estab lecido como un

prin cipio fund amental de sus insti tuciones pública s, que todo pod er dimana del

pueblo y que el gobie rno se establece para bien del mismo pueblo, que en este

reside la soberanía y que el ejercicio del poder es delegado por el pueblo a los

funcionarios creados por la Const itución.

s É P T 1 M A : Los Estados tienen el deber de resp eta r, cumplir y hacer cumplir

los preceptos de la Constitución Federal. El poder legislativo, como antes se ha

visto, no puede cometer una violación de la especie referida, sino en virtu d de actos

legislativos que tienen que sur tir su efecto por la acción del poder ejecu tivo y

respecto de los hombres individualmente ó de la entidad federal.

o e T A V A: El President e de la República goza de inmunidad para el per iodo de

su encargo y aunque con ello se lesiona el principio democráti co, se mantiene este

privilegio por estimarse peligroso para la seguridad nacional el darle trato

igualita rio en la ley a quien tiene a su cargo la representación del Estado Nacional.

Considero que el Pres idente de República, como cualquie r otro ciudadano deberá

respo nde r de los delitos graves del orden común que éste com eta, como motivo

delimitante a dicho poder,

N O V E N A: Por virt ud, de la unipersonalidad en la titular idad del órgano

ejecutivo supremo estatal, en el presidente se concentran las más importantes y

elevadas facultad es administrativas, las cuales, unidas a las que tiene dentro del

proceso de form ación legislativa y como legislador excepcional, lo convierte n en un

funcionario de gran significación den tro del Estado; no dependiente de la asamblea

legislativa sino vinculado 11 ella en relaciones de interdependencia y en cuyo ámbito

goza de una amplia autonomia que lo releva del carácter de mero ejecuto r de las

decisiones congresionales, como son las leyes y decretos.
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D É e 1 1\'1 A: La separación defin itiva o temporal de l presiden te queda sujeta a la

est imación congresional, la ' cua l no deb e formularse oficiosamente sino previa

peti ción fundada del propio funcionario, exigencia que corrobora el prin cipio de

irrevocabilidad. Por último, en lo que toca a la responsabilidad relativa del

presidente, debemos recordar que ésta sólo la contrae, durante el ejercicio de su

cargo, por traición a la patri a y delitos graves del orden común.

D É e 1 1\'1 A P R 1 1\'1 E R A: La conducta pública del pres idente, su actuación

como órgano administrativo supremo y tod os los actos de autor idad en que una y

otra se traducen, están regidos jurídicamente por la Const itución y por la

legislación secunda ria en general. Este principio se procl ama en el artículo 87

constitucional en cua nto que el individuo que asuma la presidencia de la República,

al tomar posesión de su cargo, debe protestar resp eto y sumisión a ambos tipos de

ordenamientos y cont rae el compro miso de desempeñar leal y patrióticament e el

puesto que el pueblo le confir ió mirand o en todo por el bien y prosperidad de la

Unión. No obstau te los actos inconstitucionales e ilegales del president e son

susceptibles de irnpugnarse ante la jurisdi cción federal por cualquier goberna do

que con ellos resul te agraviado, mediante el ju icio de ampa ro, cuya procedencia,

además de garantizar el régimen juridico del país frente a tod a autoridad del

Estado, excluye por si misma la consideración de que el pod eroso presidencialismo

entrañe una dictadura en México.

D E e 1 M A S E G U N D A: El presidente de la República no puede ser

sometido a los procedimientos de Juicio Político o de Declaración de Procedencia,

pero si a un procedimiento pen al en los términos del articulo 110 con stitucional,

que tendrá como objeto imponerle una sanción penal, en caso de que la Cám ara de

Diputados, con base en la Denuncia presentada por cualquier ciudada no o persona

moral, decida acusarlo ante la Cámara de Senado res , por la comisión del delito de

traición a la patria o del itos graves del orden común, ya que el ún ico de los altos

empleados públicos que no puede ser destituido o desaforado por esos

procedimi entos .

Neevia docConverter 5.1



130

BIBLIOGRAFÍA

ALCÁCER GUIRAO, Rafael. Los Fines del Derecho Pen al. Editorial Ad hoc,

Argentina , 2001.

ARNAIZ AMIGO, Auro ra. Historia Consti tucional de México. Editorial Trillas , S.A.,

México, 1999.

BARRITA I.ÓPEZ, Fern ando. Prisión Prevent iva y Ciencias Penales . 3" edición,

Editor ial Porr úa, S.A., México, 1999.

BURGOA ORIIIUELA, Ignacio. Derecho Consti tucional Mexic.1no. 12a Edición,

Editorial, Porrú a, S.A., México 1999.

BURGOA ORIII UELA, Ignacio. Las Garantías Ind ividu ales. 36a Edición, Editorial

Porrú a, S.A., México, 2003.

CARPIZO, J orge. El Presiden.cialism o Mexicano. 23 a Edición , Editori al Siglo

Veintiuno, México, 1996.

CASTILLO SOBERANES, Miguel Ángel. El Monopolio del Ejercicio de la Acción

Penal del Ministerio Público en México. Editorial. UNAM, México 1992.

CASTRO, .Iuventino V. El Ministerio Público en México . n a Edición , Editorial

Porr úa, S.A., México, 1999 .

CASTRO, .l uventi no V. La Procura ción de la J usticia Federal. 2 a Edición , Editorial

Porrúa, S.A.. México, 1999:

COLIN SÁNCHEZ, Guille rmo . Derecho Mexicano de Procedi mientos Pen ales. Sa

Edición, Editor ial Porr úa, S.A., México, 1995.

Neevia docConverter 5.1



131

FIX ZAMUDIO, Héctor. Función Constitucional del Ministerio Público. Editorial

Ins titu to de Investigacione s Juríd icas, UNAM, México, 2002.

FLORESGOMEZ GONZALEZ, Fernando y CARBAJAL MORENO , Gusta vo.

Manual de Derecho Constituciona l. Editorial , Porrúa S.A., México, 1976.

FOUCAULT, Michel. Vigilar y Castigar. Nacimiento de la Prisión. 24 3 Edición ,

Edito rial Siglo Vein tiu no , México 1996 .

GARCÍA RAMÍREZ, Sergio. El Nuevo Procedimiento Penal Mexicano. 4 3 Edición,

Edit orial Porrúa, S.A., México, 2 0 03.

GARCÍA RAMÍREZ, Sergio. Proceso Penal v Derech os Humanos. 2" Edición.

Editorial Porr úa, S.A., México, 1993.

GUILLÉN LÓPEZ, Raúl. Las Garantías Individuales en la Et!!llª de Averiguación

Pre, ; a. Edit ori al Porrúa, S.A., México, 2003 .

LANZ DURET, Miguel. Derecho Constitu cional Mexican o. 53 Edición. Editorial

Continental, México, 1959.

LARA ESPINOZA, Saú l. Las Garantías Constitucionales en Materia Penal. 2"

Edición . Editorial Porrúa, S.A., México, 1999.

LARA PONTE, Rodolfo. Los Derechos Human os en el Cons titucionalismo

Mexicano. 2 3 Edición, Editori al Porrúa, S.A., México, 1998.

MÁRQUEZ RÁBAGO, Sergio R. Evolución Constitucional Mexicana. Edit orial

Porrúa, S.A., México, 200 2.

ORTIZ SOLTERO, Sergio. Responsabilidades Legales de los Servidores Públ icos. 33

Edición . Editorial Porrúa, S.A. México, 2004 ·

Neevia docConverter 5.1



13 2

POLAINO NAVARRETE, Miguel. Fundamentos Dogmáticos del Moderno Derecho

Penal. Editorial Porrúa, S.A., México.

RABASA, Emilio. La Constitución v la Dictadura. 6' Edición , Edit orial Porrúa, S.A.,

México, 1982.

SÁNCHEZ BRINGAS, Enr ique. Derecho Constituciona l. 8' Edición. Editori al

Porrú a, S.A., México, 2003.

SAYEG HELÚ, J orge. El Constitucionalismo Social Mexic,1no. 2' Edici ón. Editorial

Instituto Nacion al de Est udios Históricos de la Revolución Mexicana, México,

1987.

SAYEG HELÚ, J orge. Instituciones de Derecho Constitucional Mexican o. Editorial

Porrúa, S.A., México, 1987.

TENA RAMÍREZ, Felipe. Derecho Constitucional Mexicano . 36' Edición, Editorial,

Porrúa S.A. México, 2004.

TENA RAMÍREZ, Felipe. Leyes Fundamcntales dc México 1808-2002. 23'

Edición, Editorial, Porr úa S.A. México, 20 02 .

TERRAZAS, Carlos R. Los Derechos Hum anos en las Const ituciones Politicas de

México. 2' . Edición. Edit orial Miguel Ángel Porrúa, México, 1991.

ZAMORA PIERCE, Jesús. Garantías v Proceso Penal. 9 ' Edición. Editori al

Porrúa, S.A., México, 1998.

LEGISLACIÓN

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 2005.

Neevia docConverter 5.1



133

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 2005.

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDlMIENTOS PENALES.

CÓDlGO DE PROCEDlMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL,

2005·

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS,

2005·

OTRAS FUENTES

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS. Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos Comentada v Concorda.dª, Tomo I y IV Isa Edición ,

Editorial POITúa, S.A., México, 2004. p. 254

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDlCAS. Enciclopedia Juridica

Mexicana . Tomo 111, Editorial Porrúa, S.A., México. 2002.

COLEGIO DE SECRETARIOS DE LA SUPREMA CORTE DE J USTICIA DE LA

NACIÓN. Derecho Procesal Constitucional. Tomo II 4" ed ición, Editorial Porrúa,

S.A., México, 2003.

Neevia docConverter 5.1


	Portada
	Índice
	Introducción
	Capítulo I. La Función de la Procuraduría General de la República en la Investigación y Persecución de los Delitos
	Capítulo II. La Función Investigadora en el Constitucionalismo Mexicano
	Capítulo III. Los Delitos Graves en el Texto Vigente de la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos
	Capítulo IV. Los Delitos Graves y la Responsabilidad Presidencial
	Conclusiones
	Bibliografía

